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PRESENTACIÓN

El octavo número de la Serie Justicia y Derecho está dedicado a dos cuestiones fundamentales para lograr 

una mejor impartición de justicia: por un lado, el lenguaje ciudadano, herramienta novedosa e indispen-

sable para hacer comprensible a los destinatarios de las normas el alcance de las mismas; por el otro, los 

derechos de las víctimas, cuya difusión es fundamental para la consolidación de un Estado garante de los 

Derechos Humanos.

De esta manera, el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal ratifica su compromiso con la actuali-

zación de sus funcionarios en la consecución de una mayor cercanía con la ciudadanía al fomentar un 

diálogo comprensible y directo que, a la vez que transparenta la impartición de justicia, aumenta el nivel 

de confianza de los ciudadanos en sus instituciones.

Tanto esta cuestión como la necesidad de difundir los derechos de las víctimas entre la ciudadanía y los 

mismos funcionarios judiciales refleja la preocupación de nuestra Casa de Justicia y su Comisión de Ética por 

el respeto y la vigilancia de los Derechos Humanos. Hago un atento llamado a incorporar las herramientas 

ofrecidas por este volumen a la labor que se realiza día a día en juzgados y salas de nuestra ciudad, donde 

cobran vida los más altos fines de la justicia.

Magdo. Dr. Edgar Elías Azar
Presidente del Tribunal Superior de Justicia

y del Consejo de la Judicatura del Distrito Federal





INTRODUCCIÓN

El presente trabajo nace de la preocupación estructural del Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Distrito 
Federal para facilitar —a los juzgadores y sus auxiliares— el empleo de un lenguaje comprensible a quienes no son 
expertos en materia jurídica. 

Esto resulta indispensable en un Estado Democrático de Derecho ya que la plena comprensión de los derechos y 
obligaciones garantiza, por un lado, certeza a los destinatarios de las normas sobre qué les es prohibido y permitido 
hacer y exigir; por otro lado, un lenguaje claro fortalece la difusión y la mejor comprensión de los Derechos Humanos, 
lo que resulta fundamental a partir de la reforma constitucional del 10 de junio de 2011 que, entre otros aspectos, 
establece la obligación para todas las autoridades en el ámbito de su competencia de promover, respetar, proteger 
y garantizar los Derechos Humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibi-
lidad y progresividad. 

Así, por la gran relevancia que tiene la divulgación de los derechos de las víctimas, se consideró necesario anexar 
una selección de preceptos normativos relacionados con estos derechos. 

En consecuencia, la suma de estos dos apartados facilitará la comunicación eficaz de los derechos de las víctimas, 
consagrados en instrumentos normativos, por el auxilio de las técnicas propias del lenguaje ciudadano o plano que 
debe lograr la transformación de un lenguaje técnico-jurídico a uno claro y sencillo para la ciudadanía.

De esta manera, el presente texto se divide en dos secciones: la primera comprende, en términos generales, qué implica 
el lenguaje ciudadano o plano, sus antecedentes así como diversas sugerencias para mejorar la comunicación eficaz 
entre los operadores de la norma y el ciudadano que puede no estar familiarizado con los denominados “tecnicismos o 
legalismos”. Asimismo, es importante mencionar que esta sección puede resultar aplicable a diversas materias jurídicas. 

En la segunda, se reproducen diversos preceptos normativos que se encuentran relacionados directa o indirectamente 
con los derechos de las víctimas. En consecuencia, las normas aquí reproducidas son un referente mínimo, más no 
máximo, de los derechos en cuestión. 





USO DEL LENGUAJE CIUDADANO O PLANO: 
RECOMENDACIONES PARA EL PODER JUDICIAL DEL DISTRITO FEDERAL





ANTECEDENTES

“Los límites de mi lenguaje son los límites de mi mundo” 
Ludwig Wittgenstein

Un texto o la expresión oral, sean o no de carácter jurídico, deben trasmitir de forma clara y efectiva un mensaje. En 
la construcción de los mismos se debe considerar, entre otros elementos, a su destinatario.

Relacionado con los textos de carácter jurídico se ha considerado1 que no siempre resulta claro el contenido de los 
mismos, en especial para el ciudadano común.  Esto ha sido severamente cuestionado a nivel mundial. 

En razón de lo anterior, podemos mencionar a Suecia como pionera en establecer métodos para la redacción de textos 
jurídicos (legislación, documentos oficiales, etcétera) claros y comprensibles para cualquier persona interesada en los 
mismos, incluyendo al ciudadano ordinario.2

Este tipo de lenguaje, así como sus buenas prácticas han recibido el nombre de: Plain Languaje o Plain English, en 
países angloparlantes; Lenguaje Llano, en España, y Lenguaje Ciudadano en México, por la Secretaría de la Función 
Pública del Gobierno Federal.

En relación a estos conceptos, resulta de gran interés lo que señala Bryan A. Garner:

En realidad, el Lenguaje Plano [Plain English] es muy interesante para leer. Es fuerte 
y directo —lo opuesto de un lenguaje vulgar y pretencioso—. Logras un Lenguaje 
Plano cuando usas la forma más simple y directa para expresar una idea.3

Podemos destacar diferentes políticas públicas que se han adoptado con el fin de lograr textos de carácter jurídico 
que de forma eficaz sean comprensibles para los ciudadanos no versados en este lenguaje técnico, a saber: 4

• Francia tiene, entre otros elementos en esta materia, la Ley n° 2009-526: “simplificación y clarificación del dere-
cho y de aligeramiento de los procedimientos”, publicada en su Diario Oficial el 13 de mayo de 2009. Asimismo, 
integró una “Misión de Investigación Derecho y Justicia” el 11 de febrero de 1994 que, entre otras actividades, 
realiza investigaciones sobre el lenguaje jurídico.
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• En Alemania podemos destacar que su “Reglamento Común de los Ministerios Federales” establece la obligación 
de que todos los proyectos de ley del Gobierno Federal sean claros y lingüísticamente correctos. Asimismo, su 
Ministerio de Justicia ha editado un “Manual de Forma Jurídica” donde se establecen recomendaciones sobre 
la forma de redactar normas jurídicas. 

• En Estados Unidos destaca un Memorándum de su Presidencia por el que se instruyó a los responsables de los 
diferentes departamentos y agencias de su Administración Pública Federal, para hacer accesible el lenguaje de 
su administración mediante el empleo de:

 i) Términos comunes, salvo que sea necesario emplear uno técnico;
 ii) La voz activa; 
 iii) Tú y otros pronombres;
 iv) Frases cortas. 

También destaca la iniciativa de varios empleados públicos de Departamentos y Agencias de la Administración 
Federal: PLAIN (Plain Language Action and Information Network). En conjunto, han provisto en su página de internet 
instrumentos para fomentar el lenguaje claro en sus comunicaciones. 5 Destaca también la obra Legal Writing in Plain 
English,6 de Bryan A. Garner.

• Respecto a España, podemos mencionar que, por acuerdo de su Consejo de Ministros, se creó una Comisión de 
Modernización del Lenguaje Jurídico que se integra por profesionistas expertos en el ámbito jurídico y lingüístico. 
Ésta ha elaborado una serie de recomendaciones para hacer más claro y comprensible para los ciudadanos el 
lenguaje jurídico. En 2011 publicaron el Informe de la Comisión de modernización del lenguaje jurídico, del que 
destaca su:

 • “Estudio de Campo: Políticas Públicas Comparadas”.
 • “Estudio de Campo: Lenguaje de las Normas”.
 • “Estudio de Campo: Lenguaje Escrito”.
 • “Estudio de Campo: Lenguaje Jurídico en los Medios”.
 • “Estudio de Campo: Lenguaje Oral”.
 • “Estudio de Campo: Plantillas Procesales”.7

• De México podemos destacar que la Secretaría de la Función Pública del Gobierno Federal, ha elaborado un 
Manual de lenguaje Claro,8 así como la obra Lenguaje Ciudadano. Un manual para quien escribe en la adminis-
tración Pública Federal.9 Ambos establecen una serie de recomendaciones para escribir de forma más clara los 
textos de la Administración Pública Federal. 

 En el mismo sentido, la obra de Carlos Pérez Vázquez: Manual de Redacción Jurisdiccional para la Primera Sala, 
editada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, señala diferentes consejos para la redacción de textos 
jurídicos que inciden en el ámbito de competencia del Poder Judicial de la Federación. 
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Es importante enfatizar que resulta indispensable en un Estado democrático y de derecho, que su población tenga 
certeza de sus derechos y obligaciones. Esto presupone que los textos jurídicos (sean estos sentencias, autos, acuerdos, 
leyes, reglamentos, etc.) que consagran dichos derechos sean elaborados de forma clara.

En este orden de ideas, hay que recordar que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) establece: 

Artículo 17.
…
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán 
expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus 
resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, 
quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.

Asimismo, en relación a los derechos de las víctimas o del ofendido:

Artículo 20.
…
C. De los derechos de la víctima o del ofendido:
I. Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que en su favor es-
tablece la Constitución y, cuando lo solicite, ser informado del desarrollo del 
procedimiento penal.

Aunado a lo anterior, hay que tener presentes, por ejemplo, el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos que establece:

…
3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en 
plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:
a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, 
de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella.

Así la cosas, debemos preguntarnos:

¿Se informa en un idioma comprensible y de forma detallada las causas y acusaciones formuladas contra la persona 
acusada de un delito, por ejemplo, si se leen o repiten preceptos que únicamente reproducen tecnicismos o bien 

términos que requieren una formación especial para su comprensión?

¿Qué papel juega el receptor del mensaje para hacer posible una comunicación efectiva?
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En este orden de ideas, para dar cumplimiento efectivo a estos preceptos se debe considerar necesariamente al 
receptor del mensaje, por lo que el uso de un lenguaje plano, llano o lenguaje ciudadano (esto es: claro, sencillo, 
sin tecnicismos innecesarios) resulta una gran herramienta que facilita esta labor a quien sea el responsable de 
garantizar estos derechos.

Así, es necesario replantear qué prácticas obstruyen una comunicación efectiva para el receptor.

Es necesario invitar a la siguiente reflexión:

¿El empleo de un lenguaje plano resulta útil sólo porque el destinatario del mismo puede ser la ciudadanía?

Hay que considerar que muchos de los actos jurídicos que son emitidos por los aplicadores de la norma son sujetos de 
revisión, bien sea por una segunda instancia, por otro ámbito de competencias —los Poderes Federales—, o inclusive 
por un tribunal internacional —la Corte Interamericana de Derechos Humanos—.

Así las cosas:

¿En cuántas ocasiones el aplicador de la norma cuenta con razones que son totalmente acordes con la normativa 
aplicable pero son redactadas de forma tan poco afortunada que oscurece lo brillante de sus razonamientos?

Esto puede ocasionar varios inconvenientes, por ejemplo: que a los particulares a los que puede ir dirigido el acto —por 
ejemplo, una sentencia— les resulte poco claro y en consecuencia soliciten la aclaración del mismo. Esto se traduce 
en el empleo adicional de recursos y tiempo por parte del Poder Judicial. 

O bien, por más brillante o bien fundado en derecho que pueda ser el razonamiento de un aplicador de la norma, si 
no lo redacta de forma clara es probable que el revisor no lo comprenda —por su deficiente redacción o claridad— y 
en consecuencia revoque el acto.

Asimismo, se puede invitar a reflexionar:

• ¿Resultaría más fácil trabajar con textos que además de ser completos, 
sean claros y mucho más concretos?

• ¿Cuántos documentos jurídicos contienen datos innecesarios?

• ¿Cuántos recursos y tiempo se emplea en encontrar lo esencial jurídicamente 
de esa enorme pila de hojas?
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Si se me permite la metáfora:

Quien tiene que leer textos con excesivos tecnicismos jurídicos 
—legalismos— se asemeja a un minero que tiene que picar 

enormes cantidades de piedra, sin valor, para encontrar 
pocas pepitas de oro.

Así, esta labor de modernizar el lenguaje jurídico para facilitar una justicia más eficiente y comprensible a los ciuda-
danos no reside exclusivamente en nuestros aplicadores de la norma. 

Hay que reconocer que gran parte del desarrollo de este proceso depende de los particulares y de sus abogados. 
Finalmente, es un insumo esencial para los operadores de la norma los argumentos de las partes procesales, en la 
medida que estos sean claros, concretos y conciso el juzgador los entenderá de forma más rápida y se abocará más 
tiempo a estudiar la validez de los mismos y menos a desentrañar su significado.

Existen diferentes preceptos jurídicos que presuponen una comunicación entre diferentes operadores jurídicos y los 
particulares (en este caso víctimas). Para lograr el cumplimiento de los mismos debe existir una comunicación efectiva. 

Así, por mencionar algunos preceptos establecidos en el Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal 
(cppdf), podemos señalar:

Artículo 9.- Los denunciantes, querellantes y las víctimas u ofendidos por la co-
misión de un delito tendrán derecho, en la averiguación previa o en el proceso, 
según corresponda:
…
II. A que los servidores públicos los traten con la atención y respeto debido a su 

dignidad humana absteniéndose de cualquier acto u omisión que cause la 
suspensión o deficiencia de dicho servicio, abuso o ejercicio indebido de 
la autoridad;

…
VI. A recibir asesoría jurídica por parte de la Procuraduría General de Justicia del 

Distrito Federal respecto de sus denuncias o querellas y, en su caso, a recibir 
servicio de intérpretes traductores cuando pertenezcan a un grupo étnico  
o pueblo indígenas, no conozcan o no comprendan bien el idioma español, 
o padezcan alguna incapacidad que les impida oír o hablar;

…
XII. A tener acceso al expediente para informarse sobre el estado y avance de 

la averiguación previa;
… 
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XIII. A que se le proporcione la asistencia legal, médica y psicológica especiali-
zada. Tratándose de menores de edad dicha asistencia se prestará de forma 
inmediata cuando intervenga en cualquier etapa del procedimiento;

…
XX. En caso de que deseen otorgar el perdón, a ser informadas claramente del 

significado y trascendencia jurídica de ese acto.

Por otro lado, en el caso de las resoluciones judiciales, el citado código establece qué deben contener. Por lo que 
corresponde a las sentencias, podemos hacer énfasis en lo siguiente:

Artículo 72.- Toda resolución judicial expresará la fecha en que se pronuncie.
Los decretos se reducirán a expresar el trámite.
Los autos contendrán una breve exposición del punto de que se trate y la resolución 
que corresponda, precedida de sus fundamentos legales.
Las sentencias contendrán:

I. El lugar en que se pronuncien;

II. Los nombres y apellidos del acusado, su sobrenombre si lo tuviere, el lugar de 
su nacimiento, nacionalidad, edad, estado civil, en su caso, el grupo étnico 
indígena al que pertenezca, idioma, residencia o domicilio, ocupación oficio 
o profesión;

III. Un extracto de los hechos exclusivamente conducentes a los puntos resolutivos 
del auto o de la sentencia en su caso, evitando la reproducción innecesaria 
de constancias;10

IV. Las consideraciones y los fundamentos legales de la sentencia; y

V. La condenación o absolución correspondiente y los demás puntos resolutivos.

Asimismo, podemos referir al derecho establecido en el citado código para que el ofendido o la víctima comprendan 
suficientemente el idioma castellano. En este sentido, el artículo 183 del ccpdf establece:

Artículo 183.- Cuando el inculpado, el ofendido o víctima, el denunciante, los 
testigos o los peritos no hablen o entiendan suficientemente el idioma castellano 
el Ministerio Público o el juez nombrarán uno o dos traductores mayores de 
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edad, que protestarán traducir fielmente las preguntas y respuestas que deben 
transmitir. Sólo cuando no pueda encontrarse un traductor mayor de edad podrá 
nombrarse uno de quince años cumplidos cuando menos.

Para dar cumplimiento efectivo a la normativa, que presupone una comunicación efectiva entre los operadores de 
la norma y los particulares, se debe buscar el método que de forma más eficiente logre este objetivo.

Existen varias técnicas para lograrlo. Algunos países, como se mencionó en párrafos anteriores, han reformado su 
normativa; en otros se han elaborado textos de carácter académico que son aplicados por los operadores de la 
norma debido a su utilidad.

Expuesto lo anterior, podemos mencionar que el objeto del presente teto, es exponer algunas recomendaciones que 
puedan resultar útiles a quienes tengan que comunicar una idea jurídica de forma clara y comprensible, inclusive para 
quienes no cuentan con formación especial en el lenguaje técnico jurídico. 

Así, el lenguaje plano (lenguaje ciudadano) y las recomendaciones formales vinculadas al mismo resultan una he-
rramienta indispensable para una mejor comprensión por parte de los particulares —e inclusive en la comunicación 
interna de los aplicadores de la norma— de sus derechos y obligaciones. Finalmente, hay que recordar el objetivo 
principal de la escritura o la palabra: comunicar.





RECOMENDACIONES PARA EL USO  
DEL LENGUAJE CIUDADANO O PLANO

1. Conoce a tu audiencia11

Al escribir o inclusive en la comunicación oral, lo primero que debes pregúntate es:

¿Para quién estoy escribiendo?

• Si no sabes quién es el destinatario: emplea un modo de escritura neutro.

• Si conoces al destinatario: considera su nivel de estudios, sus valores e ideología, por ejemplo, debes emplear 
un lenguaje más técnico o sencillo.12

Si tomas en consideración la respuesta a esta pregunta te será más fácil elaborar un mensaje comprensible.

Así, al entablar comunicación con una persona que reconoce su nulo conocimiento de cualquier concepto legal, es 
poco probable que comprenda totalmente los derechos que prevé, por ejemplo, la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos si sólo se lee su artículo 20, apartado C. En este caso se sugiere que se defina cada concepto legal.

Sustituye los tecnicismos por palabras
de uso común y ejemplifica.

2. Explica el contexto jurídico general antes de entrar a los detalles

Siguiendo a Mark P. Painter, es más fácil comprender la nueva información si está relacionada con información que 
previamente se conoce.13
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Explica brevemente el contexto jurídico general  
(señala cuáles son y en qué consisten las diversas etapas  

de su proceso, después señala los antecedentes del caso,  
qué significan los “tecnicismos”, etc.). Después entra  

a los detalles o especificidades del caso.

En este orden de ideas, si una persona pregunta un tecnicismo y no está familiarizada con el lenguaje jurídico o bien 
pregunta un aspecto específico de su estado procesal y no tiene claro en qué etapa procesal se encuentra, se 
sugiere explicar el contexto:

Por ejemplo, si un imputado de un delito solicita información sobre su estado pro-
cesal, verifica que conozca cuántas etapas tiene su proceso. Si no es así exponle 
en términos generales las diferentes etapas del proceso penal, en qué etapa se 
encuentra y por qué. Seguramente retendrá mejor, por su mejor comprensión, esta 
información en lugar de sólo señalar un dato desprovisto de contexto.

3. Sé claro

Si se requiere un esfuerzo adicional por parte del destinatario del mensaje —por ejemplo, solicitar nuevamente una 
explicación, o bien, es necesario volver a leer un texto—, ten por seguro que tu mensaje no es claro.

Para lograr claridad en nuestra comunicación se recomienda: 14

En el caso de la escritura, te resultará de gran utilidad —para ser claro— emplear adecuadamente las reglas de la 
sintaxis. El orden natural de tu redacción debe ser:

1. Sujeto     2. Verbo     3. Complementos15

Así, se sugiere comenzar con la persona que realiza la acción: el sujeto.

Por ejemplo: el Juez Penal, la Procuraduría General de la República, la víctima, etc.

Después, se debe señalar la acción que realiza: el verbo.

Por ejemplo: suscribió, ratificó, manifestó, etc.

Antes de ver las 
ramas, muestra en 
términos generales  

el bosque.
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Finalmente, se debe aludir a la información adicional en relación a la conducta: los complementos.

Por ejemplo: el día 14 de agosto, en esa fecha etc.

Evita el uso de palabras o expresiones innecesarias, complejas, técnicas, 
arcaicas y rebuscadas. Sustitúyelas por palabras sencillas  

y de conocimiento generalizado.

Si en tu escrito se modifica el orden natural de la sintaxis se dificultará la claridad del texto y por ende su comprensión. 

Trata de privilegiar el uso de palabras que tengan un significado unívoco —sólo significan una cosa— y no aquellas 
que pueden significar varias —palabras análogas.16

Esto puede ser de gran utilidad, sobre todo en la comunicación oral, pues así el destinatario del mensaje comprende 
mejor la idea expuesta.17

Si explicas el alcance de un derecho humano a una víctima, por ejemplo, será de gran utilidad que expongas la 
definición con un lenguaje sencillo y ejemplifiques qué tipo de conductas por parte de la autoridad violan este 
derecho. Esto le permitirá entender mejor a quien te escuche.

Ejemplifica

4. Sé breve

Emplea el menor número de palabras para expresar una idea. 

Si podemos explicar nuestra idea en pocos párrafos o palabras significa que realmente comprendemos la idea que 
exponemos.18

Considera que si se puede trasmitir una idea completa de forma concreta se traduce en emplear menos tiempo, por lo que: 19

Si ya explicamos nuestra idea de forma clara, completa y concisa, ¿qué sentido tiene repetirla a lo largo de un escrito 
o en una explicación una y otra vez? 

• Sin embargo, la brevedad está íntimamente vinculada con la claridad. Por lo que, aunque no sea muy corto 
el texto o las palabras empleadas, es preferible que la idea se comprenda. Así, no dudes en usar las palabras 
necesarias.
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• Evita el uso de expresiones, arcaísmos o muletillas que no son indispensables para la comprensión de tu idea.  
• Evita los circunloquios, esto es: rodeo de palabras para dar a entender algo que hubiera podido expresarse 

brevemente.20

Por ejemplo: escribe “opinar” en lugar de “ser de la opinión”. Este conjunto de 
palabras se pueden sustituir por un verbo.21

• Evita repetir el mismo fundamento, argumento, fecha, etc., en diferentes párrafos, si se trata de un texto,  
o bien en tu exposición oral si ya lo explicaste. 

Escoge cuidadosamente cada palabra de manera  
que resulte necesaria para trasmitir tu idea 

5. Cuida la forma. “La forma es fondo”

Generar una idea es sólo la mitad del camino.

Si ésta no se puede transmitir de forma clara resultará imposible nuestro objetivo: comunicar.

• Si escribes, usa párrafos cortos.22 

• Si no hay espacio entre renglones será sumamente fácil para el lector perderse entre una y otra idea.

Trata de privilegiar el uso 
de palabras que tengan 
un solo significado y no 
aquellas que pueden 
significar varias cosas.

Lendisquam quiate eum, con ne sumqui 
nisciis andit oditation natum quam arum in 
nobis et arum faceris serem dolorehendae 
pel exernam quo dolupta ssusapis ad milit 
fuga. Nequi ulparunt ut eatur simint ditis 
sumqui qui blaciendae.

Lendisquam quiate eum, con ne sumqui 
nisciis andit oditation natum quam arum in 
nobis et arum faceris serem dolorehendae 
pel exernam quo dolupta ssusapis ad milit 
fuga. Nequi ulparunt ut eatur simint ditis 
sumqui qui blaciendae.
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Alguien que lee es como alguien que corre: si no le das oportunidad 
de detenerse a descansar, al final estará agotada. Si no tiene la 

oportunidad de descansar entre ideas —mediante párrafos— al final 
leerá sin interés, cansado y omitirá información relevante.

Si una víctima u ofendido, por ejemplo, deseará consultar su expediente y se encuen-
tra ante textos interminables le será imposible, por lo menos, aprehender las ideas 
principales. Si haces uso de párrafos y en ellos te auxilias de viñetas, numeración 
etc., de inmediato podrá esquematizar las ideas principales. Ejemplo:

6. Si escribes, cuida la apariencia de tu texto

Un texto puede resultar mucho más atractivo para su lectura si se elige un tipo de letra adecuada. 

Esto permitirá a los ciudadanos, operadores de la norma, etc., leer un texto que resulta más amigable.

• Trata de evitar tipos de letras que pueden resultar “ilegibles” ya que no resultan visualmente amigables.  
Tal es el caso de la letra Courier.24

• A manera de ejemplo, para la escritura de textos procesales se recomienda el uso de la letra Arial, con 
número de fuente 15 y con un interlineado de 1.5 para hacer amigable la lectura.25

1. Lendisquam quiate eum, con ne sumqui nisciis 
andit oditation natum quam arum in nobis et 
arum faceris serem dolorehendae pel exernam 
quo dolupta ssusapis ad milit fuga. 

2. Nequi ulparunt ut eatur simint ditis sumqui qui 
blaciendae.

3. Ecerum dolorum quo to milia natioribus, con 
repra conseca boritatum rest, omnitio nsediti 
orerumet audae volupta conse.

Un texto puede resultar 
mucho más atractivo para 
su lectura si se elige un tipo 

de letra adecuada. 
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Aunque la palabra esté escrita en mayúscula se debe acentuar. Hace muchos años se justificaba omitir la acentua-
ción ya que era imposible realizarla en una máquina de escribir. Hoy esto no encuentra más sustento con el uso del 
procesador de texto de una computadora.

Evita escribir solamente con mayúsculas  
y si las usas no olvides respetar las reglas ortográficas.

Para explicar de manera eficiente y, por ende, útil para el destinatario de tu mensaje expón de forma ordenada tu 
información más que simplemente señalar datos. Así, se recomienda:

• Organiza, en una secuencia lógica, tu información de manera que primero se exponga la información más 
importante y la información general antes que la menos importante o la especial.26

• Después de tener ordenada tu información estructúrala en secciones y en subsecciones. 27 

Cuando expliques será más fácil comprender las ideas si estas se encuentran estructuradas en bloque. Por el contrario, 
si el destinatario de tu mensaje tiene que, a lo largo de un inmenso documento o exposición, hacer el esfuerzo de ir 
comprendiendo en fracciones la información, perderá tiempo y le será difícil comprender la idea principal. 

Ponte en el lugar del destinatario y ambos ahorrarán tiempo.

Lendisquam quiate eum, con ne sumqui 
nisciis andit oditation natum quam 
arum in nobis et arum faceris serem 
dolorehendae pel exernam quo dolup-
ta ssusapis ad milit fuga. Nequi ul-
parunt ut eatur simint ditis sumqui 
qui blaciendae.

Lendisquam quiate eum, con ne sumqui nisciis 

andit oditation natum quam arum in nobis et 

arum faceris serem dolorehendae pel exernam 

quo dolupta ssusapis ad milit fuga. Nequi ulpa-

runt ut eatur simint ditis sumqui qui blaciendae.
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• Refiere a las fechas sólo cuando éstas sean importantes. 

Si señalas muchas fechas innecesarias sólo confundirás al destinatario de tu mensaje, ya que, en principio, él no puede 
distinguir entre las fechas que son importantes y las que no lo son.28

• De ser posible (especialmente en textos que tengan por objeto exponer de  forma ejecutiva alguna informa-
ción), no dudes en utilizar títulos que permitan identificar cada uno de tus párrafos así sus correspondientes 
secciones y subsecciones. 29 

Ve de lo general a lo particular.

8. Cuida la gramática en tu texto

Es mucho más fácil comprender un documento si está escrito con una adecuada gramática, así:
De conformidad con Sandro Cohen:

En la voz activa el sujeto ejerce acción sobre algo o alguien activamente… En la voz 
pasiva, sin embargo, alguien o algo recibe la acción pasivamente, que es ejercida 
por un agente…  En cuanto al verbo, en voz pasiva siempre será una conjugación 
del infinitivo ser, usada conjuntamente con el participio del verbo original…30

Así, se sugiere el empleo de la voz activa para la redacción de los textos judiciales ya que así resultará más fácil 
identificar al sujeto. 

Ahora bien, en ocasiones las circunstancias imponen el uso de la voz pasiva. Esto ocurre cuando no se conoce al 
agente de la oración o cuando el que habla no quiere señalarlo. Lo que es cierto es que fuera de esos casos, el 
español tiene una preferencia por la voz activa sobre la pasiva. Esto es así porque la voz pasiva tiende a hacer más 
complejas las formas verbales, a alterar el orden sintáctico de las oraciones y a convertir sustantivos en verbos. El uso 
de la voz pasiva hace más complicada la comunicación escrita.31

Prefiere el uso de la voz activa sobre la voz pasiva.

A manera de ejemplo, la siguiente oración resulta más clara redactada en voz activa: 

El C. Juan Pérez rompió las cerraduras del departamento el día...  
(Voz activa)
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De lo contrario, redactado con voz pasiva se hace más difícil de entender:

Las cerraduras del departamento fueron rotas por el C. Juan Pérez el día…
(Voz pasiva)

En el primer caso se identifica con mayor rapidez quién abrió las cerraduras, mientras que para el segundo se requiere 
un esfuerzo adicional.

Usa las preposiciones de forma correcta.
De conformidad con el Diccionario de la Real Academia Española, una preposición es:

f. Gram. Palabra invariable que introduce elementos nominales u oraciones su-
bordinadas sustantivas haciéndolos depender de alguna palabra anterior. 
Varias de ellas coinciden en su forma con prefijos.32

Sobre este punto resultan muy útiles los consejos que establece Carlos Pérez Vázquez en el Manual de Redacción 
Jurisdiccional para la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia, al respecto señala:

No debe escribirse Debe escribirse

en base a con base en

en mi concepto en mi opinión

con relación a en relación con/a

sin en cambio sin embargo

más sin en cambio sin embargo/pero

respecto a respecto de

de conformidad con conforme a

en comento examinada33



29Uso del lenguaje ciudadano o plano: recomendaciones para el Poder Judicial del Distrito Federal

Usa el tiempo verbal que resulta más preciso 
para transmitir tu idea.

Si en tu escrito refieres a hechos pasados (por ejemplo, los resultandos) será más comprensible si, además de emplear 
lenguaje llano, empleas el pretérito perfecto simple o pretérito.

En relación al párrafo anterior, podemos hacer las siguientes consideraciones:

De conformidad con el Diccionario de la Real Academia Española:

Pretérito
…
~ perfecto.
1. m. Gram. Tiempo que denota ser ya pasada la significación del verbo, y se 

divide en simple (amó, temió, vivió)34 y compuesto (en indicativo, ha amado, 
ha temido, ha vivido; en subjuntivo, haya amado, haya temido, haya vivido).35

En este orden de ideas, este tiempo verbal resulta adecuado si deseas expresar una acción o un hecho que se realizó 
(y por ende concluyó) en el pasado.

Por ejemplo, podría resultar confuso si pretendes referir a hechos que se realizaron en el pasado y empleas la siguiente 
redacción:

Que el imputado Juan Pérez, actuando por sí mismo, en su carácter de empleado, 
a las once de la noche elaboraba en su máquina de escribir diversos documentos…   

Así las cosas, puede resultar más preciso, desde el punto de vista gramatical, la siguiente redacción:

El imputado Juan Pérez, como empleado, elaboró diversos documentos en su 
máquina de escribir a las once de la noche…

Sin embargo, recomendamos que los razonamientos jurídicos (por ejemplo, los considerandos una sentencia) se 
redacten en el tiempo presente.

En relación al párrafo anterior podemos hacer las siguientes consideraciones:

Si en tu escrito refieres 
a hechos pasados (por 

ejemplo, los resultandos) 
será más comprensible 
si, además de emplear 

lenguaje llano, empleas el 
pretérito perfecto simple 

o pretérito.
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De conformidad con el Diccionario de la Real Academia Española, se define al tiempo presente desde una perspec-
tiva gramatical como:

Presente
4. m. Gram. Tiempo que sirve para denotar la acción o el estado de cosas simul-

táneos al momento en que se habla. Amo, temen, vivimos.36

De esta manera, la redacción de, por ejemplo, un considerando resultará más clara y, por ende, comprensible si se 
emplea el tiempo verbal presente:

Este juzgado…es competente para conocer del presente juicio…
O bien, de la siguiente manera:

Son ciertos los hechos… porque así se desprende de las documentales... 

No obstante lo anterior, cuando sea necesario el empleo de otro tiempo verbal (por ejemplo, referir a hechos del 
pasado) no se debe dudar en utilizarlo:

El Titular de Unidad de… fue omiso en…
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NOTAS

1  Sobre la de claridad de los informes periciales se recomienda leer el estudio de Deloitte, Justicia pronta y expedita 
en México. Estudio sobre la modernización de la gestión de litigios. Se puede consultar en el siguiente portal de 
internet: http://www.deloitte.com/assets/Dcom-Mexico/Local%20Assets/Documents/mx(es-mx)EstudioJusticiaPro
ntaExpedita_12nov09.pdf  Consultado el 15 de agosto de 2012.

2 Cfr. Secretaría de la Función Pública. Lenguaje Ciudadano. Manual Para quien escribe en la Administración Pública 
Federal. p., 9. Consultado el 15 de agosto de 2012. Se puede acceder al mismo en el siguiente portal de internet: 
http://innova.fox.presidencia.gob.mx/archivos/2/9/3/files/archivos/sip-1793.pdf.

3 Bryan A. Garner. Legal Writing in Plain English, 2001, The University of Chicago Press, USA.  Kindle Edition. Posición 
182 de 6381. Texto original en inglés. 

4 Para exponer estos países, nos basamos en la información contenida en el Estudio de Campo: Políticas Públicas 
Comparadas, de la Comisión para la modernización del Lenguaje Jurídico, del Ministerio de Justicia del Gobierno 
Español, consultado el día 20 de agosto de 2012 en el siguiente portal de internet: http://www.mjusticia.gob.es/cs/
Satellite/1292345665531?blobheader=application%2Fpdf&blobheadername1=Content-Disposition&blobheaderva
lue1=attachment%3B+filename%3DPol%C3%ADticas_públicas_comparadas.PDF.

5 En especial podemos destacar los textos de: Judge Mark P. Painter, 30 Suggestions to improve Readability or 
How to Write for Judges, not like Judges, se puede consultar en el siguiente portal de internet http://www.
plainlanguagenetwork.org/legal/legalwriting.pdf Asimismo, de Joe Kimble, The Elements of Plain Language, se 
puede consultar en el siguiente portal de internet: http://www.plainlanguage.gov/whatisPL/definitions/Kimble.cfm

6 Bryan A. Garner op. cit.  

7 Estos instrumentos se pueden encontrar en la siguiente página de internet: http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/
es/1288775399001/MuestraInformacion.html. Consultado el día 20 de agosto de 2012.

8 Se puede consultar en la siguiente página de internet: http://e-mexico.gob.mx/documents/29752/74275/Lenguaje-
ciudadano.pdf

9 Se puede consultar en la siguiente página de internet: http://innova.fox.presidencia.gob.mx/archivos/2/9/3/files/
archivos/sip-1793.pdf.

10 Énfasis añadido por nosotros.

11 Esta recomendación enfocada a la escritura se desarrolla en el texto de Mark P. Painter, op. cit., p., 7. Se puede 
consultar su obra en inglés en: http://www.plainlanguagenetwork.org/legal/legalwriting.pdf Consultado el día 15 
de agosto de 2012.

12 Cfr. Felipe Dintel, Cómo escribir textos técnicos o profesionales. Guías del escritor, ALBA, 2005, España, p. 14 a 16.

13 Mark P. Painter, op. cit. p. 8.

14 En esto seguimos a Felipe Dintel, op. cit., p. 35 a 36.

15 Cfr. Sandro Cohen, Redacción Sin Dolor Planeta. México, p. 37 a 145. Asimismo, Carlos Pérez Vázquez, Manual de 
Redacción Jurisdiccional para la Primera Sala, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2007, México, p. 29.

16 Cfr. Felipe Dintel, op. cit., p. 41.

17 Cfr. Mark P. Painter. op. cit., p. 22.



32 Recomendaciones para el Poder Judicial del Distrito Federal

18 Cfr. Idem. p. 9.

19 Felipe Dintel, op.cit., p. 36 a 37.

20 Definición de la Real Academia Española http://lema.rae.es/drae/?val=circunquiloquio Página consultada el 23 
de agosto de 2012.

21 Felipe Dintel, op. cit., p. 43.

22 Cfr. Mark P. Painter, op. cit., p. 11.

23 Joe Kimble, The elements of Plain Languaje, published en October 2002 in the article, The Elements of Plain Language, 
in the Michigan Bar Journal. Texto consultado el 25 de agosto de 2012 en inglés en http://www.plainlanguage.
gov/whatisPL/definitions/Kimble.cfm.

24 Mark P. Painter op. cit., p. 12.

25 Cfr. Carlos Pérez Vázquez, op. cit., p. 117 a 118.

26 Joe Kimble, op. cit.

27 Ídem.

28 Mark P. Painter op. cit., p. 10.

29 Joe Kimble, op.

30 Sandro Cohen, op. cit., p. 86.

31 Carlos Pérez Vázquez, op. cit., p. 85.

32 Información obtenida del Diccionario de la Real Academia Española en su portal de internet: http://lema.rae.es/
drae/?val=preposiciones consultado el día 28 de agosto de 2012.

33 Carlos Pérez Vázquez. op.cit., p. 103.

34 Subrayado agregado por nosotros.

35 Información obtenida del Diccionario de la Real Academia Española en su portal de internet: http://lema.rae.es/
drae/?val=pasado consultado el día 28 de agosto de 2012.

36 Información obtenida del Diccionario de la Real Academia Española en su portal de internet:  http://lema.rae.
es/drae/?val=presente consultado el día 28 de agosto de 2012.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA  

DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS*

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los prin-
cipios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e 
inmediación.

C. De los derechos de la víctima o del ofendido: 
I. Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que en su favor 

establece la Constitución y, cuando lo solicite, ser informado del desarrollo 
del procedimiento penal; 

II. Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los datos 
o elementos de prueba con los que cuente, tanto en la investigación 
como en el proceso, a que se desahoguen las diligencias correspon-
dientes, y a intervenir en el juicio e interponer los recursos en los términos 
que prevea la ley.

 Cuando el Ministerio Público considere que no es necesario el desahogo 
de la diligencia, deberá fundar y motivar su negativa; 

III. Recibir, desde la comisión del delito, atención médica y psicológica de 
urgencia; 

IV. Que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el Ministerio 
Público estará obligado a solicitar la reparación del daño, sin menoscabo 
de que la víctima u ofendido lo pueda solicitar directamente, y el juzgador 
no podrá absolver al sentenciado de dicha reparación si ha emitido una 
sentencia condenatoria. La ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar 
las sentencias en materia de reparación del daño; 

V. Al resguardo de su identidad y otros datos personales en los siguientes 
casos: cuando sean menores de edad; cuando se trate de delitos de vio-
lación, trata de personas, secuestro o delincuencia organizada; y cuando 
a juicio del juzgador sea necesario para su protección, salvaguardando 
en todo caso los derechos de la defensa. 

 El Ministerio Público deberá garantizar la protección de víctimas, ofendidos, 
testigos y en general todas los sujetos que intervengan en el proceso. Los 
jueces deberán vigilar el buen cumplimiento de esta obligación; 

* Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 5 de febrero de 1917.

VI. Solicitar las medidas cautelares y providencias necesarias para la protec-
ción y restitución de sus derechos, y 

VII. Impugnar ante autoridad judicial las omisiones del Ministerio Público en 
la investigación de los delitos, así como las resoluciones de reserva, no 
ejercicio, desistimiento de la acción penal o suspensión del procedimiento 
cuando no esté satisfecha la reparación del daño.ción del daño; 

V. Al resguardo de su identidad y otros datos personales en los siguientes 
casos: cuando sean menores de edad; cuando se trate de delitos de vio-
lación, trata de personas, secuestro o delincuencia organizada; y cuando 
a juicio del juzgador sea necesario para su protección, salvaguardando 
en todo caso los derechos de la defensa.  

 El Ministerio Público deberá garantizar la protección de víctimas, ofendidos, 
testigos y en general todas los sujetos que intervengan en el proceso. Los 
jueces deberán vigilar el buen cumplimiento de esta obligación; 

VI. Solicitar las medidas cautelares y providencias necesarias para la protec-
ción y restitución de sus derechos, y 

VII. Impugnar ante autoridad judicial las omisiones del Ministerio Público en 
la investigación de los delitos, así como las resoluciones de reserva, no 
ejercicio, desistimiento de la acción penal o suspensión del procedimiento 
cuando no esté satisfecha la reparación del daño.

LEY GENERAL PARA PREVENIR, SANCIONAR  
Y ERRADICAR LOS DELITOS EN MATERIA DE TRATA 

DE PERSONAS Y PARA LA PROTECCIÓN  
Y ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS DE ESTOS DELITOS**

Artículo 1o. La presente Ley es reglamentaria del artículo 73, fracción XXI, pá-
rrafo primero, en materia de trata de personas, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, y es de orden público e interés social.

Artículo 2o. Esta Ley tiene por objeto:
I. Establecer competencias y formas de coordinación para la preven-

ción, investigación, persecución y sanción de los delitos en materia 
de trata de personas entre los Gobiernos Federal, Estatales, del Distrito 
Federal y Municipales;

** Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de junio de 2012.
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II. Establecer los tipos penales en materia de trata de personas y sus 
sanciones;

III. Determinar los procedimientos penales aplicables a estos delitos;
IV. La distribución de competencias y formas de coordinación en ma-

teria de protección y asistencia a las víctimas de los delitos objeto 
de esta Ley;

V. Establecer mecanismos efectivos para tutelar la vida, la dignidad, la 
libertad, la integridad y la seguridad de las personas, así como el libre 
desarrollo de niñas, niños y adolescentes, cuando sean amenazados 
o lesionados por la comisión de los delitos objeto de esta Ley; y

VI. Reparar el daño a las víctimas de trata de personas de manera 
integral, adecuada, eficaz y efectiva, proporcional a la gravedad 
del daño causado y a la afectación sufrida.

Artículo 48. Cuando una persona sea declarada penalmente responsable 
de la comisión de los delitos previstos en esta Ley, el Juez deberá 
condenarla al pago de la reparación del daño a favor de la víctima 
u ofendidos, en todos los casos.

La reparación del daño, deberá ser plena y efectiva, proporcional a la 
gravedad del daño causado y a la afectación del proyecto de vida, y com-
prenderá por lo menos:

I. La restitución de los bienes o la cosa obtenida por el delito con 
sus frutos y accesorios, y el pago, en su caso, de los deterioros que 
hubiere sufrido, y si no fuese posible la restitución el pago de su valor 
actualizado;

II. El pago de los daños físicos, materiales, psicológicos, así como la 
reparación al daño moral.

 Incluirá, por lo menos, los costos de tratamiento médico, medicina, 
exámenes clínicos e intervenciones necesarias, rehabilitación física, 
prótesis o aparatos ortopédicos, así también la terapia o tratamiento 
psiquiátrico, psicológico y rehabilitación social y ocupacional hasta 
la rehabilitación total de la víctima.

III. La pérdida de oportunidades, del empleo, educación y prestaciones 
sociales que de no haberse cometido el delito se tendrían; por tanto 
deberá repararse el daño para que la víctima u ofendido puedan 
acceder a nuevos sistemas de educación, laborales y sociales acorde 
a sus circunstancias;

IV. El pago de los ingresos económicos que se hubieren perdido, así como 
y el lucro cesante ocasionado por la comisión del delito, para ello se 
tomará como base el salario que en el momento de sufrir el delito 

tenía la víctima, en caso de no contar con esa información, será 
conforme al salario mínimo general vigente para el Distrito Federal, 
al tiempo del dictado de la sentencia;

V. Los gastos de asistencia y representación jurídica o de peritos, hasta 
la total conclusión de los procedimientos legales;

VI. Los costos del transporte de retorno a su lugar de origen, si así lo de-
cide la víctima, gastos de alimentación, vivienda provisional, vestido 
y los que sean necesarios durante la investigación, el proceso y la 
rehabilitación física y psíquica total de la víctima;

VII. La declaración que restablezca la dignidad y la reputación de la 
víctima u ofendido y de las personas vinculadas a ella, a través de 
los medios que solicite;

VIII. La disculpa pública de reconocimiento de hechos y aceptación 
de responsabilidad, cuando en el delito participe servidor público o 
agente de autoridad.

Artículo 49. La reparación del daño será fijada por los jueces, según el 
daño o perjuicios que sean precisos reparar, de acuerdo con las 
pruebas obtenidas.

La reparación del daño se cubrirá con los bienes del responsable y subsidia-
riamente con el importe de la caución que otorgue para obtener su libertad 
provisional o sanción pecuniaria.

Tiene el carácter de pena pública, será exigida de oficio por el Ministerio 
Público, sin que medie formalidad alguna y fijada por el juzgador habiéndo-
se demostrado la existencia del hecho y la responsabilidad del inculpado.

La obligación de pagar la reparación del daño es preferente al pago de 
cualquier otra sanción pecuniaria u obligación contraída con posterioridad 
a la comisión del delito, salvo las referentes a alimentos y relaciones laborales.

Tienen derecho a la reparación del daño:
I. La víctima y la o las personas ofendidas;
II. A falta de la víctima o de la o las personas ofendidas, sus dependientes 

económicos, herederos o derechohabientes, en la proporción que 
señale el derecho sucesorio.

Artículo 50. La reparación del daño se podrá reclamar en forma conexa 
a la responsabilidad penal, por la vía civil; y cuando sea exigible a 
terceros, tendrá el carácter de responsabilidad civil.
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Lo anterior de conformidad a lo establecido en los códigos Civil y de Proce-
dimientos Civiles que corresponda.

Artículo 51. Son obligaciones de las autoridades para garantizar la re-
paración del daño:

I. Realizar todas las acciones y diligencias necesarias para que la víctima 
sea restituida en el goce y ejercicio de sus derechos;

II. Proporcionar los tratamientos médicos y psicológicos para la recu-
peración de la víctima, en los términos de la Constitución.

Artículo 52. Cuando la reparación del daño no sea cubierta total o 
parcialmente por el sentenciado, la Federación, el Distrito Federal y 
los Estados, según corresponda, cubrirán dicha reparación con los 
recursos de sus respectivos fondos, en los términos establecidos por 
el artículo 81 de esta Ley.

Los derechos de la autoridad para exigir al sentenciado la reparación del 
daño, quedarán a salvo para hacerlos efectivos.

Artículo 59. Para los efectos de esta ley, se considera víctima al titular del 
bien jurídico lesionado o puesto en peligro por la acción u omisión 
por los delitos previstos en esta Ley.

Lo anterior con independencia de que se identifique, aprehenda, sujete a 
procesos o condene al autor, coautor o partícipe del delito y con indepen-
dencia de la relación familiar entre éste y la víctima u ofendido.
Los ofendidos gozarán de los mismos derechos reconocidos a la víctima.

Artículo 60. Tendrán la calidad de ofendido, los familiares de la víctima 
hasta en cuarto grado, dependientes económicos, así como a cual-
quier otra persona que tenga una relación de hecho o convivencia 
afectiva con la víctima y que sufran, hayan sufrido o se encuentren 
en situación de riesgo de sufrir algún daño o perjuicio por motivos o a 
consecuencia de la comisión del delito. Entre los que se encuentran:

I. Hijos o hijas de la víctima;
II. El cónyuge, concubina o concubinario;
III. El heredero declarado judicialmente en los delitos cuyo resultado 

sea la muerte de la víctima u ofendido;
IV. La persona que hubiere vivido de forma permanente con la víctima 

durante por lo menos dos años anteriores al hecho, y

V. La persona que haya sufrido daños al intervenir para asistir a la víctima 
en peligro o para prevenir la victimización.

Artículo 61. Tendrá la calidad de testigo toda persona que de forma 
directa o indirecta, a través de sus sentidos tiene conocimiento de 
los hechos que se investigan, por lo que puede aportar información 
para su esclarecimiento, independientemente de su situación legal.

Artículo 62. Las autoridades responsables de atender a las víctimas del 
delito en los ámbitos federal, de los estados, municipales, del Distrito 
Federal y de sus Demarcaciones Territoriales, en sus respectivos ámbitos 
de competencia, adoptarán medidas tendientes a proteger y asistir 
debidamente a víctimas, ofendidos y testigos, para lo cual deberán:

I. Establecer mecanismos adecuados para identificar a las víctimas y 
posibles víctimas;

II. Crear programas de protección y asistencia previos, durante y pos-
teriores al proceso judicial, así como de asistencia jurídica durante 
todas las etapas del procedimiento penal, civil y administrativo;

III. Diseñar y poner en marcha modelos de protección y asistencia 
inmediatas a víctimas o posibles víctimas ante la comisión o posible 
comisión de los delitos previstos en esta Ley;

IV. Generar modelos y Protocolos de Asistencia y Protección, según sus 
necesidades;

V. Proveer la debida protección y asistencia en albergues durante su 
recuperación, rehabilitación y resocialización, así como en los lugares 
adecuados para garantizar su seguridad.

 Estos programas dependerán de las instancias competentes para 
prestar atención a las víctimas, ya sean federal o de las entidades 
federativas, por sí mismas o en coordinación con instituciones espe-
cializadas públicas o privadas, en términos de la normativa aplicable, 
en los que podrán participar la sociedad civil coordinadamente con 
las áreas responsables.

VI. Diseñar y aplicar modelos que ofrezcan alternativas dignas y apro-
piadas para las víctimas, con el propósito de restituirles sus derechos 
humanos, especialmente mujeres, niñas, niños y adolescentes;

VII. Generar y aplicar programas de protección y asistencia a las víctimas, 
ofendidos y testigos de delitos en que se encuentre involucrado el 
crimen organizado, que incluirán cambio de identidad y reubicación 
nacional o internacional.
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Artículo 63. En los casos en que se acredite que el sujeto o sujetos activos 
del delito son miembros de la delincuencia organizada nacional o 
trasnacional, la víctima, ofendidos y testigos tendrán derecho a cambio 
de identidad y de residencia como parte de la obligación del Estado.

Artículo 64. Las representaciones diplomáticas de México en el extranjero 
deberán ofrecer, sin excepción alguna, información, orientación, pro-
tección y asistencia a las víctimas, ofendidos y testigos de los delitos 
previstos en esta Ley, de nacionalidad mexicana en el extranjero, 
con la finalidad de salvaguardar su dignidad e integridad física y 
psicológica, así como para apoyarlas en las gestiones necesarias 
ante las autoridades del país en el que se encuentren, antes, durante 
y después del proceso judicial, en los términos del párrafo segundo 
de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley.

Artículo 65. La protección de las víctimas, ofendidos y testigos de los delitos 
contenidos en la presente Ley comprenderá, además de lo previsto 
en el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y de los demás contemplado en esta Ley, los siguientes rubros:

I. Se garantizará a las víctimas de los delitos previstos en la presente Ley, 
cuando sea necesario, alojamiento adecuado, atención médica de 
calidad, acceso a la educación, capacitación y oportunidades de 
empleo, hasta su total recuperación y resocialización.

 Asimismo, se les ofrecerán modelos de medio camino y opciones 
dignas y viables para su reincorporación a la sociedad, encaminada 
a la construcción de autonomía, en los términos del párrafo segundo 
de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley.

II. Se garantizará a las víctimas de los delitos previstos en esta Ley, 
atención física, psicológica y social hasta su total recuperación y 
rehabilitación.

 Esta atención deberá ser proporcionada por autoridades competentes 
en coordinación con organizaciones no gubernamentales y otros 
sectores de la sociedad civil, en los términos del párrafo segundo 
de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley.

III. Las demás que resulten pertinentes para salvaguardar su seguridad 
física, su libertad, dignidad, integridad física y mental, sus derechos 
humanos y la reparación del daño, así como el normal desarrollo de 
su personalidad en el caso de niñas, niños y adolescentes.

Artículo 66. Las víctimas y ofendidos de los delitos previstos en la presente 
Ley y los testigos de cargo, además de los derechos establecidos en 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el Códi-
go Federal de Procedimientos Penales y demás leyes secundarias, 
tendrán los siguientes:

I. En todo momento serán tratadas con humanidad, respeto por su 
dignidad, y, con estricto apego a derecho, acceso inmediato a la 
justicia, la restitución de sus derechos y reparación del daño sufrido;

II. Estar presentes en el proceso, en sala distinta a la que se encuentre 
el inculpado;

III. Obtener la información que se requiera de las autoridades competentes;
IV. Solicitar y recibir asesoría por parte de autoridades competentes, en 

los términos del párrafo segundo de la fracción V del artículo 62 de la 
presente Ley, proporcionada por experto en la materia, quien deberá 
mantenerlas informadas sobre la situación del proceso y procedimientos, 
así como de los beneficios o apoyos a que tienen derecho;

V. Solicitar medidas precautorias o cautelares para la seguridad y protec-
ción de las víctimas, ofendidos y testigos, en los términos del párrafo 
segundo de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley, para la 
investigación y persecución de los probables responsables del delito 
y para el aseguramiento de bienes para la reparación del daño;

VI. Requerir al juez que al emitir una sentencia condenatoria, en la misma 
se sentencie a la reparación del daño a favor de la víctima;

VII. Contar, con cargo a las autoridades competentes, con apoyo 
permanente de un grupo interdisciplinario de especialistas que las 
asesore y apoye en sus necesidades durante las diligencias, en los 
términos del párrafo segundo de la fracción V del artículo 62 de la 
presente Ley;

VIII. Rendir o ampliar sus declaraciones sin ser identificados dentro de la 
audiencia, teniendo la obligación el juez de resguardar sus datos 
personales y, si lo solicitan, hacerlo por medios electrónicos;

IX. Participar en careos a través de medios remotos;
X. Obtener copia simple gratuita y de inmediato, de las diligencias en 

la que intervengan;
XI. Coadyuvar con el Ministerio Público y aportar pruebas durante el proceso;
XII. Conocer en todo momento el paradero del autor o partícipes del 

delito del que fue víctima, ofendido o testigo;
XIII. Ser notificado previamente de la libertad del autor o autores del 

delito del que fue víctima, ofendido o testigo, y ser proveído de la 
protección correspondiente de proceder la misma;

XIV. Ser inmediatamente notificado y proveído de la protección corres-
pondiente, en caso de fuga del autor o autores del delito del que 
fue víctima, ofendido o testigo, y
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XV. Tener el beneficio de la prueba anticipada, que podrá hacer valer el 
Ministerio Público de oficio o el representante de las víctimas y ofen-
didos por delitos que sean menores de edad, cuando con la ayuda 
de un especialista se pueda determinar la necesidad de obtener su 
declaración de manera anticipada, cuando por el transcurso del 
tiempo hasta que se llegase a la audiencia oral la persona menor 
de edad no pudiere rendir su testimonio o cuando la reiteración en 
su atesto sea altamente perjudicial en su desarrollo psicológico.

Artículo 67. Durante todas las etapas del proceso penal, especialmente cuan-
do se presuma que el o los sujetos activos del delito sean integrantes 
de la delincuencia organizada, o haya algún nivel de involucramiento 
de ésta, las autoridades ministeriales y judiciales deberán aplicar, en 
los términos del párrafo segundo de la fracción V del artículo 62 de 
la presente Ley, medidas para asegurar que la víctima, ofendido o 
testigo pueda declarar y rendir sus testimonios libre de intimidación o 
temor por su seguridad y sus vidas o las de sus familiares.

 Asimismo, se tomarán medidas para prevenir cualquier riesgo de 
revictimización durante las diligencias, limitando la exposición pública 
de las víctimas.

 Entre éstas medidas se incluirán, de manera enunciativa pero no 
limitativa y de manera única o combinada, de acuerdo a las nece-
sidades de las víctimas y de las características y el entorno del delito 
cometido, las siguientes:

I. Mecanismos judiciales y administrativos que les permitan obtener 
reparación mediante procedimientos expeditos, justos, poco costosos 
y accesibles, e informarles de sus derechos para obtener reparación 
mediante estos mecanismos;

II. Mantenerlas informadas en su idioma de su papel en cada momento 
del proceso, así como del alcance, el desarrollo cronológico y la 
marcha de las actuaciones y de la decisión de sus causas;

III. Permitir que sus opiniones y preocupaciones sean presentadas y 
examinadas en las etapas apropiadas de las actuaciones cuando 
estén en juego sus intereses, sin perjuicio del derecho al debido 
proceso del acusado, y

IV. Evitar demoras innecesarias en la resolución de las causas y en la 
ejecución de los mandamientos o decretos que concedan reparación 
del daño.

Artículo 68. La protección de las víctimas, ofendidos y testigos de los 
delitos contenidos en la presente Ley comprenderá, además de lo 

previsto en el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y de los demás contemplados en esta Ley, los 
siguientes rubros:

I. Se garantizará a las víctimas de los delitos previstos en la presente Ley, 
cuando sea necesario, alojamiento adecuado, atención médica de 
calidad, acceso a la educación, capacitación y oportunidades de 
empleo, hasta su total recuperación y resocialización.

 Asimismo, se les ofrecerán modelos de medio camino y opciones 
dignas y viables para su reinserción social encaminada a la cons-
trucción de autonomía.

II. Se garantizará a las víctimas de los delitos previstos en esta Ley, atención 
física, psicológica y social hasta su total recuperación y rehabilitación.

 Esta atención deberá ser proporcionada por autoridades competentes 
en coordinación con organizaciones no gubernamentales y otros 
sectores de la sociedad civil, en los términos del párrafo segundo 
de la fracción V del artículo 62 de la presente Ley.

III. Las demás que resulten pertinentes para salvaguardar su seguridad 
física, su libertad, dignidad, integridad física y mental, sus derechos 
humanos y la reparación del daño, así como el libre desarrollo de su 
personalidad en el caso de niñas, niños y adolescentes.

Artículo 69. Las víctimas, ofendidos y testigos recibirán la asistencia material, 
jurídica, médica y psicológica que sea necesaria, por conducto de 
las autoridades federales y estatales encargadas en la materia, las 
que se podrán auxiliar de organizaciones privadas, comunitarios y de 
la Sociedad Civil, en los términos del párrafo segundo de la fracción 
V del artículo 62 de la presente Ley.

En todo momento la autoridad que corresponda les informarán y gestionarán 
los servicios de salud y sociales y demás asistencia pertinente.

Artículo 70. Para mejor atender las necesidades de las víctimas de los 
delitos objeto de esta Ley, se proporcionará al personal de policía, 
justicia, salud, servicios sociales, capacitación que los sensibilice sobre 
dichas necesidades, así como directrices que garanticen que esta 
ayuda sea siempre especializada y oportuna.

Artículo 71. Al proporcionar servicios y asistencia a las víctimas, se prestará 
atención a las necesidades especiales que resulten por la índole de 
los daños sufridos o debido a cualquier situación de vulnerabilidad.
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Artículo 72. Al aplicar las disposiciones de esta Ley, las autoridades da-
rán la debida consideración a factores humanitarios y personales, 
especialmente para la reunificación familiar en un entorno seguro.

El Fondo contará con recursos específicos para estos fines.

Artículo 73. Las víctimas, ofendidos y testigos tendrán derecho a que 
se les dicten cualquier tipo de medidas cautelares, providencias 
precautorias y protección personal, que garanticen la vigencia y 
salvaguarda de sus derechos, las cuales tendrá vigencia durante la 
investigación, proceso, sentencia y ejecución de penas, y deberán 
ser adoptadas por el Ministerio Público y el Poder Judicial, en los 
términos del párrafo segundo de la fracción V del artículo 62 de 
la presente Ley.

Artículo 74. Además de garantizar las medidas previstas en el artículo 
141 Bis del Código Federal de Procedimientos Penales a las víctimas, 
ofendidos y testigos, el Ministerio Público y el Poder Judicial deberán 
asegurar, en los términos del párrafo segundo de la fracción V del 
artículo 62 de la presente Ley, que durante las comparecencias y 
actuaciones de éstos sus declaraciones se desarrollen libres de inti-
midación o temor por su seguridad o la de sus familiares y personas 
cercanas, por lo que al menos garantizará:

I. Medios remotos de distorsión de voz y rasgos;
II. Comparecencia a través de Cámara de Gesell, y
III. Resguardo de la identidad y otros datos personales.

En los casos en que la víctima, ofendido o testigo declare en contra de grupos 
de la delincuencia organizada, el Ministerio Público y el Poder Judicial adop-
tarán un conjunto de medidas de carácter excepcional para resguardar su 
vida, libertad, integridad, seguridad e identidad.

Artículo 75. Las autoridades responsables deberán asistir a la víctima y 
proporcionarle asistencia migratoria, independientemente de su 
situación migratoria.

Además de adoptar las medidas previstas en el presente Título, las autoridades 
adoptarán, en los términos del párrafo segundo de la fracción V del artículo 
62 de la presente Ley, medidas que permitan a las víctimas extranjeras de los 
delitos objeto de esta Ley, permanecer en territorio nacional hasta su total 
recuperación u obtener residencia permanente. Estas medidas incluirán el 

derecho al retorno voluntario asistido, la regularización en territorio nacional 
y, cuando existan necesidades de protección internacional, el derecho a 
acceder al procedimiento de reconocimiento de la condición de refugiado, 
previsto en la Ley sobre Refugiados y Protección Complementaria.

Bajo ninguna circunstancia se alojará a víctimas, nacionales o extranjeras, en 
centros preventivos, penitenciarios o estaciones migratorias o cualquier otro 
sitio de detención de personas.

Artículo 76. La repatriación de las víctimas de los delitos objeto de esta Ley 
será siempre voluntaria, y se realizará en los términos de lo previsto en 
la Ley de Migración, su Reglamento y los protocolos de repatriación 
de víctimas vigentes.

Cuando la Secretaria reciba solicitud de repatriación de una víctima de los 
delitos previstos en esta Ley, a un país del que esa persona sea nacional o en 
el que tuviese derecho de residencia permanente, velará por que se realice 
garantizando su seguridad y la observancia plena de su derecho de acceso 
a la justicia, pudiendo permanecer en el territorio nacional hasta agotar el 
procedimiento penal correspondiente, si así fuere su deseo.

Artículo 77. La Secretaría facilitará y aceptará sin demora indebida o 
injustificada, la repatriación de las víctimas nacionales, garantizando 
en todo momento su seguridad.

Cuando lo solicite un país de destino, la Secretaría, verificará, sin demora 
indebida o injustificada, si la víctima es su connacional o tenía derecho de 
residencia permanente en el territorio nacional en el momento de su entrada 
en el territorio del país de destino.

Artículo 78. La Secretaría otorgará visas por razones humanitarias a las 
víctimas extranjeras de los delitos previstos en esta Ley, así como a 
sus ascendientes y descendientes en primer grado durante el período 
de espera y durante el procedimiento penal.

En los casos que así lo ameriten, en los términos previstos en la Ley de Migra-
ción, estas visas contarán con permisos para laborar y podrán convertirse en 
permisos de residencia permanente a solicitud de la víctima.

Artículo 79. A fin de facilitar la repatriación de las víctimas mexicanas en 
el exterior o con derecho de residencia en México, que carezcan 
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de documentación migratoria o de identidad, la Secretaría expe-
dirá, previa solicitud del país de destino, los documentos que sean 
necesarios para que puedan viajar y reingresar a territorio nacional.

Las autoridades responsables deberán coordinarse con las autoridades del 
país de origen o de residencia de las víctimas extranjeras para la expedición 
de los documentos de identidad o viaje necesarios para su retorno seguro, 
estableciendo las salvaguardias que resulten necesarias.

Artículo 80. Las disposiciones del presente Capítulo no afectarán los de-
rechos reconocidos a las víctimas de trata de personas con arreglo 
al derecho interno del País de Destino.

Tampoco se interpretará en perjuicio de cualquier acuerdo o arreglo bilateral 
o multilateral aplicable que rija total o parcialmente, la repatriación de las 
víctimas de los delitos previstos en esta Ley.

LEY GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR 
LOS DELITOS EN MATERIA DE SECUESTRO, 

REGLAMENTARIA DE LA FRACCIÓN XXI DEL 
ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA  

DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS*

Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria del párrafo primero de la 
fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos en materia de secuestro. Es de orden público y 
de observancia general en toda la República y tiene por objeto 
establecer los tipos penales, sus sanciones, las medidas de protec-
ción, atención y asistencia a ofendidos y víctimas, la distribución 
de competencias y formas de coordinación entre los órdenes de 
gobierno. Para ello la Federación y las Entidades Federativas, en el 
ámbito de sus competencias, estarán obligadas a coordinarse en el 
cumplimiento del objeto de esta Ley.

Los Poderes Judiciales de la Federación y de las Entidades Federativas or-
denarán de oficio el desahogo de las pruebas que consideren necesarias, 
así como todas las medidas que sirvan para mejor proveer, de conformidad 
con las circunstancias que se aprecien durante el desarrollo de los procesos 
penales de su competencia, privilegiando y garantizando en todo caso la 
libertad, seguridad y demás derechos de las víctimas y ofendidos de los delitos 
previstos en el presente ordenamiento.

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I. Consejo Nacional: Consejo Nacional de Seguridad Pública.
II. Instituciones de Seguridad Pública: A las instituciones policiales, de 

procuración de justicia, del sistema penitenciario y dependencias 
encargadas de la seguridad pública a nivel federal, local y municipios.

III. Ley: Ley General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de 
Secuestro, Reglamentaria de la fracción XXI, del artículo 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

IV. Secretario Ejecutivo: El Titular del Secretariado Ejecutivo del Sistema 
Nacional de Seguridad Pública.

V. Sistema: Sistema Nacional de Seguridad Pública.
VI. Fondo: Fondo de Apoyo para las Víctimas y Ofendidos;
VII. Programa Nacional: Programa Nacional para la prevención, perse-

cución y sanción del delito de secuestro.
VIII. Víctima: Sujeto pasivo directo de los delitos a que se refiere esta Ley.
IX. Ofendido: Quienes en su carácter de sujeto pasivo indirecto resien-

tan la afectación de los delitos señalados en esta Ley, en razón del 
parentesco por consanguinidad hasta el cuarto grado, y por afinidad 
hasta el segundo, así como quienes dependan económicamente 
de la víctima.

Artículo 8. En todos los casos, la sentencia condenatoria que se dicte 
por los delitos contemplados en esta Ley, deberá contemplar la 
reparación del daño a las víctimas, cuyo monto fijará el juez de la 
causa con los elementos que las partes le aporten o aquellos que 
considere procedentes a su juicio, en términos de la ley.

Artículo 32. Las víctimas y ofendidos de las conductas previstas en el 
presente ordenamiento y los testigos de cargo, además de los de-
rechos establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en el Código Federal de Procedimientos Penales y demás 
leyes secundarias, tendrán los siguientes derechos:

* Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2010.
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I. Estar presentes en el proceso, en sala distinta a la que se encuentre 
el inculpado;

II. Obtener la información que se requiera a las autoridades competentes 
o correspondientes;

III. Solicitar y recibir asesoría por parte de las autoridades competentes, 
la cual deberá ser proporcionada por un experto en la materia, quien 
informará sobre la situación del proceso y procedimientos, así como 
de los beneficios o apoyos a que se refieren en esta Ley;

IV. Solicitar ante la autoridad judicial competente, las medidas precautorias 
o cautelares procedentes en términos de la legislación aplicable, para 
la seguridad y protección de las víctimas, ofendidos y testigos, para la 
investigación y persecución de los probables responsables del delito 
y para el aseguramiento de bienes para la reparación del daño;

V. Requerir al juez que al emitir una sentencia condenatoria, en la misma 
deberá sentenciar a la reparación del daño a favor de la víctima;

VI. Contar con apoyo permanente de un grupo interdisciplinario que 
las asesore y apoye en sus necesidades;

VII. Rendir o ampliar sus declaraciones sin ser identificados dentro de la 
audiencia y, si lo solicitan, hacerlo por medios electrónicos;

VIII. Participar en careos a través de medios electrónicos;
IX. Estar asistidos por sus abogados, médicos y psicólogos durante las 

diligencias;
X. Obtener copia simple gratuita y de inmediato, de la diligencia en la 

que intervienen;
XI. Aportar pruebas durante el juicio;
XII. Conocer el paradero del autor o partícipes del delito del que fue 

víctima o testigo;
XIII. Ser notificado previamente de la libertad del autor o autores del 

delito del que fue víctima o testigo, y ser proveído de la protección 
correspondiente de proceder la misma, y

XIV. Ser inmediatamente notificado y proveído de la protección corres-
pondiente, en caso de fuga del autor o autores del delito del que 
fue víctima o testigo.

Artículo 33. Los procesos administrativos o judiciales en los que sea parte 
la víctima de las conductas previstas en la presente Ley, a partir de la 
promoción fundada y motivada que realice su representante legal, 
apoderado o abogado patrono, quedarán suspendidos mientras 
dure su cautiverio y hasta por tres meses más a juicio razonado de 
la autoridad respectiva.

Artículo 34. Las víctimas u ofendidos podrán contar con la asistencia 
gratuita de un asesor en materia penal, que será designado por el 
Poder Judicial competente, con el fin de que le facilite:

I. La promoción efectiva de sus derechos;
II. La orientación para hacer efectivos sus derechos;
III. La posibilidad efectiva de que puedan reclamar sus derechos 

mediante el ejercicio de las acciones que prevén las leyes ante los 
órganos de procuración y administración de justicia, y

IV. La defensa jurídica para obtener las restituciones o reparaciones en 
el goce de los mismos.

Artículo 35. El Ministerio Público de la Federación o de las entidades fede-
rativas deberán restituir a las víctimas de las conductas previstas en 
la presente Ley en el goce de sus derechos en cuanto sea posible y 
solicitará la reparación del daño.

En su caso, la restitución de derechos y la reparación se harán con cargo 
a los recursos obtenidos en los procedimientos de extinción de dominio, en 
términos de la legislación correspondiente, sin perjuicio de ejercer las acciones 
que correspondan en contra del sentenciado. Dentro de la reparación a las 
víctimas de las conductas previstas en la presente Ley se incluirán los gastos 
alimentarios y de transporte y hospedaje a cargo de ésta, con motivo del 
procedimiento penal.

Artículo 40. Conforme a lo dispuesto por el artículo 73, fracción XXI de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública y las disposiciones de 
esta Ley, las instituciones de Seguridad Pública de los tres órdenes 
de gobierno y las Procuradurías de Justicia de la Federación, de los 
Estados y del Distrito Federal, en el ámbito de su competencia y de 
acuerdo a los lineamientos que establezca el Consejo Nacional de 
Seguridad Pública, deberán coordinarse para:

I. Cumplir con los objetivos y fines de esta Ley;
II. Diseñar, proponer e impulsar políticas de apoyo, protección y respaldo 

a las víctimas y sus familiares;
III. Elaborar y realizar políticas de prevención social, de conformidad 

con las disposiciones establecidas en la presente Ley;
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IV. Formular políticas integrales sistemáticas, continuas y evaluables, así 
como programas y estrategias para el combate de las conductas 
previstas en la presente Ley;

V. Ejecutar, dar seguimiento y evaluar las políticas, estrategias y acciones 
contra las conductas previstas en la presente Ley;

VI. Distribuir, a los integrantes del Sistema, actividades específicas para el 
cumplimiento de los fines de la seguridad pública y prevención, inves-
tigación y persecución de las conductas previstas en la presente Ley;

VII. Determinar criterios uniformes para la organización, operación y 
modernización tecnológica para el combate de las conductas 
previstas en la presente Ley;

VIII. Realizar acciones y operativos conjuntos de las instituciones policiales 
y de procuración de justicia para dar cumplimiento a lo previsto en 
esta Ley;

IX. Crear órganos especializados para el combate de las conductas 
previstas en la presente Ley, compuestos por diferentes áreas institu-
cionales y que puedan interactuar entre sí, de conformidad con los 
protocolos que al efecto emita el Consejo Nacional de Seguridad 
Pública;

X. Regular la participación de la comunidad y de instituciones académi-
cas que coadyuven en los procesos de evaluación de las políticas de 
prevención de las conductas previstas en la presente Ley, así como 
de las instituciones de seguridad pública y procuración de justicia, a 
través del Centro Nacional de Prevención del Delito y Participación 
Ciudadana;

XI. Realizar, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, las demás 
acciones que sean necesarias para incrementar la eficacia en el 
cumplimiento de los fines de la seguridad pública y de procuración 
de justicia de las conductas previstas en la presente Ley;

XII. Rendir informes sobre los resultados obtenidos del Programa Nacional 
de Procuración de Justicia y del Programa Nacional de Seguridad 
Pública, y remitirlo a las instancias correspondientes de conformidad 
con las disposiciones aplicables;

XIII. Promover convenios de colaboración interinstitucional y suscribir 
acuerdos de coordinación con los gobiernos de las entidades 
federativas y los municipios con la finalidad de prevenir, perseguir y 
sancionar las conductas previstas en la presente Ley, en términos de 
lo establecido en la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública;

XIV. Dar seguimiento y evaluación de los resultados que se obtengan por 
la ejecución de los convenios y acuerdos a que se refiere la fracción 

anterior. Los convenios y acuerdos deberán ajustarse, en lo condu-
cente, a la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública;

XV. Recopilar, con la ayuda del Sistema Nacional de Seguridad Pública 
y demás instituciones y organismos pertinentes, los datos estadísticos 
relativos a la incidencia delictiva de las conductas previstas en la 
presente Ley con la finalidad de publicarlos periódicamente;

XVI. Colaborar en la prevención, persecución y sanción de las conductas 
previstas en la presente Ley;

XVII. Participar en la formulación de un Programa Nacional para Prevenir, 
Perseguir y Sancionar las conductas previstas en la presente Ley, el 
cual deberá incluir, cuando menos, las políticas públicas en materia de 
prevención, persecución y sanción del delito, así como la protección 
y atención a ofendidos, víctimas y familiares;

XVIII. Establecer mecanismos de cooperación destinados al intercambio 
de información y adiestramiento continuo de servidores públicos 
especializados en secuestro de las Instituciones de Seguridad Pública, 
cuyos resultados cuentan con la certificación del Centro Nacional 
de Certificación y Acreditación, y

XIX. Realizar las acciones y gestiones necesarias para restringir de manera 
permanente todo tipo de comunicación, ya sea transmisión de voz, 
datos, o imagen en los Centros de Readaptación Social Federales y 
de las Entidades Federativas, cualquiera que sea su denominación.

Artículo 43. Las unidades especiales de investigación tendrán las siguientes 
facultades:

I. Solicitar que se le brinde atención médica, psicológica y jurídica a 
las víctimas de las conductas previstas en esta Ley;

II. Decretar las providencias precautorias para la protección de la vida 
o integridad de las víctimas o sus familiares;

III. Asesorar a los familiares en las negociaciones para lograr la libertad 
de las víctimas;

IV. Recibir, por cualquier medio, las denuncias sobre los delitos e iniciar 
la investigación;

V. Utilizar las técnicas de investigación previstas en esta Ley y en los 
demás ordenamientos aplicables;

VI. Vigilar, con absoluto respeto a los derechos constitucionales, a las 
personas respecto de las cuales se tenga indicios de que se encuen-
tran involucradas en los delitos previstos en esta Ley;

VII. Sistematizar la información obtenida para lograr la liberación de las 
víctimas y la detención de los probables responsables;



46 Normativa del derecho de las víctimas

VIII. Solicitar a personas físicas o morales la entrega inmediata de infor-
mación que pueda ser relevante para la investigación del delito o 
la liberación de las víctimas;

IX. Proponer políticas para la prevención e investigación de las conductas 
previstas en esta Ley;

X. Proponer al Procurador General de la República o a los procuradores 
de las entidades federativas, en su caso, la celebración de convenios 
con las empresas de telecomunicaciones para la obtención de datos 
adicionales contenidos en la base de datos prevista en la Ley Federal 
de Telecomunicaciones y sobre el uso de las mismas;

XI. Utilizar cualquier medio de investigación que les permita regresar con 
vida a la víctima, identificar y ubicar a los presuntos responsables, 
y cumplir con los fines de la presente Ley, siempre y cuando dichas 
técnicas de investigación sean legales y con pleno respeto a los 
derechos humanos, y

XII. Las demás que disponga la Ley.

Artículo 44. Las autoridades de los distintos órdenes de gobierno deberán 
prestar el auxilio requerido por la autoridad competente conforme 
a lo dispuesto por esta Ley y las demás disposiciones aplicables.

Artículo 45. Las autoridades de los gobiernos federal y de las entidades 
federativas deberán establecer mecanismos de cooperación des-
tinados al intercambio de formación y adiestramiento continuo de 
agentes del Ministerio Público, policías y peritos especializados en los 
delitos previstos en esta Ley de las Instituciones de Seguridad Pública, 
cuyos resultados cuenten con la certificación del Centro Nacional 
de Certificación y Acreditación.

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES  
A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA*

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto establecer la coordinación 
entre la Federación, las entidades federativas, el Distrito Federal y los 
municipios para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 

las mujeres, así como los principios y modalidades para garantizar su 
acceso a una vida libre de violencia que favorezca su desarrollo y 
bienestar conforme a los principios de igualdad y de no discrimina-
ción, así como para garantizar la democracia, el desarrollo integral y 
sustentable que fortalezca la soberanía y el régimen democrático es-
tablecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Las disposiciones de esta ley son de orden público, interés social y de obser-
vancia general en la República Mexicana.

Artículo 2. La Federación, las entidades federativas, el Distrito Federal 
y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias 
expedirán las normas legales y tomarán las medidas presupuestales 
y administrativas correspondientes, para garantizar el derecho de 
las mujeres a una vida libre de violencia, de conformidad con los 
Tratados Internacionales en Materia de Derechos Humanos de las 
Mujeres, ratificados por el Estado mexicano

Artículo 51. Las autoridades en el ámbito de sus respectivas competencias 
deberán prestar atención a las víctimas, consistente en:

I. Fomentar la adopción y aplicación de acciones y programas, por 
medio de los cuales se les brinde protección;

II. Promover la atención a víctimas por parte de las diversas instituciones 
del sector salud, así como de atención y de servicio, tanto públicas 
como privadas;

III. Proporcionar a las víctimas, la atención médica, psicológica y jurídica, 
de manera integral, gratuita y expedita;

IV. Proporcionar un refugio seguro a las víctimas, y
V. Informar a la autoridad competente de los casos de violencia que 

ocurran en los centros educativos.

Artículo 52. Las víctimas de cualquier tipo de violencia tendrán los de-
rechos siguientes:

I. Ser tratada con respeto a su integridad y al ejercicio pleno de sus 
derechos;

II. Contar con protección inmediata y efectiva por parte de las auto-
ridades;

III. Recibir información veraz y suficiente que les permita decidir sobre 
las opciones de atención;

* Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de febrero de 2007.
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IV. Contar con asesoría jurídica gratuita y expedita;
V. Recibir información médica y psicológica;
VI. Contar con un refugio, mientras lo necesite;
VII. Ser valoradas y educadas libres de estereotipos de comportamiento 

y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad 
o subordinación, y

VIII. En los casos de violencia familiar, las mujeres que tengan hijas y/o 
hijos podrán acudir a los refugios con éstos.

IX. La víctima no será obligada a participar en mecanismos de conci-
liación con su agresor.

Las mujeres indígenas serán asistidas gratuitamente en todo tiempo por intér-
pretes y defensores de oficio que tengan conocimiento de su lengua y cultura.

Artículo 53.- El Agresor deberá participar obligatoriamente en los progra-
mas de reeducación integral, cuando se le determine por mandato 
de autoridad competente.

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES  
PARA EL DISTRITO FEDERAL*

Artículo 2o. Al Ministerio Público corresponde el ejercicio exclusivo de la 
acción penal, la cual tiene por objeto:

I. Pedir la aplicación de las sanciones establecidas en las leyes penales;
II. Pedir la libertad de procesados, en la forma y términos que previene 

la ley;
III. Pedir la reparación del daño, en los términos especificados en el 

Nuevo Código Penal para el Distrito Federal.

Artículo 3o. Corresponde al Ministerio Público:

I. Dirigir a la Policía Judicial en la investigación que ésta haga para 
comprobar el cuerpo del delito ordenándole la práctica de las  

diligencias que, a su juicio, estime necesarias para cumplir debida-
mente con su cometido, o practicando el mismo aquellas diligencias;

II. Pedir al juez a quien se consigne el asunto, la práctica de todas 
aquellas diligencias que, a su juicio, sean necesarias para comprobar 
la existencia del delito y de sus modalidades;

III. Ordenar, en los casos a que se refiere el artículo 266 de este Código 
la detención o retención según el caso, y solicitar cuando proceda 
la orden de aprehensión;

IV. Interponer los recursos que señala la ley y seguir los incidentes que 
la misma admite;

V. Pedir al juez la práctica de las diligencias necesarias para comprobar 
la responsabilidad del acusado;

VI. Pedir al juez la aplicación de la sanción que en el caso concreto 
estime aplicable, y

VII. Pedir la libertad del detenido, cuando ésta proceda.

Artículo 6o. El Ministerio Público pedirá al Juez la aplicación de la sanción 
correspondiente al caso concreto de que se trate o la libertad del 
procesado, sea por que el delito no haya existido, sea por que, 
existiendo, no sea imputable al procesado o por que exista a favor 
de éste alguna de las causas de exclusión del delito previstas en el 
Capítulo V, Título Segundo, Libro Primero del Nuevo Código Penal 
para el Distrito Federal o alguna de las circunstancias de extinción 
de la pretensión punitiva a que se refiere el Título Quinto del Libro 
Primero de dicho ordenamiento.

Artículo 7o. En el primer caso del artículo anterior, el Ministerio Públi-
co presentará sus conclusiones, en las que, después de hacer 
resumen de los hechos que aparezcan comprobados en el 
proceso, fijará con precisión las disposiciones penales que, a su 
juicio, sean aplicables.

Artículo 9o. Los denunciantes, querellantes y las víctimas u ofendidos por 
la comisión de un delito tendrán derecho, en la averiguación previa 
o en el proceso, según corresponda:

I. A que el Ministerio Público y sus Auxiliares les presten los servicios que 
constitucionalmente tienen encomendados con legalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad, profesionalismo, eficiencia y eficacia y con 
la máxima diligencia; 

* Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de agosto de 1931.
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II. A que los servidores públicos los traten con la atención y respeto 
debido a su dignidad humana absteniéndose de cualquier acto 
u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio, 
abuso o ejercicio indebido de la autoridad;

III. A que ningún servidor público por sí o por interpósita persona les 
soliciten, acepten o reciban, beneficios adicionales a las contrapres-
taciones comprobables que el Estado les otorga por el desempeño 
de su función;

IV. A presentar cualquier denuncia o querella por hechos probablemente 
constitutivos de delito y a que el Ministerio Público las reciba;

V. A que se les procure justicia de manera pronta, gratuita e imparcial 
respecto de sus denuncias o querellas, practicando todas las diligen-
cias necesarias para poder determinar la averiguación previa;

VI. A recibir asesoría jurídica por parte de la Procuraduría General de 
Justicia del Distrito Federal respecto de sus denuncias o querellas 
y, en su caso, a recibir servicio de intérpretes traductores cuando 
pertenezcan a un grupo étnico o pueblo indígenas, no conozcan o 
no comprendan bien el idioma español, o padezcan alguna inca-
pacidad que les impida oír o hablar;

VII. A ratificar en el acto de denuncia o querella siempre y cuando exhiban 
identificación oficial u ofrezcan los testigos de identidad idóneos;

VIII. A contar con todas las facilidades para identificar al probable res-
ponsable;

IX. A recibir en forma gratuita copia simple de su denuncia o querella 
ratificada debidamente o copia certificada cuando la solicite, de 
conformidad con la previsto por el CPPDF y por el Código Financiero 
del Distrito Federal;

X. A coadyuvar con el Ministerio Público en la integración de la averi-
guación y en el desarrollo del proceso;

XI. A comprobar ante el Ministerio Público para poner a disposición 
todos los datos conducentes a acreditar el cuerpo del delito, la res-
ponsabilidad del indiciado y el monto del daño y de su reparación 
y a que el Ministerio Público integre dichos datos a la averiguación;

XII. A tener acceso al expediente para informarse sobre el estado y 
avance de la averiguación previa;

XIII. A que se le proporcione la asistencia legal, médica y psicológica 
especializada. Tratándose de menores de edad dicha asistencia se 
prestará de forma inmediata cuando intervenga en cualquier etapa 
del procedimiento;

XIV. A que se realicen el reconocimiento o diligencia de identificación o 
confrontación en un lugar en el que no puedan ser vistos o identificados  

por el probable responsable. En los casos de delitos que atenten contra 
la libertad y el normal desarrollo psicosexual, o en los que el menor 
sea víctima, el Juez o el Ministerio Público de oficio deberán acordar 
que la diligencia de confronta o identificación se efectúe en un lugar 
donde no puedan ser vistos o identificados por el probable responsable;

XV. A que el Ministerio Público solicite debidamente la reparación del 
daño y a que se les satisfaga cuando ésta proceda;

XVI. A recibir auxilia psicológico en los casos necesarios, y en caso de delitos 
que atenten contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual, a 
recibir este auxilio por una persona de su mismo sexo;

XVII. A ser restituidos en sus derechos cuando éstos estén acreditados;
XVIII. A quejarse ante la Contraloría Interna de la Procuraduría General 

de Justicia del Distrito Federal y a denunciar ante la Fiscalía para 
Servicios Público o ante cualquier agente del Ministerio Público, por 
violaciones de los derechos que se señalan, para su investigación y 
responsabilización debidas;

XIX. A impugnar las determinaciones de no ejercicio de la acción penal;
XX. En caso de que deseen otorgar el perdón, a ser informadas clara-

mente del significado y trascendencia jurídica de ese acto;
XXI. A que el Ministerio Público, sus auxiliares y el Juez, mantengan en 

confidencialidad su domicilio y número telefónico así como el de 
los testigos de cargo, en caso de delitos graves y en aquellos delitos 
cometidos en contra menores de edad, e igualmente en caso de 
delitos no graves cuando así lo solicite, y

XXII. A que se les otorguen las medidas de protección o precautorias para 
prevenir, interrumpir o impedir la consumación de un hecho delictivo, 
especialmente cuando se trate de mujeres, menores de edad y 
adultos mayores de sesenta años de edad, víctimas de violencia, 
en términos de este código o de otras leyes aplicables.

El sistema de auxilio a la víctima del delito dependerá de la Procuraduría 
General de Justicia del Distrito Federal.

Artículo 9oBis. Desde el inicio de la Averiguación el Ministerio Público 
tendrá la obligación de:

I. Hacer cesar, cuando sea posible, las consecuencias del delito;
II. Recibir la declaración escrita o verbal por cualquier delito; o vía 

portal electrónico de la Procuraduría de Justicia del Distrito Federal 
únicamente por los delitos que se persigan por querella y no sean 
considerados graves; e iniciar la averiguación del caso, en los términos 
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de este código, de conformidad con los principios constitucionales 
de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad, eficiencia y eficacia;

III. Informar a los denunciantes o querellantes sobre su derecho a ratificar 
la denuncia o querella en el mismo acto y a recibir su ratificación 
inmediatamente, o a recibirla dentro de las 24 horas siguientes, 
cuando se identifiquen debidamente y no exista impedimento legal 
para ello, tiempo en el cual los denunciantes o querellantes deberán 
acreditar plenamente su identidad, salvo que no residan en la ciudad 
o exista algún impedimento material que deberá ser razonado por 
el Ministerio Público;

IV. Iniciar e integrar la averiguación previa correspondiente cuando así 
proceda;

V. Practicar las diligencias inmediatas procedentes cuando de las 
declaraciones se desprendan indicios de la comisión de conductas 
delictivas; 

VI. Expedir gratuitamente, a solicitud de los denunciantes o querellantes, 
copia simple de su declaración o copia certificada en términos de los 
previsto por este Código y por el Código Financiero del Distrito Federal;

VII. Trasladarse al lugar de los hechos, para dar fe de las personas y de 
las cosas afectadas por el acto delictuoso, y a tomas los datos de las 
personas que lo hayan presenciado, procurando que declaren, si es 
posible, en el mismo lugar de los hechos, y citándolas en caso contrario 
para que dentro del término de veinticuatro horas comparezcan a 
rendir su declaración, y a realizar todas las diligencias inmediatas a 
que hace referencia este Código y las demás conducentes para la 
integración debida de la averiguación;

VIII. Asegurar que los denunciantes, querellantes u ofendidos precisen 
en sus declaraciones los hechos motivos de la denuncia o querella 
y las circunstancias de lugar, tiempo y modo en que ocurrieron.

En los casos en que la víctima sea menor de edad se dará una intervención 
por parte de personal especializado en el tratamiento de menores mediante 
mecanismos que faciliten la declaración del menor y aseguren pericia para 
comprender lo que el menor manifiesta;

Artículo 59. Todas las audiencias serán públicas pudiendo entrar libremente 
a ellas todos los que parezcan mayores de catorce años.

En los casos en que se trate de delitos de violencia, especialmente cuando 
se ejerza en contra de mujeres, menores de edad y personas mayores de 

sesenta años, la audiencia tendrá lugar a puerta cerrada, sin que puedan 
entrar al lugar en que se celebre más que las personas que intervienen 
oficialmente en ella.

En los casos de violencia, las víctimas no estarán obligadas a comparecer, hasta 
en tanto el Ministerio Público, presente a la autoridad judicial la constancia que 
determine que su estado de salud físico o psicoemocional permite su presentación.

Si durante la audiencia se presenta alguna situación que atente contra la 
integridad física o psicoemocional de la víctima, la autoridad suspenderá la 
diligencia y ordenará que se le brinde atención especializada, una vez que 
se restablezca continuará la diligencia.

Las audiencias se llevarán a cabo, concurran o no las partes salvo el Ministerio 
Público, que no podrá dejar de asistir a ellas. En la diligencia de declaración 
preparatoria comparecerá el inculpado asistido de su defensor y en su caso, 
la persona de su confianza que el inculpado pueda designar, sin que esto 
último implique exigencia procesal.

En la audiencia final del juicio también será obligatoria la presencia del defen-
sor quien podrá hacer la defensa oral del acusado, sin perjuicio del alegato 
escrito que quiera presentar.

En el supuesto a que se refiere el artículo 183 de este Código no podrán llevarse 
a cabo las audiencias en que deba participar el inculpado sin el traductor a 
que dicho precepto se refiere.

No podrá consignarse a ninguna persona, si existe como única prueba la con-
fesión. La Policía Judicial podrá rendir informes, pero no obtener confesiones; 
si lo hace, éstas carecerán de todo valor probatorio.

Artículo 70. La víctima o el ofendido o su representante pueden compa-
recer en la audiencia y alegar lo que a su derecho convenga, en 
las mismas condiciones que los defensores. En caso de la víctima o 
testigo sea un menor de edad se tomaran en cuenta las provisiones 
a las que se refiere el presente Código.

Artículo 80. Todas las resoluciones apelables deberán ser notificadas al 
Ministerio Público, al procesado, a la víctima u ofendido del delito, 
o al coadyuvante del Ministerio Público, en su caso, y al defensor  
o cualquiera de los defensores, si hubiere varios.
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Artículo 109. En caso de lesiones, el herido será atendido bajo la vigilancia 
de dos médicos legistas o por los médicos de los sanatorios u hospitales 
penales, quienes tendrán obligación de rendir al Ministerio Público, o 
al Juez en su caso, un parte detallado del estado en que hubieren 
recibido al paciente, el tratamiento a que se le sujete y el tiempo 
probable que dure su curación.

 
Cuando ésta se logre, rendirán un nuevo dictamen, expresando con toda 
claridad el resultado definitivo de las lesiones y del tratamiento. Los médicos 
darán aviso al Ministerio Público o al juez, tan luego como adviertan que peligra 
la vida del paciente, así como cuando acaezca su muerte.

Artículo 109 Bis. La exploración y atención médica psiquiátrica, ginecoló-
gica o cualquiera otra que se practique a la víctima de un delito que 
atente contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual, estará 
a cargo de persona facultativa de su mismo sexo, salvo cuando la 
víctima del delito sexual o su representante legal solicite lo contrario.

 Cuando la víctima sea menor de edad, dicha atención será propor-
cionada por personal especializado en el tratamiento de menores.

Artículo 110. Cuando la víctima lo desee podrá ser atendida en su domicilio 
por facultativos particulares, mediante el compromiso de atenderlo y de 
rendir los informes a que se refiere el artículo anterior; pero los médicos 
legistas seguirán con la obligación de visitar periódicamente a la victi-
ma y de rendir también sus informes, cuando así lo determine el juez.

Artículo 125. La curación de las personas que hubieren sufrido lesión o 
enfermedad proveniente de un delito, se hará por regla general en 
los hospitales públicos bajo la dirección de los médicos.

 Si no hubiere médico en el lugar o a corta distancia, se podrá encargar 
de la curación un práctico.

Para la debida atención médica, en los delitos que impliquen violencia, espe-
cialmente contra las mujeres, se seguirán los protocolos, lineamientos, normas 
oficiales mexicanas, o cualquier otro instrumento administrativo especializado, 
que será solicitado por el Ministerio Público a la institución de salud.

Artículo 183. Cuando el inculpado, el ofendido o víctima, el denunciante, 
los testigos o los peritos no hablen o entiendan suficientemente el 
idioma castellano el Ministerio Público o el juez nombrarán uno o dos 
traductores mayores de edad, que protestarán traducir fielmente las 

preguntas y respuestas que deben transmitir. Sólo cuando no pueda 
encontrarse un traductor mayor de edad podrá nombrarse uno de 
quince años cumplidos cuando menos.

Artículo 229. Cuando se trate de delito grave en el que haya concurrido 
violencia física, delito que atente contra la libertad y el normal desa-
rrollo psicosexual o en aquellos en los que un menor aparezca como 
víctima o testigo, a petición de la víctima, testigo, del representante 
legal del menor o del Ministerio Público, el careo se llevará a cabo 
en recintos separados, con la ayuda de cualquier medio electrónico 
audiovisual, de tal manera que el procesado pueda cuestionar a la 
víctima o los testigos durante la audiencia sin confrontarlos físicamente.

Artículo 316. El Ministerio Público al formular sus conclusiones hará una breve 
exposición sucinta y metódica de los hechos conducentes, evitando 
transcripciones innecesarias, realizando proposiciones concretas de los 
hechos punibles que se atribuyan al acusado, citando los elementos 
de prueba relativos a la comprobación del delito y los conducentes 
a establecer la responsabilidad penal, solicitando la aplicación de 
las sanciones correspondientes, incluyendo la reparación del daño 
con cita de las leyes, ejecutorias o doctrinas aplicables.

CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL*

Artículo 37 (Multa, reparación del daño y sanción económica). La 
sanción pecuniaria comprende la multa, la reparación del daño  
y la sanción económica.

Artículo 42 (Alcance de la reparación del daño). La reparación del daño 
comprende, según la naturaleza del delito de que se trate:

I. El restablecimiento de las cosas en el estado en que se encontraban 
antes de cometerse el delito;

II. La restitución de la cosa obtenida por el delito, incluyendo sus frutos 
y accesorios y, si no fuese posible, el pago de su valor actualizado. 
Si se trata de bienes fungibles, el juez podrá condenar a la entrega 

* Publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, el martes 16 de julio de 2002.
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de un objeto igual al que fuese materia de delito sin necesidad de 
recurrir a prueba pericial;

III. La reparación del daño moral sufrido por la víctima o las personas 
con derecho a la reparación, incluyendo el pago de los tratamientos 
curativos que, como consecuencia del delito, sean necesarios para 
la recuperación de la salud psíquica y física de la víctima;

IV. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados; y
V. El pago de salarios o percepciones correspondientes, cuando por 

lesiones se cause incapacidad para trabajar en oficio, arte o profesión.

Artículo 43 (Fijación de la reparación del daño). La reparación será fijada 
por los jueces, según el daño o perjuicios que sea preciso reparar, de 
acuerdo con las pruebas obtenidas durante el proceso.

Artículo 44 (Preferencia de la reparación del daño). La obligación de pagar 
la reparación del daño es preferente al pago de cualquiera otra sanción 
pecuniaria u obligación contraída con posterioridad a la comisión del 
delito, salvo las referentes a alimentos y relaciones laborales.

En todo proceso penal el Ministerio Público estará obligado a solicitar, en su 
caso, la condena en lo relativo a la reparación de daños o perjuicios y probar su 
monto, y el Juez a resolver lo conducente. Su incumplimiento será sancionado 
con cincuenta a quinientos días multa.

Artículo 46 (Obligados a reparar el daño). Están obligados a reparar el daño:

I. Los tutores, curadores o custodios, por los ilícitos cometidos por los 
inimputables que estén bajo su autoridad;

II. Los dueños, empresas o encargados de negociaciones o estableci-
mientos mercantiles de cualquier especie, por los delitos que cometan 
sus obreros, jornaleros, empleados, domésticos y artesanos, con motivo 
y en desempeño de sus servicios;

III. Las sociedades o agrupaciones, por los delitos de sus socios o gerentes, 
directores, en los mismos términos en que, conforme a las leyes, sean 
responsables por las demás obligaciones que los segundos contrai-
gan. Se exceptúa de esta regla a la sociedad conyugal, pues, en 
todo caso, cada cónyuge responderá con sus bienes propios por la 
reparación del daño que cause; y

IV. El Gobierno del Distrito Federal responderá solidariamente por los 
delitos que cometan sus servidores públicos, con motivo del ejercicio 
de sus funciones.

Queda a salvo el derecho del Gobierno del Distrito Federal para ejercitar las 
acciones correspondientes contra el servidor público responsable.

Artículo 47 (Supletoriedad de la Ley Federal del Trabajo). Si se trata de 
delitos que afecten la vida o la integridad corporal, el monto de la 
reparación del daño no podrá ser menor del que resulte de aplicar 
las disposiciones relativas de la Ley Federal del Trabajo.

Artículo 48 (Plazos para la reparación del daño). De acuerdo con el 
monto de los daños o perjuicios, y de la situación económica del 
sentenciado, el juez podrá fijar plazos para su pago, que en conjunto 
no excederán de un año, pudiendo para ello exigir garantía si lo 
considera conveniente.

El Jefe de Gobierno del Distrito Federal reglamentará la forma en que, adminis-
trativamente, deba garantizar la reparación del daño, cuando éste sea causado 
con motivo de delitos, en los casos a que se refiere la fracción IV del artículo 
46 de este Código. El pago se hará preferentemente en una sola exhibición

Artículo 52 (Sanción económica). En los delitos cometidos por servidores 
públicos a que se refieren los Títulos Décimo Octavo y Vigésimo del 
Libro Segundo de este Código, la sanción económica consiste en 
la aplicación de hasta tres tantos del lucro obtenido y de los daños 
y perjuicios causados.

Artículo 116 (Lapso de prescripción de la potestad de ejecutar las penas). 
Salvo disposición legal en contrario, la potestad para ejecutar la pena 
privativa de libertad o medida de seguridad, prescribirá en un tiempo 
igual al fijado en la condena, pero no podrá ser inferior a tres años.

La potestad para ejecutar la pena de multa prescribirá en un año. Para las 
demás sanciones prescribirá en un plazo igual al que deberían durar éstas, 
sin que pueda ser inferior a dos años.

La potestad para ejecutar las penas que no tengan temporalidad prescribirán 
en dos años y la de la reparación del daño en un tiempo igual al de la pena 
privativa de libertad impuesta. Los plazos serán contados a partir de la fecha 
en que cause ejecutoria la resolución.
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LEY DE ATENCIÓN Y APOYO A LAS VÍCTIMAS  
DEL DELITO PARA EL DISTRITO FEDERAL*

Artículo 1. Las disposiciones de esta Ley son de orden público e interés 
social, y de aplicación y observancia general en el Distrito Federal. 
Tiene por objeto garantizar a la víctima u ofendido del delito el goce 
y ejercicio de los derechos y las medidas de atención y apoyo que 
les confiere esta Ley.

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. Ley, la Ley de Atención y Apoyo a las Víctimas del Delito para el 
Distrito Federal;

II. Nuevo Código Penal, el Nuevo Código Penal para el Distrito Federal;
III. Código Procesal, el Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal;
IV. Procuraduría, la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal;
V. Subprocuraduría, la Subprocuraduría de Atención a Víctimas y Ser-

vicios a la Comunidad;
VI. Consejo, al Consejo de Atención y Apoyo para las Víctimas del Delito 

en el Distrito Federal;
VII. Fondo, al Fondo para la Atención y Apoyo a las Víctimas del Delito;
VIII. Fideicomiso, el contrato de fideicomiso que se celebre para la ad-

ministración y operación del Fondo; y
IX. Reparación del daño, a la reparación del daño en términos de lo 

dispuesto por el Nuevo Código Penal para el Distrito Federal.

Artículo 7. Se entiende por víctima a la persona que haya sufrido daño, 
como consecuencia de acciones u omisiones realizadas en su con-
tra, tipificadas como delito y sancionadas por la legislación penal.

Artículo 8. Se entiende por ofendido al titular del bien jurídico lesionado o 
puesto en peligro que asume la condición de sujeto pasivo del delito.

Artículo 9.- La calidad de víctima o de ofendido, es independiente de 
que se identifique, aprehenda, enjuicie o condene al responsable 
del delito y de cualquier relación de parentesco que exista con él; 

por tanto, la víctima o el ofendido gozarán sin distinción alguna, de 
las mismas garantías, derechos, protección, asistencia, atención  
y demás que esta ley señale.

Para los efectos de la reparación del daño, cuando la víctima del delito haya 
fallecido o padezca lesiones transitorias o permanentes que impliquen pérdida o 
disminución de sus facultades físicas o mentales, a consecuencia de la conducta 
tipificada como delito, se considerarán también como ofendidos al cónyuge, 
concubino, socio de convivencia, así como sus dependientes económicos,

Artículo 11.- Las víctimas o los ofendidos por la comisión de un delito tendrán 
derecho, en cualquier etapa del procedimiento, según corresponda:

I. A ser enterados oportunamente de los derechos que en su favor 
establece la Constitución y demás normatividad y, cuando así lo 
soliciten, ser informados del desarrollo del procedimiento penal y de 
las consecuencias legales de sus actuaciones dentro del mismo;

II. A que el Ministerio Público y sus Auxiliares les presten los servicios que 
constitucionalmente tienen encomendados con legalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad, profesionalismo, eficiencia y eficacia y con 
la máxima diligencia;

II Bis. A ser atendidos y tratados de acuerdo a su edad y grado de desarrollo 
psicosocial, incluidos los menores de edad;

III. A que los servidores públicos los traten con la atención y respeto 
debido a su dignidad humana, absteniéndose de cualquier acto 
u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio, 
abuso o ejercicio indebido de la autoridad;

IV. A que se les procure justicia de manera pronta, gratuita e imparcial 
respecto de sus denuncias o querellas, practicando todas las diligen-
cias necesarias para poder integrar la averiguación previa;

V. A recibir asesoría jurídica gratuita por parte de la Subprocuraduría, 
respecto de sus denuncias o querellas y, en su caso, ser auxiliados 
por interpretes traductores cuando pertenezcan a un grupo étnico 
o pueblos indígenas, no conozcan o no comprendan bien el idioma 
español, o padezcan alguna discapacidad que les impida oír o hablar;

VI. A contar con todas las facilidades para identificar al probable res-
ponsable;

VII. A recibir en forma, gratuita copia simple de su denuncia o querella 
ratificada debidamente o copia certificada cuando la solicite, de 
conformidad con lo previsto por el Código Procesal y por el Código 
Financiero del Distrito Federal;

* Publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 22 de abril de 2003.
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VIII. A comparecer ante el Ministerio Público para poner a su disposición 
todos los datos conducentes a acreditar el cuerpo del delito, la  
responsabilidad del indiciado y el monto del daño y de su re-
paración y a que el Ministerio Público integre dichos datos a la 
averiguación;

IX. A tener acceso al expediente para informarse sobre el estado  
y avance del procedimiento;

X. A que se les preste atención médica y psicológica de urgencia 
cuando la requieran;

XI. A que el Ministerio Público solicite debidamente la reparación del 
daño y a que se les satisfaga, cuando ésta proceda;

XII. A recibir auxilio psicológico en los casos necesarios y, en caso de delitos 
que atenten contra la libertad y el normal desarrollo psicosexual, a 
recibir este auxilio por una persona de su mismo sexo.

 Cuando la víctima sea menor de edad, el auxilio será proporcionado 
por personal capacitado en materia de infancia que le dé seguimiento 
a la recuperación postraumática;

XIII. A ser restituidos en sus derechos, cuando éstos estén acreditados;
XIV. A ser informados claramente del significado y la trascendencia jurídica 

del perdón en caso de que deseen otorgarlo;
XV. A la no discriminación, motivada por origen étnico o nacional, el género, 

la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de 
salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil 
o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por 
objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas, 
por lo que la protección de sus derechos se hará sin distinción alguna;

XVI. A ser asistidos en las diligencias que se practiquen por persona que 
ejerza la patria potestad, tutela o curatela o, en su defecto, por la 
psicóloga adscrita, cuando la víctima sea menor o incapaz y com-
parezca ante el Ministerio Público;

XVII. A solicitar el desahogo de las diligencias que, en su caso, correspon-
dan, salvo que el Ministerio Público considere que no es necesario 
el desahogo de determinada diligencia, debiendo éste fundar y 
motivar su negativa;

XVIII. A solicitar las medid as y providencias para proteger su vida, inte-
gridad física y moral, bienes, posesiones o derechos, incluyendo los 
de familiares directos y de los testigos en su favor, contra todo acto 
de intimidación y represalia, o bien cuando existan datos suficientes 
que demuestren que éstos pudieran ser afectados por los probables 
responsables del delito o por terceros implicados; y

XIX. A ser notificados de todas las resoluciones apelables.

Artículo 12.- Proporcionarán atención y apoyo las víctimas u ofendidos 
del delito, en sus respectivos ámbitos de competencia, las autori-
dades siguientes:

I. La Procuraduría;
II. La Secretaría de Salud del Distrito Federal; y
III. El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Distrito Federal, y
IV.  La Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal.

Artículo 13.- La Procuraduría proporcionará a las víctimas y a los ofendidos 
de delitos los siguientes servicios:

I. Asesoría Jurídica gratuita, pronta, completa e imparcial, contando 
con el apoyo de un asesor jurídico que le asista en todos los actos 
en que deba intervenir para la defensa de sus derechos;

II. Atención médica y psicológica de urgencia, pudiendo gestionar 
aquella que no esté en condiciones de proporcionar directamente; o

III. Solicitar la reparación del daño, en los casos que ésta proceda.

Artículo 14.- La Secretaría de Salud del Distrito Federal y las agencias es-
peciales para la atención de los delitos sexuales, con el fin de lograr 
el bienestar físico, mental y social otorgará los siguientes servicios:

I. Atención médica, en sus formas preventivas, curativas y de rehabi-
litación;

II. Asistencia Psicológica;
III. Tratamientos postraumáticos; y
IV. Atención ginecológica para las víctimas de delitos sexuales.

Artículo 15.- La Procuraduría y el Sistema para el Desarrollo Integral de la 
Familia, en el ámbito de su respectiva competencia, proporcionarán 
asesoría y protección a adultos mayores, menores y personas con 
alguna discapacidad, que se encuentren en situación de víctimas 
u ofendidos.

Artículo 16.- En los casos de atención y apoyo a las víctimas u ofendidos, 
la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal tendrá las 
obligaciones que le impone la ley de la materia.

Artículo 27.- La víctima o el ofendido por algún delito tendrán los siguien-
tes derechos:
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I. A recibir gratuitamente el acceso a la atención y asistencia médica-
victimológica de urgencia, cuando así lo necesite, en términos de 
lo dispuesto por las leyes en la materia;

II. A recibir atención psicológica en caso necesario; Para el caso de lesiones, 
enfermedades y trauma emocional provenientes de un delito, que no 
pongan en peligro la vida de la víctima u ofendido, la atención médica y 
psicológica será proporcionada de manera gratuita en la Red de Hospi-
tales Públicos del Gobierno del Distrito Federal, teniendo la obligación los 
médicos del establecimiento de rendir dictamen haciendo la clasificación 
legal y señalando el tiempo que dilatare la curación y las consecuencias 
que dejaron o dando el certificado de sanidad, según el caso;

III. A recibir gratuitamente tratamiento postraumático para su pronta re-
cuperación física y mental, contando con los servicios especializados 
necesarios. En el caso de menores de edad, personal capacitado en 
materia de infancia dará seguimiento a su recuperación;

IV. A no ser explorada físicamente si no lo desea, en casos de los delitos de 
violación y lesiones, quedando estrictamente prohibido cualquier acto 
de intimidación o fuerza física para este efecto; en caso contrario, 
cuando así lo solicite, podrá estar acompañada por un familiar o 
persona de su confianza durante la exploración;

V. A que la exploración y atención médica, psiquiátrica, ginecológica o 
de cualquier tipo, cuando se trate de delitos que atenten contra la 
libertad y el normal desarrollo psicosexual, esté a cargo de persona 
facultativa de su mismo sexo, salvo cuando solicite lo contrario la 
víctima o su representante legal. En el caso de los delitos cometidos 
en agravio de menores de edad, será proporcionada por personal 
capacitado en materia de infancia; y

VI. A ser atendida en su domicilio por facultativos particulares, inde-
pendientemente del derecho de visita de los médicos legistas y la 
obligación de los privados de rendir y ratificar los informes respectivos.

Artículo 28.- Las instituciones de salud del Distrito Federal deberán brindar 
la más amplia ayuda a las víctimas u ofendidos de delitos, cuando 
éstos se encuentren en precaria situación económica y que hubieren 
sufrido daños como consecuencia de ellos.

Artículo 29.- La Procuraduría, conforme a lo establecido por el Código 
Procesal, deberá asistir a la víctima o al ofendido del delito para que 
se le haga efectiva la garantía correspondiente a la reparación del 
daño en los casos que proceda, así como para que el Ministerio 
Público o la autoridad judicial, según corresponda, le restituya en 
el disfrute de sus derechos cuando estén debidamente justificados  
y se haya acreditado el cuerpo del delito.

LEY DE ASISTENCIA Y PREVENCIÓN  
DE LA VIOLENCIA FAMILIAR*

Artículo 1. Las disposiciones contenidas en la presente ley son de orden 
público e interés social, y tienen por objeto establecer las bases y 
procedimientos de asistencia para la prevención de la violencia 
familiar en el Distrito Federal.

Artículo 2. Para los efectos de esta ley, se entiende por:

I. Administración Pública.- A la Administración Pública del Distrito Federal;
II. Consejo.- Consejo para la Asistencia y Prevención de la Violencia 

Familiar en el Distrito Federal;
III. Delegaciones.- El órgano político administrativo de las Demarcaciones 

Territoriales del Distrito Federal;
IV. Ley.- Ley de Asistencia y Prevención de la Violencia Familiar;
V. Organizaciones Sociales.- Las instituciones que se encuentren legal-

mente constituidas, que se ocupen de la materia de esta ley y que 
se hayan distinguido por su labor;

VI. Unidad de Atención.- Las Unidades de la Administración Pública en-
cargadas de asistir a los receptores y generados de violencia familiar, 
así como de prevenirla; de conformidad con lo que establezca el 
programa general.

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entiende por:

I. Generadores de Violencia Familiar: Quienes realizan actos de maltrato 
físico, verbal, psicoemocional o sexual hacia las personas con la que 
tengan o hayan tenido algún vínculo familiar;

II. Receptores de Violencia Familiar: Los grupos o individuos que sufren 
el maltrato físico, verbal, psicoemocional o sexual en su esfera biop-
sicosexual; y

III. Violencia Familiar: Aquel acto de poder u omisión intencional, recu-
rrente o cíclico, dirigido a dominar, someter, controlar o agredir física, 
verbal, psicoemocional o sexualmente a cualquier miembro de la 
familia dentro o fuera del domicilio familiar, que tengan parentesco 

* Publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 8 de julio de 1996 y en el Diario 

Oficial de la Federación el 9 de julio de 1996.
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o lo hayan tenido por afinidad, civil; matrimonio, concubinato o 
mantengan una relación de hecho, y que tiene por efecto causar 
daño, y que puede ser de cualquiera de las siguientes clases:

A) Maltrato Físico.- Todo acto de agresión intencional en el que se utilice 
alguna parte del cuerpo, algún objeto, arma o sustancia para sujetar, 
inmovilizar o causar daño a la integridad física del otro, encaminado 
hacia su sometimiento y control;

B) Maltrato Psicoemocional.- Al patrón de conducta consistente en actos u 
omisiones repetitivos, cuyas formas de expresión pueden ser: prohibiciones, 
coacciones, condicionamientos, intimidaciones, amenazas, actitudes 
devaluatorias, de abandono y que provoquen en quien las recibe, 
deterioro, disminución o afectación a su estructura de personalidad.

 Todo acto que se compruebe que ha sido realizado con la intención 
de causar un daño moral a un menor de edad, será considerado 
maltrato emocional en los términos de este artículo, aunque se 
argumente como justificación la educación y formación del menor.

C) Maltrato Sexual.- Al patrón de conducta consistente en actos u omi-
siones reiteradas y cuyas formas de expresión pueden ser: inducir a la 
realización de prácticas sexuales no deseadas o que generen dolor, 
practicar la celotipia para el control, manipulación o dominio de la 
pareja y que generen un daño. Así como los delitos establecidos en 
el Título Quinto del Nuevo Código Penal para el Distrito Federal, es 
decir, contra la libertad y la Seguridad Sexuales y el Normal Desarrollo 
Psicosexual, respecto a los cuales la presente Ley sólo surte efectos 
en el ámbito asistencial y preventivo.

Artículo 16.- Los órganos jurisdiccionales, a través de sus titulares, y una vez 
que conozcan de juicios o procesos, en donde se desprenda que 
existe violencia familiar, podrán solicitar a las Delegaciones, o en su 
caso, a las instituciones debidamente sancionadas por el Consejo o 
que se encuentren señaladas expresamente por el Reglamento de la 
Ley, la realización de los estudios e investigaciones correspondientes, 
las que remitirán los informes, dictámenes, procesos psicoterapéuticos 
de agresores y receptores de la violencia familiar, las opiniones que 
conforme a los Códigos de Procedimientos Civiles y Penales, deban 
de allegarse para emitir una sentencia y en general todos aquellos 
que les sean de utilidad.

LEY DE PROTECCIÓN A LAS VÍCTIMAS DEL DELITO 
DE SECUESTRO PARA EL DISTRITO FEDERAL*

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. Asistencia Victimal: Conjunto de acciones llevadas a cabo por el 
abogado victimal adscrito a la Procuraduría General de Justicia del 
Distrito Federal, encaminadas a asegurar el goce y ejercicio de los 
derechos de las víctimas u ofendidos del delito de secuestro;

II. Centro: Centro de Atención a Víctimas del Delito de Secuestro en el 
Distrito Federal;

III. Comisión: Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal;
IV. Consejo: Consejo de Participación del Centro de Atención a Víctimas 

del Delito de Secuestro en el Distrito Federal;
V. Daño Directo: Las lesiones físicas o psicológicas, o la pérdida patri-

monial de cualquier naturaleza, como consecuencia del delito de 
secuestro, mismo que deberá ser considerado en la reparación del 
daño a favor de la víctima bajo las reglas que se señalan en las leyes 
penales competentes;

VI. Instituciones de Seguridad Pública: A la Procuraduría General de 
Justicia, Secretaría de Seguridad Pública, y a las Autoridades encar-
gadas del Sistema Penitenciario, todas del Distrito Federal;

VII. Ministerio Público; Al Ministerio Público del Distrito Federal, encargado de 
la investigación del delito de secuestro y persecución de los imputados;

VIII. Organización Delictiva: Grupo de personas que cometen el delito 
de secuestro;

IX. Procurador: Al Procurador General de Justicia del Distrito Federal;
X. Procuraduría: A la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal;
XI. Reparación del Daño Civil. A la reparación del daño en términos de 

lo dispuesto en el Código Civil para el del Distrito Federal;
XII. Reparación del Daño Penal. A la reparación del daño en términos 

de lo dispuesto en el Código de Procedimientos Penales y el Código 
Penal, ambos para el del Distrito Federal;

XIII. Secuestro: A la conducta sancionada por los artículos 163, 163 Bis, 164, 
165 y 166, del Código Penal para el del Distrito Federal, y lo dispuesto 
en la Ley General para Prevenir y Sancionar el Delito de Secuestro;

XIV. Víctima Directa: Persona o personas que han sufrido algún daño, tales 
como lesiones físicas o afectaciones psicológicas, sufrimiento emocional, 

* Publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 27 de julio de 2011.
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pérdidas económicas o menoscabo real de sus derechos fundamentales, 
por medio de actos u omisiones que constituyan el delito de secuestro;

XV. Víctima Indirecta: Persona o personas que tengan relación inmediata 
con la víctima directa, y que hayan sufrido algún daño en su salud 
física o psicológica, o menoscabo en su patrimonio.

Artículo 12.- Toda víctima de secuestro tiene derecho a que las autori-
dades de Seguridad Pública del Distrito Federal, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, realicen todas las acciones necesarias 
para preservar su vida, como principal objetivo en sus actuaciones; 
así como la seguridad de su familia.

Artículo 13.- Toda víctima de secuestro, tiene derecho a acceder a la 
justicia en condiciones de igualdad, independientemente de su 
origen étnico, nacionalidad, género, edad, discapacidades, condi-
ción social o económica, de salud, religión, opiniones, preferencias 
sexuales, estado civil o cualquier otra.

 
La víctima directa o indirecta tendrá la facultad de ejercer el derecho que 
señala el artículo 21 párrafo segundo de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, respecto al ejercicio de la acción penal ante la autoridad 
judicial, por el delito de secuestro, cuando la autoridad ministerial determine 
el no ejercicio de la acción penal.

Artículo 14.- La víctima directa, indirecta y los testigos, tienen derecho 
a que se les brinde protección por las Instituciones de Seguridad 
Pública correspondientes, que cuenten con la debida profe-
sionalización y con la capacitación en materia de secuestro y 
certificación a que se refiere la Ley General del Sistema Nacional 
de Seguridad Pública.

Artículo 15.- La víctima directa o indirecta tendrá también derecho a que 
las autoridades competentes le propicien la información que requiera, 
vinculada con la investigación, y la asesoría sobre la situación y los 
procedimientos a seguir; la cual deberá ser proporcionada por un 
experto en la materia.

Artículo 16.- La víctima directa o indirecta tendrá derecho a que se le 
devuelva íntegramente el pago del rescate que realizó a los secues-
tradores por la liberación, siempre que la autoridad judicial, lo ordene 
en sentencia mediante la reparación del daño.

 Para el supuesto que el presunto infractor sea aprehendido al momento 
de que se realizó el pago del rescate o inmediatamente después, 
con el monto del rescate pagado, éste quedará bajo resguardo del 
juez que conozca del asunto, quién podrá, entregarlo a la víctima 
como medida precautoria.

Artículo 17.- En la etapa de investigación del delito, la víctima directa o 
indirecta tendrá los siguientes derechos:

I. A presentar denuncia por hechos probablemente constitutivos del 
delito de secuestro, y a que el Ministerio Público la reciba y actúe 
de manera inmediata;

II. A tener el carácter de coadyuvante del Ministerio Público durante 
la integración de la Averiguación Previa;

III. A recibir asesoría jurídica para lograr la mayor interacción en la inves-
tigación ante el Ministerio Público, en su carácter de coadyuvante;

IV. A que se le hagan saber sus derechos previstos en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados e Instrumentos 
Internacionales suscritos y ratificados por el Estado Mexicano y en 
esta Ley, y se deje constancia de ello;

V. A que el Ministerio Público, la Policía y Peritos, le presten los servicios 
que legalmente tienen encomendados, con base en los principios 
de legalidad, objetividad, honradez, lealtad, imparcialidad, profe-
sionalismo, eficiencia y con la máxima diligencia;

VI. A rendir y ratificar su declaración ministerial;
VII. A que el Ministerio Público competente, dicte las medidas necesarias, 

para la protección de las víctimas directas, indirectas o testigos;
VIII. A que los servidores públicos lo traten con la atención y respeto 

debido a su dignidad humana, absteniéndose de cualquier acto 
u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio, 
abuso o ejercicio indebido de la autoridad;

IX. A que ningún servidor público por sí o por interpósita persona les solici-
ten, acepte o reciba, beneficios adicionales a las contraprestaciones 
comprobables que el Estado les otorga por el desempeño de su función;

X. A que el Ministerio Público, le reciba los medios de prueba condu-
centes a acreditar los requisitos necesarios para el ejercicio de la 
acción penal;

XI. A contar con todas las facilidades para identificar al imputado;
XII. A que se le faciliten todos los datos que solicite y que consten en la 

averiguación, para lo cual se le permitirá consultar el expediente de 
la averiguación previa;
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XIII. A que se realice el reconocimiento o diligencia de identificación o 
confrontación en un lugar en el que no puedan ser vistos o identifi-
cados por el imputado;

XIV. A que el Ministerio Público solicite la reparación del daño;
XV. A que el Ministerio Público ejerza sus facultades de aseguramiento 

respecto de los bienes que sean producto, objeto e instrumento 
del delito;

XVI. A que el Ministerio Público Especializado demande la extinción de 
dominio y que una vez lograda ésta, se le repare el daño causado, 
siempre y cuando no haya sido reparado éste a través de sentencia 
penal ejecutoriada;

XVII. Al resguardo de su identidad y otros datos personales para su protección;
XVIII.Impugnar ante la autoridad judicial las omisiones del Ministerio Público 

en la investigación de los delitos, así como las resoluciones de reserva, 
no ejercicio y desistimiento de la acción penal; y

XIX. Los demás que señalen las leyes correspondientes.

Artículo 18.- En la etapa de persecución del delito, la víctima directa o 
indirecta tendrá los derechos siguientes:

I. A que se le hagan saber sus derechos previstos en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados e Instrumentos 
Internacionales suscritos y ratificados por el Estado Mexicano y en 
esta Ley, y se deje constancia de ello;

II. A que el Juez competente, dicte las medidas precautorias nece-
sarias, para protección de las víctimas directas, indirectas o sujetos 
protegidos;

III. A comparecer ante el Juez para hacer de su conocimiento y aportar 
al proceso los datos y pruebas conducentes para acreditar la res-
ponsabilidad penal del imputado, la determinación del monto del 
daño y de su reparación;

IV. A presentar argumentos y pruebas en todos los recursos que promueva 
el sentenciado, por el delito de secuestro;

V. A interponer los recursos que establece la Ley, en contra de las 
resoluciones judiciales que le causen agravio; y

VI. A que se le supla la deficiencia de sus agravios.

Artículo 19.- La víctima directa o indirecta tendrá derecho a ser infor-
mada por la autoridad ejecutora de sanciones, sobre los resultados 
del tratamiento de reinserción social al que haya sido sometido el 
sentenciado y cuando el sentenciado vaya a obtener su libertad.

Artículo 20.- A solicitud de la víctima indirecta, la autoridad ministerial 
o judicial que conozca del asunto, decretará la interrupción de 
las obligaciones de la víctima directa en materia fiscal, mercantil, 
administrativa, familiar, civil y aquellas que deriven de un procedi-
miento penal, todas en el ámbito local, que hayan sido adquiridas 
con anterioridad a la fecha en que ocurrió el delito de secuestro, 
y durará el tiempo de su cautiverio y hasta por tres meses más a 
criterio de la autoridad.

Artículo 21.- Todo proceso del ámbito local, en el que intervengan la 
víctima directa como parte, será suspendido desde el momento 
en que la autoridad competente tenga conocimiento del hecho.

 La víctima indirecta realizará la solicitud de suspensión ante el Juez 
competente, debiendo presentar copia certificada de la averiguación 
previa o causa penal.

Artículo 22.- Cuando las víctimas indirectas se encuentren cursando los 
niveles de educación primaria, secundaria, preparatoria o universidad 
en instituciones públicas, el Gobierno del Distrito Federal las incorpo-
rará a los programas sociales dirigidos a los estudiantes. Cuando se 
trate de víctimas indirectas que asistan a instituciones privadas en los 
mismos niveles escolares, además de ofrecerles los mismos apoyos, 
la Secretaría de Educación del Distrito Federal coadyuvará con las 
instancias federales y las instituciones educativas privadas para que 
se les permita continuar con sus estudios. Estos apoyos continuarán 
incluso cuando la víctima pierda la vida con motivo del secuestro.

Artículo 23.- La Secretaría del Trabajo y Fomento al Empleo incorporará 
a las víctimas indirectas que se encuentren en edad de laborar al 
Programa de Desempleo del Gobierno del Distrito Federal durante 
el tiempo que dure el cautiverio. Asimismo, coadyuvará y celebrará 
convenios con las instancias federales y los patrones o empleadores, 
para que las víctimas directas puedan mantener su relación laboral 
y seguir gozando de sus beneficios, incluidos los de seguridad social.

 Cuando la víctima directa sea trabajador del Gobierno del Distrito 
Federal, la relación laboral continuará vigente y las víctimas indirectas 
recibirán los beneficios de dicha relación, siempre que la autoridad 
competente haya determinado su calidad de secuestrado.

Artículo 24.- La reparación del daño directo es una obligación de los 
miembros de la organización delictiva responsable del hecho ilícito.
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 En toda sentencia condenatoria por el delito de secuestro, el Juez 
competente deberá condenar a los imputados a la reparación del 
daño directo.

Artículo 25.- La reparación del daño directo se entiende como el resarci-
miento al menoscabo que las víctimas hayan sufrido en su persona, 
en su patrimonio o en sus derechos fundamentales, derivados de la 
comisión de los delitos a que se refiere esta Ley.

 La reparación del daño directo comprende:
a) La restitución del bien que fue entregado para cubrir el rescate, y si 

no fuere posible, el pago del precio del mismo;
b) La indemnización del daño material y moral causado, incluyendo el 

pago del rescate, el pago de los tratamientos médicos, curativos o 
psicoterapéuticos que, como consecuencia del delito de secuestro, 
sean necesarios para la recuperación de la salud de la víctima directa 
e indirecta; y

c) El resarcimiento de los perjuicios ocasionados, conforme a lo señalado 
en el Código Civil para el Distrito Federal.

 La reparación del daño podrá ser reclamada por la vía directa o indi-
recta en el proceso penal, en el proceso civil de extinción de dominio 
o en la vía ordinaria civil de reparación del daño por hechos ilícitos.

 Los Fondos de Apoyo a la Procuración de Justicia y a la Admi-
nistración de Justicia en el Distrito Federal, contemplarán en su 
norma reglamentaria un programa específico para el pago de la 
reparación del daño a las víctimas del delito de secuestro con los 
recursos que se obtengan de la extinción de dominio, decomiso, 
bienes abandonados, operaciones con recursos de procedencia 
ilícita, que integran la estrategia de ataque a la economía de la 
delincuencia.

Artículo 26.- La prescripción de la acción para reparar el daño directo por 
vía penal, se sujetará a las reglas establecidas para la prescripción 
de la acción penal referente al delito de delincuencia organizada.

LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA 
LIBRE DE VIOLENCIA DEL DISTRITO FEDERAL*

Artículo 1. Las disposiciones de la presente Ley son de orden público, 
interés social y observancia general en el Distrito Federal. 

Artículo 2. El objeto de la presente ley es establecer los principios y criterios 
que, desde la perspectiva de género, orienten las políticas públicas 
para reconocer, promover, proteger y garantizar el derecho de las 
mujeres a una vida libre de violencia; así como establecer la coordi-
nación interinstitucional para prevenir, atender, sancionar y erradicar 
la violencia contra las mujeres.

Artículo 3. Para efectos de la presente Ley se entenderá por: 

I. Acciones afirmativas: Las medidas especiales de carácter temporal, 
correctivo, compensatorio y de promoción, encaminadas a acelerar 
la igualdad sustantiva entre mujeres y hombres, aplicables en tanto 
subsista la discriminación, desigualdad de trato y oportunidades de 
las mujeres respecto a los hombres; 

II. Debida diligencia: La obligación de las personas que tienen la cali-
dad de servidores públicos, las dependencias y entidades del Distrito 
Federal, de dar respuesta eficiente, eficaz, oportuna y responsable 
para garantizar los derechos de las mujeres;

III. Dirección de Igualdad: La Dirección General de Igualdad y Diversidad 
Social de la Secretaría de Desarrollo Social del Distrito Federal; 

IV. Discriminación contra las mujeres: Toda distinción, exclusión o res-
tricción que sufren las mujeres por razón de género, edad, salud, 
características físicas, posición social, económica, condición étnica, 
nacional, religiosa, opinión, identidad u orientación sexual, estado civil, 
o cualquier otra que atente contra su dignidad humana, que tiene 
por objeto menoscabar o anular el goce o ejercicio de sus derechos; 

V. Empoderamiento de las mujeres: El proceso que permite el tránsito 
de las mujeres de cualquier situación de opresión, desigualdad, dis-
criminación, explotación o exclusión hacia un estadio de conciencia, 
autodeterminación y autonomía, que se manifiesta en el ejercicio 
pleno de sus derechos y garantías; 

VI. INMUJERESDF: El Instituto de las Mujeres del Distrito Federal; 

* Publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 29 de enero de 2008.
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VII. Ley: La Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
para el Distrito Federal; 

VIII. Misoginia: Las conductas de odio contra las mujeres por el hecho 
de serlo; 

IX. Mujeres en condición de vulnerabilidad: Aquellas en mayor situación 
de riesgo de ser victimas de violencia en atención a su raza, origen 
étnico, edad, discapacidad, condición social, económica, de salud, 
embarazo, lengua, idioma, religión, opiniones, orientación sexual, 
estado civil; cuando tengan la calidad de migrante, refugiada, des-
plazada o privadas de la libertad por mandato judicial; sea víctima de 
trata de personas, turismo sexual, prostitución, pornografía, privación 
de la libertad o cualquier otra condición que anule o menoscabe su 
derecho a una vida libre de violencia; 

X. Modalidades de violencia: Los ámbitos donde ocurre, públicos o 
privados, y se ejerce la violencia contra las mujeres; 

XI. Persona agresora: Quien o quienes infligen algún tipo de violencia 
contra las mujeres en cualquiera de sus tipos y modalidades; 

XII. Perspectiva de género: Visión critica, explicativa, analítica y alternativa 
que aborda las relaciones entre los géneros y que permite enfocar y 
comprender las desigualdades construidas socialmente entre mujeres 
y hombres y establece acciones gubernamentales para disminuir las 
brechas de desigualdad entre mujeres y hombres; 

XIII. Procuraduría: La Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal; 
XIV. Red de información de violencia contra las mujeres: El sistema de 

recolección, procesamiento y clasificación de la información pro-
ducida por las dependencias y entidades señaladas en esta Ley; 

XV. Tipos de violencia: Los distintos daños que puede ocasionar la violencia 
contra las mujeres; 

XVI. Tribunal: El Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal; 
XVII. Unidades de Atención: Las Unidades de Atención y Prevención de 

la Violencia Familiar de la Dirección de Igualdad: 
XVIII. Víctima: La mujer de cualquier edad que sufra algún tipo de violencia; 
XIX. Víctima indirecta: familiares de la víctima y/o personas que tengan 

o hayan tenido relación o convivencia con la misma y que sufran, 
hayan sufrido o se encuentren en situación de riesgo por motivo de 
la violencia ejercida contra las mujeres; 

XX. Violencia contra las mujeres: Toda acción u omisión que, basada en 
su género y derivada del uso y/o abuso del poder, tenga por objeto o 
resultado un daño o sufrimiento físico, psicológico, patrimonial, eco-
nómico, sexual o la muerte a las mujeres, tanto en el ámbito público 
como privado, que limite su acceso a una vida libre de violencia;

Artículo 4. Los principios rectores de esta Ley son: 

I. El respeto a la dignidad humana de las mujeres; 
II. La libertad y autonomía de las mujeres; 
III. La no discriminación; 
IV. La equidad de género; y 
V. La transversalidad de la perspectiva de género. 

Artículo 5. Las mujeres víctimas de cualquier tipo de violencia tendrán 
los derechos siguientes: 

I. Ser tratadas con respeto a su integridad y el ejercicio pleno de sus 
derechos; 

II. Contar con protección inmediata y efectiva por parte de las auto-
ridades cuando se encuentre en riesgo su seguridad; 

III. Recibir información veraz y suficiente que les permita decidir sobre 
las opciones de atención; 

IV. Contar con asesoría y representación jurídica gratuita y expedita; 
V. Recibir información, atención y acompañamiento médico y psicológico; 
VI. Acudir y ser recibidas con sus hijas e hijos, en los casos de violencia 

familiar, en las Casas de Emergencia y los Centros de Refugio desti-
nados para tal fin; 

VII. Ser valoradas y educadas libres de estereotipos de comportamiento 
y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad 
o subordinación; 

VIII. Acceder a procedimientos expeditos y accesibles de procuración y 
administración de justicia.

Artículo 27. El Tribunal deberá:

I. Capacitar y especializar a su personal en materia de derechos 
humanos de las mujeres; 

II. Promover a través de la capacitación del personal, la construcción 
de una cultura libre de conductas misóginas, de roles y lenguaje 
sexista que atentan contra la dignidad de las mujeres; 

III. Fomentar un ambiente laboral libre de discriminación, riesgos y 
violencia laboral, así como establecer condiciones, mecanismos e 
instancias para detectar, atender y erradicar el hostigamiento sexual 
en el lugar de trabajo; 

IV. Diseñar y promover campañas de información sobre los tipos y mo-
dalidades de la violencia contra las mujeres;
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V. Generar mecanismos y promover su implementación para la detec-
ción de violencia contra las mujeres; 

VI. Las demás que le atribuyan otros ordenamientos legales.

LEY PARA PREVENIR Y ERRADICAR LA TRATA  
DE PERSONAS, EL ABUSO SEXUAL Y LA 

EXPLOTACIÓN SEXUAL COMERCIAL INFANTIL 
PARA EL DISTRITO FEDERAL*

Artículo 1. Las disposiciones de esta Ley son de orden público e interés social 
y de observancia general en el Distrito Federal, y tiene por objeto:

I. La prevención de la trata de personas, así como el apoyo, protección, 
atención y asistencia a las víctimas de estas conductas, con la finalidad 
de garantiza r la libertad y el libre desarrollo de la personalidad de 
las personas que son víctimas o posibles víctimas, residentes o que 
han sido trasladadas al territorio del Distrito Federal;

II. La prevención contra cualquier forma de abuso sexual y explotación 
sexual comercial infantil, así como el apoyo, protección, atención y 
asistencia a las víctimas de estas conductas en el Distrito Federal, con 
la finalidad de garantizar la libertad, la seguridad sexual y el normal 
desarrollo psicosexual de los niños y niñas;

III. Fomentar el estudio, investigación y diagnóstico respecto de los 
delitos de trata de personas, el abuso sexual y la explotación sexual 
comercial infantil;

IV. Promover para toda víctima de los delitos contemplados en la pre-
sente Ley, la protección médica, psicológica y jurídica necesaria, de 
manera gratuita, especializada, interdisciplinaria, integral y expedita, 
así como la defensa del ejercicio de sus derechos;

V. Fomentar las más diversas formas de participación ciudadana en 
las políticas, programas y acciones institucionales en tomo a la pro-
blemática que representa la trata de personas y el abuso sexual y 
la explotación sexual comercial infantil, y

VI. Definir las responsabilidades de cada uno de los órganos que integran 
la Administración Pública que se vinculen con la prevención.

Artículo 6. Para los efectos de esta Ley, se entiende por:

I. Acciones de prevención: Conjunto de medidas que derivan de la 
implementación de políticas públicas que ejecuta la Administración 
Pública para evitar la consumación de los delitos de trata de personas, 
abuso sexual y explotación sexual comercial infantil, atendiendo los 
factores de riesgo en los ámbitos público y privado;

II. Acciones de protección: Aquéllas que realiza la Administración 
Pública, familia y sociedad a fin de proporcionar bienes o servicios 
a las victimas de los delitos de trata de personas, abuso sexual y 
explotación sexual comercial infantil;

III. Administración Pública: El conjunto de órganos que componen la 
administración centralizada, desconcentrada y paraestatal del 
Distrito Federal;

IV. Código Penal: El Código Penal para el Distrito Federal;
V. Comisión: La Comisión Interinstitucional para prevenir y erradicar la trata 

de personas y el abuso sexual y la explotación sexual comercial infantil;
VI. Delegaciones: Los órganos políticos-administrativos en cada una de 

las demarcaciones territoriales en que se divide el Distrito Federal;
VII. Desarrollo psicosexual: La combinación entre maduración biológica y 

aprendizaje que genera cambios tanto en la conducta sexual como 
en la personalidad, desde la infancia hasta la edad adulta;

VIII. Explotación sexual comercial infantil: La utilización de menores de edad 
para actos sexuales, con contacto físico o no, para la satisfacción de 
una persona o grupo de personas a cambio de una contraprestación;

IX. Jefe de Gobierno: El Jefe de Gobierno del Distrito Federal;
X. Ley: La Ley de trata de personas, el abuso sexual y explotación sexual 

comercial infantil para el Distrito Federal;
XI. Modalidades de explotación sexual comercial infantil: La utilización 

de menores de edad en prostitución, lenocinio, pornografía infantil, 
turismo sexual infantil y trata de menores con fines de explotación 
sexual, en términos de lo dispuesto por las disposiciones de los Títulos 
Quinto y Sexto del Código Penal;

XII. Niña o Niño: Todo ser humano menor de 18 años de edad;
XIII. Organizaciones Civiles: Aquellas que agrupan a ciudadanos, cons-

tituidas con base en al articulo 9º constitucional, que se ocupan de 
la defensa y promoción de derechos, así como del mejoramiento 
de condiciones y calidad de vida de terceros;

XIV. Organizaciones Sociales: Aquellas que agrupan a habitantes del Distrito 
Federal para la defensa, promoción y realización de sus derechos, así 
como para el mejoramiento de las condiciones de vida de sus integrantes;

* Publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 24 de octubre de 2008.
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XV. Política en materia de trata de personas, el abuso sexual y la explota-
ción sexual comercial infantil. La que realiza la Administración Pública 
y esta destinada al conjunto de los habitantes del Distrito Federal con 
el propósito de prevenir, erradicar y sancionar la trata de personas, 
el abuso sexual y la explotación sexual comercial infantil;

XVI. Procuraduría. La Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal;
XVII. Programa: El Programa para prevenir la trata de personas y el abuso 

sexual y la explotación sexual comercial infantil;
XVIII. Protocolo. Protocolo en materia de trata de personas, abuso sexual 

y explotación sexual comercial infantil en el sector turístico, y
XIX. Víctima: A la persona que haya sufrido daño psicológico o físico, 

como consecuencia de acciones u omisiones realizadas en su contra, 
tipificadas como delito y sancionadas por la legislación penal.

Articulo 18. Corresponde al Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal:

I. Entregar semestralmente a la Comisión información estadística sobre 
la incidencia en la sociedad de los delitos previstos en los Títulos Quinto 
y Sexto del Código Penal;

II. Diseñar en el marco del Programa los cursos de especialización 
y capacitación quefortalezcan los conocimientos y habilidades 
necesarios para el adecuado desempeño de la función judicial en 
el tratamiento de los delitos previstos en los Títulos Quinto y Sexto del 
Código Penal;

III. Implementar procesos actualizar y profundizar los conocimientos 
respecto del ordenamiento jurídico positivo nacional e internacio-
nal, doctrina y jurisprudencia en materia de los delitos de trata de 
personas, abuso sexual y explotación sexual comercial infantil, así 
como las modalidades de la explotación sexual comercial infantil;

IV. Garantizar que en todos los procesos judiciales que versen sobre los 
delitos previstos en esta Ley, la declaración del menor sea debida-
mente valorada, atendiendo al principio del interés superior de los 
niños, niñas y adolescentes;

V. Celebrar convenios con instituciones públicas o privadas tendientes 
a elevar la profesionalización y capacitación en el campo de la 
impartición de justicia, especialmente en torno a los delitos previstos 
en los Títulos Quinto y Sexto del Código Penal;

VI. Difundir y fomentar las acciones preventivas y de protección que se 
deriven del Programa, y 

VII. Las demás que se establezcan en esta Ley, su Reglamento o en el 
Programa.

DECLARACIÓN SOBRE LOS PRINCIPIOS 
FUNDAMENTALES DE JUSTICIA PARA LAS VÍCTIMAS 

DE DELITOS Y DEL ABUSO DE PODER*

A. Las víctimas de delitos
1. Se entenderá por “víctimas” las personas que, individual o colecti-

vamente, hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, 
sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial 
de los derechos fundamentales, como consecuencia de acciones 
u omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados 
Miembros, incluida la que proscribe el abuso de poder.

2. Podrá considerarse “víctima” a una persona, con arreglo a la presente 
Declaración, independientemente de que se identifique, aprehenda, 
enjuicie o condene al perpetrador e independientemente de la relación 
familiar entre el perpetrador y la víctima. En la expresión “víctima” se 
incluye además, en su caso, a los familiares o personas a cargo que 
tengan relación inmediata con la víctima directa y a las personas que 
hayan sufrido daños al intervenir para asistir a la víctima en peligro o 
para prevenir la victimización.

3. Las disposiciones de la presente Declaración serán aplicables a todas 
las personas sin distinción alguna, ya sea de raza, color, sexo, edad, 
idioma, religión, nacionalidad, opinión política o de otra índole, 
creencias o prácticas culturales, situación económica, nacimiento o 
situación familiar, origen étnico o social, o impedimento físico.

Acceso a la justicia y trato justo.
4. Las víctimas serán tratadas con compasión y respeto por su dignidad. 

Tendrán derecho al acceso a los mecanismos de la justicia y a una 
pronta reparación del daño que hayan sufrido, según lo dispuesto en 
la legislación nacional.

5. Se establecerá y reforzarán, cuando sea necesario, mecanismos judi-
ciales y administrativos que permitan a las víctimas obtener reparación 
mediante procedimientos oficiales u oficiosos que sean expeditos, 
justos, poco costosos y accesibles. Se informará a las víctimas de sus 
derechos para obtener reparación mediante esos mecanismos.

6. Se facilitará la adecuación de los procedimientos judiciales y admi-
nistrativos a las necesidades de las víctimas:

* Asamblea General de la ONU. Resolución 40/34, 29 de noviembre de 1985.
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a) Informando a las víctimas de su papel y del alcance, el desarrollo 
cronológico y la marcha de las actuaciones, así como de la decisión 
de sus causas, especialmente cuando se trate de delitos graves y 
cuando hayan solicitado esa información;

b) Permitiendo que las opiniones y preocupaciones de las víctimas 
sean presentadas y examinadas en etapas apropiadas de las 
actuaciones siempre que estén en juego sus intereses, sin perjuicio 
del acusado y de acuerdo con el sistema nacional de justicia penal 
correspondiente;

c) Prestando asistencia apropiada a las víctimas durante todo el proceso 
judicial;

d) Adoptando medidas para minimizar las molestias causadas a las 
víctimas, proteger su intimidad, en caso necesario, y garantizar su 
seguridad, así como la de sus familiares y la de los testigos en su favor, 
contra todo acto de intimidación y represalia;

e) Evitando demoras innecesarias en la resolución de las causas y en la 
ejecución de los mandamientos o decretos que concedan indemni-
zaciones a las víctimas.

7. Se utilizarán, cuando proceda, mecanismos oficiosos para la solución 
de controversias, incluidos la mediación, el arbitraje y las prácticas de 
justicia consuetudinaria o autóctonas, a fin de facilitar la conciliación 
y la reparación en favor de las víctimas.

Resarcimiento.
8. Los delincuentes o los terceros responsables de su conducta resarcirán 

equitativamente, cuando proceda, a las víctimas, sus familiares o las 
personas a su cargo. Ese resarcimiento comprenderá la devolución 
de los bienes o el pago por los daños o pérdidas sufridos, el reembolso 
de los gastos realizados como consecuencia de la victimización, la 
prestación de servicios y la restitución de derechos.

9. Los gobiernos revisarán sus prácticas, reglamentaciones y leyes de 
modo que se considere el resarcimiento como una sentencia posible 
en los casos penales, además de otras sanciones penales.

10. En los casos en que se causen daños considerables al medio ambien-
te, el resarcimiento que se exija comprenderá, en la medida de lo 
posible, la rehabilitación del medio ambiente, la reconstrucción de 
la infraestructura, la reposición de las instalaciones comunitarias y el 
reembolso de los gastos de reubicación cuando esos daños causen 
la disgregación de una comunidad.

11. Cuando funcionarios públicos u otros agentes que actúen a título 
oficial o cuasioficial hayan violado la legislación penal nacional, las 

víctimas serán resarcidas por el Estado cuyos funcionarios o agentes 
hayan sido responsables de los daños causados. En los casos en que 
ya no exista el gobierno bajo cuya autoridad se produjo la acción u 
omisión victimizadora, el Estado o gobierno sucesor deberá proveer 
al resarcimiento de las víctimas.

Indemnización.
12. Cuando no sea suficiente la indemnización procedente del delincuente 

o de otras fuentes, los Estados procurarán indemnizar financieramente:
a) A las víctimas de delitos que hayan sufrido importantes lesiones corpo-

rales o menoscabo de su salud física o mental como consecuencia 
de delitos graves;

b) A la familia, en particular a las personas a cargo, de las víctimas que 
hayan muerto o hayan quedado física o mentalmente incapacitadas 
como consecuencia de la victimización.

13. Se fomentará el establecimiento, el reforzamiento y la ampliación de 
fondos nacionales para indemnizar a las víctimas. Cuando proceda, 
también podrán establecerse otros fondos con ese propósito, incluidos 
los casos en los que el Estado de nacionalidad de la víctima no esté 
en condiciones de indemnizarla por el daño sufrido.

Asistencia.
14. Las víctimas recibirán la asistencia material, médica, psicológica y social 

que sea necesaria, por conducto de los medios gubernamentales, 
voluntarios, comunitarios y autóctonos.

15. Se informará a las víctimas de la disponibilidad de servicios sanitarios y 
sociales y demás asistencia pertinente, y se facilitará su acceso a ellos.

16. Se proporcionará al personal de policía, de justicia, de salud, de 
servicios sociales y demás personal interesado capacitación que lo 
haga receptivo a las necesidades de las víctimas y directrices que 
garanticen una ayuda apropiada y rápida.

17. Al proporcionar servicios y asistencia a las víctimas, se prestará 
atención a las que tengan necesidades especiales por la índole 
de los daños sufridos o debido a factores como los mencionados 
en el párrafo 3 supra.

B. Las víctimas del abuso de poder
18. Se entenderá por “víctimas” las personas que, individual o colecti-

vamente, hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, 
sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial 
de sus derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u 
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omisiones que no lleguen a constituir violaciones del derecho penal 
nacional, pero violen normas internacionalmente reconocidas relativas 
a los derechos humanos.

19. Los Estados considerarán la posibilidad de incorporar a la legislación 
nacional normas que proscriban los abusos de poder y proporcionen 
remedios a las víctimas de esos abusos. En particular, esos remedios 
incluirán el resarcimiento y la indemnización, así como la asistencia y 
el apoyo materiales, médicos, psicológicos y sociales necesarios.

20. Los Estados considerarán la posibilidad de negociar tratados interna-
cionales multilaterales relativos a las víctimas, definidas en el párrafo 18.

21. Los Estados revisarán periódicamente la legislación y la práctica vi-
gentes para asegurar su adaptación a las circunstancias cambiantes, 
promulgarán y aplicarán, en su caso, leyes por las cuales se prohíban 
los actos que constituyan graves abusos de poder político o econó-
mico y se fomenten medidas y mecanismos para prevenir esos actos, 
y establecerán derechos y recursos adecuados para las víctimas de 
tales actos, facilitándoles su ejercicio.

2005/30. PRINCIPIOS Y DIRECTRICES BÁSICOS
SOBRE EL DERECHO DE LAS VÍCTIMAS DE

VIOLACIONES MANIFIESTAS DE LAS NORMAS
INTERNACIONALES DE DERECHOS HUMANOS

Y VIOLACIONES GRAVES DEL DERECHO
INTERNACIONAL HUMANITARIO A INTERPONER

RECURSOS Y OBTENER REPARACIONES*

El Consejo Económico y Social,

Tomando nota de la resolución 2005/35 de la Comisión de Derechos Humanos, 
de 19 de abril de 2005, en la que la Comisión aprobó el texto de los Principios 
y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las 
normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario a interponer recusos y obtener reparaciones,

1. Expresa su agradecimiento a la Comisión por la aprobación de los 
Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y del 
derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener 
reparaciones;

2. Aprueba los Principios y directrices básicos contenidos en el anexo  
a la presente resolución;

3. Recomienda a la Asamblea General que apruebe los Principios  
y directrices básicos.

38ª sesión plenaria
25 de julio de 2005

Anexo
Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de viola-
ciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos  
y obtener reparaciones.

Preámbulo
La Comisión de Derechos Humanos, Recordando las disposiciones que reco-
nocen el derecho a un recurso a las víctimas de violaciones de las normas 
internacionales de derechos humanos, disposiciones que figuran en numero-
sos instrumentos internacionales, en particular el artículo 8 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos,1 el artículo 2 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos,2 el artículo 6 de la Convención Internacional sobre 
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial,3 el artículo 14 de 
la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes,4 el artículo 39 de la Convención sobre los Derechos del Niño,5 

así como a las víctimas de violaciones del derecho internacional humanitario, 
disposiciones que figuran en el artículo 3 de la Convención de La Haya de 
18 de octubre de 1907, relativa a las leyes y costumbres de la guerra terrestre 
(Convención No. IV),6 en el artículo 91 del Protocolo adicional de los Convenios 

* Los textos definitivos se publicaron en Documentos Oficiales del Consejo Económico 

y Social, 2005, Suplemento No. 1 (E/2005/99).

1 Resolución 217 A (III) de la Asamblea General.

2 Véase la resolución 2200 A (XXI) de la Asamblea General, anexo.

3 Resolución 2106 A (XX) de la Asamblea General, anexo.

4 Naciones Unidas Treaty Series, vol. 1465, No. 24841.

5 Ibíd., vol. 1577, No. 27531.

6  Véase Dotación Carnegie para la Paz Internacional, Las Convenciones y Declaraciones 

de La Haya de 1899 y 1907 (Nueva York, Oxford University Press, 1915).
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de Ginebra de 12 de agosto de 1949, relativo a la protección de las víctimas 
de los conflictos armados internacionales (Protocolo I),7 de 8 de junio de 1977, 
y en los artículos 68 y 75 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional.8

Recordando las disposiciones que reconocen el derecho a un recurso a las 
víctimas de violaciones de las normas internacionales de derechos humanos en 
diversos convenios regionales, en particular el artículo 7 de la Carta Africana 
de Derechos Humanos y de los Pueblos, el artículo 25 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos y el artículo 13 del Convenio Europeo para 
la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales,

Recordando la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia 
para las víctimas de delitos y del abuso de poder, resultante de los debates del 
Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento 
del Delincuente, así como la resolución 40/34, de 29 de noviembre de 1985, en 
la que la Asamblea General aprobó el texto recomendado en ese Congreso,

Reafirmando los principios enunciados en la Declaración sobre los prin-
cipios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de 
poder, entre ellos que las víctimas serán tratadas con compasión y respeto 
a su dignidad, que se respetará plenamente su derecho a acceder a los 
mecanismos de justicia y reparación, y que se fomentará el establecimiento, 
fortalecimiento y ampliación de fondos nacionales para indemnizar a las 
víctimas, juntamente con el rápido establecimiento de derechos y recursos 
apropiados para ellas,

Observando que el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional109 
requiere el establecimiento de “principios aplicables a la reparación, incluidas 
la restitución, la indemnización y la rehabilitación”, obliga a la Asamblea de 
los Estados Partes a establecer un fondo fiduciario en beneficio de las víctimas 
de crímenes que son de la competencia de la Corte, así como en beneficio 
de sus familias, y encomienda a la Corte que adopte las medidas adecuadas 
“para proteger la seguridad, el bienestar físico y psicológico, la dignidad y la 
vida privada de las víctimas” y que permita la participación de éstas en todas 
“las fases del juicio que considere conveniente”,

Afirmando que los principios y directrices aquí enunciados se aplican a las 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos 
y a las violaciones graves del derecho internacional humanitario, que por su 
carácter muy grave constituyen una afrenta a la dignidad humana,

Destacando que los principios y directrices que figuran en el presente docu-
mento no entrañan nuevas obligaciones jurídicas internacionales o nacionales, 
sino que indican mecanismos, modalidades, procedimientos y métodos para 
el cumplimiento de las obligaciones jurídicas existentes conforme a las normas 
internacionales de derechos humanos y al derecho internacional humanitario, 
que son complementarios, aunque diferentes en su contenido,

Recordando que el derecho internacional contiene la obligación de 
enjuiciar a los perpetradores de determinados crímenes internacionales 
conforme a las obligaciones

internacionales de los Estados y a los requisitos del derecho interno o conforme 
a lo dispuesto en los estatutos aplicables de los órganos judiciales internacionales, 
y que la obligación de enjuiciar refuerza las obligaciones jurídicas internacionales 
que deben cumplirse de conformidad con los requisitos y procedimientos jurídicos 
nacionales y favorece el concepto de complementariedad, 

Observando asimismo que las formas contemporáneas de victimización, 
aunque dirigidas esencialmente contra personas, pueden estar dirigidas 
además contra grupos de personas, tomadas como objetivo colectivamente,

Reconociendo que, al hacer valer el derecho de las víctimas a interponer 
recursos y obtener reparaciones, la comunidad internacional hace honor a 
su palabra respecto del sufrimiento de las víctimas, los supervivientes y las 
generaciones futuras, y reafirma los principios jurídicos internacionales de 
responsabilidad, justicia y Estado de derecho,

Convencida de que, al adoptar un enfoque orientado a las víctimas, la 
comunidad internacional afirma su solidaridad humana con las víctimas de 
violaciones del derecho internacional, incluidas violaciones de las normas 
internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario, 
así como con la humanidad en general, de conformidad con los siguientes 
principios y directrices básicos.

Aprueba los siguientes Principios básicos:

I. Obligación de respetar, asegurar que se respeten y aplicar las normas 
internacionales de derechos humanos y el derecho internacional humanitario

1. La obligación de respetar, asegurar que se respeten y aplicar las 
normas internacionales de derechos humanos y el derecho interna-
cional humanitario según lo previsto en los respectivos ordenamientos 
jurídicos dimana de:

a) Los tratados en los que un Estado sea Parte;
b) El derecho internacional consuetudinario;
c) El derecho interno de cada Estado.

7 Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1125, No. 17512.

8 Documentos Oficiales de la Conferencia Diplómática de Plenipotenciarios de las Naciones 

Unidas sobre el establecimiento de una corte penal internacional, Roma, 15 de junio 

a 17 de julio de 1998, vol. I: Documentos finales, secc. A.
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2. Si no lo han hecho ya, los Estados se asegurarán, según requiere el 
derecho internacional, de que su derecho interno sea compatible 
con sus obligaciones jurídicas internacionales del modo siguiente:

a) Incorporando las normas internacionales de derechos humanos y el 
derecho internacional humanitario a su derecho interno o aplicán-
dolas de otro modo en su ordenamiento jurídico interno;

b) Adoptando procedimientos legislativos y administrativos apropiados y 
eficaces y otras medidas apropiadas que den un acceso equitativo, 
efectivo y rápido a la justicia;

c) Disponiendo para las víctimas los recursos suficientes, eficaces, rápidos 
y apropiados que se definen más abajo, incluida la reparación;

d) Asegurando que su derecho interno proporcione como mínimo el 
mismo grado de protección a las víctimas que imponen sus obliga-
ciones internacionales.

II. Alcance de la obligación

3. La obligación de respetar, asegurar que se respeten y aplicar las 
normas internacionales de derechos humanos y el derecho interna-
cional humanitario según lo previsto en los respectivos ordenamientos 
jurídicos comprende, entre otros, el deber de:

a) Adoptar disposiciones legislativas y administrativas y otras medidas 
apropiadas para impedir las violaciones;

b) Investigar las violaciones de forma eficaz, rápida, completa e imparcial 
y, en su caso, adoptar medidas contra los presuntos responsables de 
conformidad con el derecho interno e internacional;

c) Dar a quienes afirman ser víctimas de una violación de sus derechos 
humanos o del derecho humanitario un acceso equitativo y efectivo 
a la justicia, como se describe más adelante, con independencia 
de quién resulte ser en definitiva el responsable de la violación; y

d) Proporcionar a las víctimas recursos eficaces, incluso reparación, 
como se describe más adelante.

III. Violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos 
y violaciones graves del derecho internacional humanitario que constituyen 
crímenes en virtud del derecho internacional

4. En los casos de violaciones manifiestas de las normas internacionales 
de derechos humanos y violaciones graves del derecho internacional 

humanitario que constituyen crímenes en virtud del derecho interna-
cional, los Estados tienen la obligación de investigar y, si hay pruebas 
suficientes, enjuiciar a las personas presuntamente responsables de las 
violaciones y, si se las declara culpables, la obligación de castigarlas. 
Además, en estos casos los Estados deberán, en conformidad con el 
derecho internacional, cooperar mutuamente y ayudar a los órga-
nos judiciales internacionales competentes a investigar y perseguir 
penalmente tales violaciones.

5. Con tal fin, cuando así lo disponga un tratado aplicable o lo exija 
otra obligación jurídica internacional, los Estados incorporarán o apli-
carán de otro modo dentro de su derecho interno las disposiciones 
apropiadas relativas a la jurisdicción universal. Además, cuando así 
lo disponga un tratado aplicable o lo exija otra obligación jurídica 
internacional, los Estados deberán facilitar la extradición o entrega de 
los culpables a otros Estados y a los órganos judiciales internacionales 
competentes y prestar asistencia judicial y otras formas de coopera-
ción para la administración de la justicia internacional, en particular 
asistencia y protección a las víctimas y a los testigos, conforme a las 
normas jurídicas internacionales de derechos humanos y sin perjuicio 
de disposiciones jurídicas internacionales tales como las relativas a 
la prohibición de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes.

IV. Prescripción

6. Cuando así se disponga en un tratado aplicable o forme parte de otras 
obligaciones jurídicas internacionales, no prescribirán las violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos ni 
las violaciones graves del derecho internacional humanitario que 
constituyan crímenes en virtud del derecho internacional.

7. Las disposiciones nacionales sobre la prescripción de otros tipos 
de violaciones que no constituyan crímenes en virtud del derecho 
internacional, incluida la prescripción de las acciones civiles y otros 
procedimientos, no deberían ser excesivamente restrictivas.

V. Víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de dere-
chos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario

8. A los efectos del presente documento, se entenderá por víctima a 
toda persona que haya sufrido daños individual o colectivamente, 
incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdidas 
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económicas o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, 
como consecuencia de acciones u omisiones que constituyan una 
violación manifiesta de las normas internacionales de derechos hu-
manos o una violación grave del derecho internacional humanitario. 
Cuando corresponda, y en conformidad con el derecho interno, el 
término “víctima” también comprenderá a la familia inmediata o las 
personas a cargo de la víctima directa y a las personas que hayan 
sufrido daños al intervenir para prestar asistencia a víctimas en peligro 
o para impedir la victimización.

9. Una persona será considerada víctima con independencia de si el autor 
de la violación ha sido identificado, aprehendido, juzgado o condenado 
y de la relación familiar que pueda existir entre el autor y la víctima.

VI. Tratamiento de las víctimas

10. Las víctimas deben ser tratadas con humanidad y respeto de su 
dignidad y sus derechos humanos, y han de adoptarse las medi-
das apropiadas para garantizar su seguridad, su bienestar físico y 
psicológico y su intimidad, así como los de sus familias. El Estado 
debe velar por que, en la medida de lo posible, su derecho interno 
disponga que las víctimas de violencias o traumas gocen de una 
consideración y atención especiales, para que los procedimientos 
jurídicos y administrativos destinados a hacer justicia y conceder una 
reparación no den lugar a un nuevo trauma.

VII. Derecho de las víctimas a disponer de recursos

11. Entre los recursos contra las violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y las violaciones graves del 
derecho internacional humanitario figuran los siguientes derechos 
de la víctima, conforme a lo previsto en el derecho internacional:

a) Acceso igual y efectivo a la justicia;
b) Reparación adecuada, efectiva y rápida del daño sufrido;
c) Acceso a información pertinente sobre las violaciones y los meca-

nismos de reparación.

VIII. Acceso a la justicia

12. La víctima de una violación manifiesta de las normas internacionales de 
derechos humanos o de una violación grave del derecho internacional 

humanitario tendrá un acceso igual a un recurso judicial efectivo, 
conforme a lo previsto en el derecho internacional. Otros recursos de 
que dispone la víctima son el acceso a órganos administrativos y de 
otra índole, así como a mecanismos, modalidades y procedimientos 
utilizados conforme al derecho interno. Las obligaciones resultantes 
del derecho internacional para asegurar el derecho al acceso a la 
justicia y a un procedimiento justo e imparcial deberán reflejarse en 
el derecho interno. A tal efecto, los Estados deben:

a) Dar a conocer, por conducto de mecanismos públicos y privados, 
información sobre todos los recursos disponibles contra las violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y 
las violaciones graves del derecho internacional humanitario;

b) Adoptar medidas para minimizar los inconvenientes a las víctimas y 
sus representantes, proteger su intimidad contra injerencias ilegítimas 
según proceda y protegerlas de actos de intimidación y represalia, 
así como a sus familiares y testigos, antes, durante y después del 
procedimiento judicial, administrativo o de otro tipo que afecte a 
los intereses de las víctimas;

c) Facilitar asistencia apropiada a las víctimas que tratan de acceder 
a la justicia;

d) Utilizar todos los medios jurídicos, diplomáticos y consulares apropiados 
para que las víctimas puedan ejercer su derecho a interponer recursos 
por violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 
humanos o por violaciones graves del derecho internacional humanitario.

13. Además del acceso individual a la justicia, los Estados han de procu-
rar establecer procedimientos para que grupos de víctimas puedan 
presentar demandas de reparación y obtener reparación, según 
proceda.

14. Los recursos adecuados, efectivos y rápidos contra las violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o 
las violaciones graves del derecho internacional humanitario han 
de comprender todos los procedimientos internacionales disponibles 
y apropiados a los que tenga derecho una persona y no deberían 
redundar en detrimento de ningún otro recurso interno.

IX. Reparación de los daños sufridos

15. Una reparación adecuada, efectiva y rápida tiene por finalidad pro-
mover la justicia, remediando las violaciones manifiestas de las normas 
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internacionales de derechos humanos o las violaciones graves del 
derecho internacional humanitario. La reparación ha de ser propor-
cional a la gravedad de las violaciones y al daño sufrido. Conforme 
a su derecho interno y a sus obligaciones jurídicas internacionales, 
los Estados concederán reparación a las víctimas por las acciones u 
omisiones que puedan atribuirse al Estado y constituyan violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o 
violaciones graves del derecho internacional humanitario. Cuando 
se determine que una persona natural o jurídica u otra entidad 
está obligada a dar reparación a una víctima, la parte responsable 
deberá conceder reparación a la víctima o indemnizar al Estado si 
éste hubiera ya dado reparación a la víctima.

16. Los Estados han de procurar establecer programas nacionales de 
reparación y otra asistencia a las víctimas cuando el responsable 
de los daños sufridos no pueda o no quiera cumplir sus obligaciones.

17. Los Estados ejecutarán, con respecto a las reclamaciones de las 
víctimas, las sentencias de sus tribunales que impongan reparacio-
nes a las personas o entidades responsables de los daños sufridos, y 
procurarán ejecutar las sentencias extranjeras válidas que impongan 
reparaciones con arreglo al derecho interno y a las obligaciones 
jurídicas internacionales. Con ese fin, los Estados deben establecer 
en su derecho interno mecanismos eficaces para la ejecución de 
las sentencias que obliguen a reparar daños.

18. Conforme al derecho interno y al derecho internacional, y teniendo 
en cuenta las circunstancias de cada caso, se debería dar a las 
víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la 
violación y a las circunstancias de cada caso, una reparación plena 
y efectiva, según se indica en los principios 19 a 23, en las formas 
siguientes: restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y 
garantías de no repetición.

19. La restitución, siempre que sea posible, ha de devolver a la víctima a la 
situación anterior a la violación manifiesta de las normas internacionales 
de derechos humanos o la violación grave del derecho internacio-
nal humanitario. La restitución comprende, según corresponda, el 
restablecimiento de la libertad, el disfrute de los derechos humanos, 
la identidad, la vida familiar y la ciudadanía, el regreso a su lugar de 
residencia, la reintegración en su empleo y la devolución de sus bienes.

20. La indemnización ha de concederse, de forma apropiada y propor-
cional a la gravedad de la violación y a las circunstancias de cada 

caso, por todos los perjuicios económicamente evaluables que sean 
consecuencia de violaciones manifiestas de las normas internacionales 
de derechos humanos o violaciones graves del derecho internacional 
humanitario, tales como los siguientes:

a) El daño físico o mental;
b) La pérdida de oportunidades, en particular las de empleo, educación 

y prestaciones sociales;
c) Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante;
d) Los perjuicios morales;
e) Los gastos de asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y 

servicios médicos y servicios psicológicos y sociales.
21. La rehabilitación ha de incluir la atención médica y psicológica, así 

como servicios jurídicos y sociales.
22. La satisfacción ha de incluir, cuando sea pertinente y procedente, 

la totalidad o parte de las medidas siguientes:
a) Medidas eficaces para conseguir la cesación de las violaciones 

continuadas;
b) La verificación de los hechos y la revelación pública y completa de 

la verdad, en la medida en que esa revelación no provoque más 
daños o amenace la seguridad y los intereses de la víctima, de sus 
familiares, de los testigos o de personas que han intervenido para 
ayudar a la víctima o impedir que se produzcan nuevas violaciones;

c) La búsqueda de las personas desaparecidas, de las identidades de 
los niños secuestrados y de los cadáveres de las personas asesinadas, 
y la ayuda para recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos según 
el deseo explícito o presunto de la víctima o las prácticas culturales 
de su familia y comunidad;

d) Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dig-
nidad, la reputación y los derechos de la víctima y de las personas 
estrechamente vinculadas a ella;

e) Una disculpa pública que incluya el reconocimiento de los hechos 
y la aceptación de responsabilidades;

f) La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los respon-
sables de las violaciones;

g) Conmemoraciones y homenajes a las víctimas;
h) La inclusión de una exposición precisa de las violaciones ocurridas en 

la enseñanza de las normas internacionales de derechos humanos 
y del derecho internacional humanitario, así como en el material 
didáctico a todos los niveles.
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23. Las garantías de no repetición han de incluir, según proceda, la to-
talidad o parte de las medidas siguientes, que también contribuirán 
a la prevención:

a) El ejercicio de un control efectivo de las autoridades civiles sobre las 
fuerzas armadas y de seguridad;

b) La garantía de que todos los procedimientos civiles y militares se ajus-
tan a las normas internacionales relativas a las garantías procesales, 
la equidad y la imparcialidad;

c) El fortalecimiento de la independencia del poder judicial;
d) La protección de los profesionales del derecho, la salud y la asistencia 

sanitaria, la información y otros sectores conexos, así como de los 
defensores de los derechos humanos;

e) La educación, de modo prioritario y permanente, de todos los sectores 
de la sociedad respecto de los derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario y la capacitación en esta materia de los 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como de las 
fuerzas armadas y de seguridad;

f) La promoción de la observancia de los códigos de conducta y de 
las normas éticas, en particular las normas internacionales, por los 
funcionarios públicos, inclusive el personal de las fuerzas de seguridad, 
los establecimientos penitenciarios, los medios de información, la salud, 
la psicología, los servicios sociales y las fuerzas armadas, además del 
personal de empresas comerciales;

g) La promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar y resolver 
los conflictos sociales;

h) La revisión y reforma de las leyes que contribuyan a las violaciones 
manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y 
a las violaciones graves del derecho humanitario o las permitan.

X. Acceso a información pertinente sobre violaciones y mecanismos de 
reparación

24. Los Estados han de arbitrar medios de informar al público en gene-
ral, y en particular a las víctimas de violaciones manifiestas de las 
normas internacionales de derechos humanos y violaciones graves 
del derecho internacional humanitario, de los derechos y recursos 
que se tratan en los presentes principios y directrices y de todos los 
servicios jurídicos, médicos, psicológicos, sociales, administrativos y 
de otra índole a los que pueden tener derecho las víctimas. Además, 
las víctimas y sus representantes han de tener derecho a solicitar y 

obtener información sobre las causas de su victimización y sobre las 
causas y condiciones de las violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos y de las violaciones graves del 
derecho internacional humanitario, así como a conocer la verdad 
acerca de esas violaciones.

XI. No discriminación

25. La aplicación e interpretación de los presentes principios y directrices 
se ajustará sin excepción a las normas internacionales de derechos 
humanos y al derecho internacional humanitario, sin discriminación 
de ninguna clase ni por ningún motivo.

XII. No suspensión

26. Nada de lo dispuesto en los presentes principios y directrices se interpre-
tará en el sentido de que restringe o suspende la validez de cualquiera 
de los derechos u obligaciones dimanantes del derecho interno y del 
derecho internacional. En particular, se entiende que los presentes 
principios y directrices se aplicarán sin perjuicio del derecho de las 
víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones. Se entiende 
además que los presentes principios y directrices se aplicarán sin perjuicio 
de las normas especiales del derecho internacional.

XIII. Derechos de otras personas

27. Nada de lo dispuesto en el presente documento se interpretará en 
el sentido de que menoscaba los derechos internacional o nacional-
mente protegidos de otras personas, en particular el derecho de las 
personas acusadas a beneficiarse de las normas aplicables relativas 
a las garantías procesales.
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CÓDIGO DE CONDUCTA PARA FUNCIONARIOS 
ENCARGADOS DE HACER CUMPLIR LA LEY*

Artículo 1. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley cumplirán en 
todo momento los deberes que les impone la ley, sirviendo a su comunidad y 
protegiendo a todas las personas contra actos ilegales, en consonancia con 
el alto grado de responsabilidad exigido por su profesión.

Comentario:
a) La expresión “funcionarios encargados de hacer cumplir la ley” in-

cluye a todos los agentes de la ley, ya sean nombrados o elegidos, 
que ejercen funciones de policía, especialmente las facultades de 
arresto o detención.

b) En los países en que ejercen las funciones de policía autoridades 
militares, ya sean uniformadas o no, o fuerzas de seguridad del Esta-
do, se considerará que la definición de funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley comprende a los funcionarios de esos servicios.

c) En el servicio a la comunidad se procura incluir especialmente la 
prestación de servicios de asistencia a los miembros de la comunidad 
que, por razones personales, económicas, sociales o emergencias 
de otra índole, necesitan ayuda inmediata.

d) Esta disposición obedece al propósito de abarcar no solamente 
todos los actos violentos, de depredación y nocivos, sino también 
toda la gama de prohibiciones previstas en la legislación penal. Se 
extiende, además, a la conducta de personas que no pueden incurrir 
en responsabilidad penal.

Artículo 2. En el desempeño de sus tareas, los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley respetarán y protegerán la dignidad humana y mantendrán y 
defenderán los derechos humanos de todas las personas.

Comentario:
a) Los derechos humanos de que se trata están determinados y protegi-

dos por el derecho nacional y el internacional. Entre los instrumentos 
internacionales pertinentes están la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la 
Declaración sobre la Protección de todas las Personas contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, la 

Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación racial, la Convención Internacional 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, la 
Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen 
de Apartheid, la Convención para la Prevención y la Sanción del 
Delito de Genocidio, las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los 
Reclusos y la Convención de Viena sobre relaciones consulares.

b) En los comentarios de los distintos países sobre esta disposición deben 
indicarse las disposiciones regionales o nacionales que determinen 
y protejan esos derechos.

Artículo 3. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley podrán usar 
la fuerza sólo cuando sea estrictamente necesario y en la medida que lo 
requiera el desempeño de sus tareas.

Comentario:
a) En esta disposición se subraya que el uso de la fuerza por los funcio-

narios encargados de hacer cumplir la ley debe ser excepcional; si 
bien implica que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 
pueden ser autorizados a usar la fuerza en la medida en que razona-
blemente sea necesario, según las circunstancias para la prevención 
de un delito, para efectuar la detención legal de delincuentes o de 
presuntos delincuentes o para ayudar a efectuarla, no podrá usarse 
la fuerza en la medida en que exceda estos límites.

b) El derecho nacional restringe ordinariamente el uso de la fuerza por 
los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, de conformidad 
con un principio de proporcionalidad. Debe entenderse que esos 
principios nacionales de proporcionalidad han de ser respetados 
en la interpretación de esta disposición. En ningún caso debe inter-
pretarse que esta disposición autoriza el uso de un grado de fuerza 
desproporcionado al objeto legítimo que se ha de lograr.

c) El uso de armas de fuego se considera una medida externa. Deberá 
hacerse todo lo posible por excluir el uso de armas de fuego, espe-
cialmente contra niños. En general, no deberán emplearse armas de 
fuego excepto cuando un presunto delincuente ofrezca resistencia 
armada o ponga en peligro, de algún otro modo, la vida de otras 
personas y no pueda reducirse o detenerse al presunto delincuente 
aplicando medidas menos extremas. En todo caso en que se dispare 
un arma de fuego, deberá informarse inmediatamente a las autori-
dades competentes.

* Asamblea General de la ONU. Resolución 34/169, 17 de diciembre de 1979.
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Artículo 4. Las cuestiones de carácter confidencial de que tengan conoci-
miento los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley se mantendrán 
en secreto, a menos que el cumplimiento del deber o las necesidades de la 
justicia exijan estrictamente lo contrario.

Comentario:
Por la naturaleza de sus funciones, los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley obtienen información que puede referirse a la vida privada 
de las personas o redundar en perjuicio de los intereses, especialmente la 
reputación, de otros. Se tendrá gran cuidado en la protección y el uso de 
tal información, que sólo debe revelarse en cumplimiento del deber o para 
atender las necesidades de la justicia. Toda revelación de tal información con 
otros fines es totalmente impropia.

Artículo 5. Ningún funcionario encargado de hacer cumplir la ley podrá 
infligir, instigar o tolerar ningún acto de tortura u otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, ni invocar la orden de un superior o circunstancias 
especiales, como estado de guerra o amenaza de guerra, amenaza a la 
seguridad nacional, inestabilidad política interna, o cualquier otra emergen-
cia pública, como justificación de la tortura u otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes.

Comentario:
a) Esta prohibición dimana de la Declaración sobre la Protección de 

Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, aprobada por la Asamblea General, y 
en la que se estipula que:

 “[Todo acto de esa naturaleza], constituye una ofensa a la digni-
dad humana y será condenado como violación de los propósitos 
de la Carta de las Naciones Unidas y de los derechos humanos y 
libertades fundamentales proclamados en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos [y otros instrumentos internacionales de 
derechos humanos].”

b) En la Declaración se define la tortura de la siguiente manera:
 “[...] se entenderá por tortura todo acto por el cual el funcionario 

público, u otra persona a instigación suya, inflija intencionalmente a 
una persona penas o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, 
con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una con-
fesión, de castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche 
que haya cometido, o de intimidar a esa persona o a otras. No se 
considerarán torturas las penas o sufrimientos que sean consecuencia 

únicamente de la privación legítima de la libertad, o sean inherentes 
o incidentales a ésta, en la medida en que estén en consonancia 
con las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos.”

c) El término “tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes” no ha 
sido definido por la Asamblea General, pero deberá interpretarse 
que extiende la protección más amplia posible contra todo abuso, 
sea físico o mental.

Artículo 6. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley asegurarán 
la plena protección de la salud de las personas bajo su custodia y, en par-
ticular, tomarán medidas inmediatas para proporcionar atención médica 
cuando se precise.

Comentario:
a) La “atención médica”, que se refiere a los servicios que presta cualquier 

tipo de personal médico, incluidos los médicos en ejercicio inscritos 
en el colegio respectivo y el personal paramédico, se proporcionará 
cuando se necesite o solicite.

b) Si bien es probable que el personal médico esté adscrito a los órganos 
de cumplimiento de la ley, los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley deben tener en cuenta la opinión de ese personal 
cuando recomiende que se dé a la persona en custodia el trata-
miento apropiado por medio de personal médico no adscrito a los 
órganos de cumplimiento de la ley o en consulta con él.

c) Se entiende que los funcionarios encargados de hacer cumplir la 
ley proporcionarán también atención médica a las víctimas de una 
violación de la ley o de un accidente ocurrido en el curso de una 
violación de la ley.

Artículo 7. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no cometerán 
ningún acto de corrupción. También se opondrán rigurosamente a todos los 
actos de esa índole y los combatirán.

Comentario:
a) Cualquier acto de corrupción, lo mismo que cualquier otro abuso de 

autoridad, es incompatible con la profesión de funcionario encar-
gado de hacer cumplir la ley. Debe aplicarse la ley con todo rigor a 
cualquier funcionario encargado de hacerla cumplir que cometa 
un acto de corrupción, ya que los gobiernos no pueden pretender 
hacer cumplir la ley a sus ciudadanos si no pueden, o no quieren, 
aplicarla contra sus propios agentes y en sus propios organismos.
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b) Si bien la definición de corrupción deberá estar sujeta al derecho 
nacional, debe entenderse que abarca tanto la comisión u omisión 
de un acto por parte del responsable, en el desempeño de sus 
funciones o con motivo de éstas, en virtud de dádivas, promesas 
o estímulos, exigidos o aceptados, como la recepción indebida de 
éstos una vez realizado u omitido el acto.

c) Debe entenderse que la expresión “acto de corrupción” anteriormente 
mencionada abarca la tentativa de corrupción.

Artículo 8. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley respetarán 
la ley y el presente Código. También harán cuanto esté a su alcance por 
impedir toda violación de ellos y por oponerse rigurosamente a tal violación.

Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley que tengan motivos 
para creer que se ha producido o va a producirse una violación del presen-
te Código informarán de la cuestión a sus superiores y, si fuere necesario, a 
cualquier otra autoridad u organismo apropiado que tenga atribuciones de 
control o correctivas.

Comentario:
a) El presente Código se aplicará en todos los casos en que se haya 

incorporado a la legislación o la práctica nacionales. Si la legislación o 
la práctica contienen disposiciones más estrictas que las del presente 
Código, se aplicarán esas disposiciones más estrictas.

b) El artículo tiene por objeto mantener el equilibrio entre la necesidad 
de que haya disciplina interna en el organismo del que dependa 
principalmente la seguridad pública, por una parte, y la de hacer 
frente a las violaciones de los derechos humanos básicos, por otra. 
Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley informarán de 
las violaciones a sus superiores inmediatos y sólo adoptarán otras 
medidas legítimas sin respetar la escala jerárquica si no se dispone 
de otras posibilidades de rectificación o si éstas no son eficaces. Se 
entiende que no se aplicarán sanciones administrativas ni de otro 
tipo a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley por haber 
informado de que ha ocurrido o va a ocurrir una violación del presente 
Código.

c) El término “autoridad u organismo apropiado que tenga atribuciones 
de control o correctivas” se refiere a toda autoridad o todo organis-
mo existente con arreglo a la legislación nacional, ya forme parte 
del órgano de cumplimiento de la ley o sea independiente de éste, 
que tenga facultades estatutarias, consuetudinarias o de otra índole 

para examinar reclamaciones y denuncias de violaciones dentro del 
ámbito del presente Código.

d) En algunos países puede considerarse que los medios de información 
para las masas cumplen funciones de control análogas a las descritas 
en el inciso c supra. En consecuencia, podría estar justificado que los 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, como último recurso 
y con arreglo a las leyes y costumbres de su país y a las disposiciones 
del artículo 4 del presente Código, señalaran las violaciones a la 
atención de la opinión pública a través de los medios de información 
para las masas.

e) Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley que observen 
las disposiciones del presente Código merecen el respeto, el apoyo 
total y la colaboración de la comunidad y del organismo de ejecu-
ción de la ley en que prestan sus servicios, así como de los demás 
funcionarios encargados de hacer cumplir la ley.

CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, 
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA 

LA MUJER “CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”*

ERNESTO ZEDILLO PONCE DE LEÓN, PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXI-
CANOS, a sus habitantes, sabed:

El cuatro de junio de mil novecientos noventa y cinco, el Plenipotenciario de 
los Estados Unidos Mexicanos, debidamente autorizado al efecto, firmó ad 
referéndum, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradi-
car la Violencia Contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”, adoptada 
en la ciudad de Belém do Pará, Brasil, el nueve de junio de mil novecientos 
noventa y cuatro.
La citada Convención fue aprobada por la Cámara de Senadores del Ho-
norable Congreso de la Unión, el veintiséis de noviembre de mil novecientos 
noventa y seis, según decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación 
del doce de diciembre del propio año.

* Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de enero de 1999.
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El instrumento de ratificación, firmado por mí el diecinueve de junio de mil 
novecientos noventa y ocho, fue depositado ante la Secretaría General de 
la Organización de los Estados Americanos, el doce de noviembre del propio 
año, de conformidad con el artículo 16 de la Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención 
de Belém do Pará”.

Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo 
dispuesto en la fracción I del artículo 89 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, promulgo el presente Decreto, en la residencia 
del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, el 
cuatro de diciembre de mil novecientos noventa y ocho.- Ernesto Zedillo 
Ponce de León.- Rúbrica.- La Secretaria del Despacho de Relaciones Ex-
teriores, Rosario Green.- Rúbrica.

CARLOS A. DE ICAZA GONZÁLEZ, SUBSECRETARIO DE RELACIONES EXTERIORES 
PARA AMÉRICA LATINA Y ASIA-PACÍFICO, CERTIFICA:

Que en los archivos de esta Secretaría obra copia certificada de la Conven-
ción Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer “Convención de Belém do Pará”, adoptada en la ciudad de Belém 
do Pará, Brasil, el nueve de junio de mil novecientos noventa y cuatro, cuyo 
texto en español es el siguiente:

CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR 
LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER “CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE CONVENCIÓN,
RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido 
consagrado en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y reafirmado 
en otros instrumentos internacionales y regionales;
AFIRMANDO que la violencia contra la mujer constituye una violación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales y limita total o parcialmente 
a la mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de tales derechos y libertades;
PREOCUPADOS porque la violencia contra la mujer es una ofensa a la digni-
dad humana y una manifestación de las relaciones de poder históricamente 
desiguales entre mujeres y hombres;
RECORDANDO la Declaración sobre la Erradicación de la Violencia contra 
la Mujer, adoptada por la Vigesimoquinta Asamblea de Delegadas de la 
Comisión Interamericana de Mujeres, y afirmando que la violencia contra la 
mujer trasciende todos los sectores de la sociedad independientemente de 

su clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, 
edad o religión y afecta negativamente sus propias bases;
CONVENCIDOS de que la eliminación de la violencia contra la mujer es condi-
ción indispensable para su desarrollo individual y social y su plena e igualitaria 
participación en todas las esferas de vida, y
CONVENCIDOS de que la adopción de una convención para prevenir, san-
cionar y erradicar toda forma de violencia contra la mujer, en el ámbito de la 
Organización de los Estados Americanos, constituye una positiva contribución 
para proteger los derechos de la mujer y eliminar las situaciones de violencia 
que puedan afectarlas,

HAN CONVENIDO en lo siguiente:

CAPÍTULO I DEFINICIÓN Y ÁMBITO DE APLICACIÓN
Artículo 1. Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia 
contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause 
muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el 
ámbito público como en el privado.

Artículo 2. Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia 
física, sexual y psicológica:

a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cual-
quier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o 
haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, 
entre otros, violación, maltrato y abuso sexual;

b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier 
persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, 
tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso 
sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, 
establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y

c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde-
quiera que ocurra.

CAPÍTULO II DERECHOS PROTEGIDOS
Artículo 3. Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en 
el ámbito público como en el privado.

Artículo 4. Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y 
protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas 
por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. 
Estos derechos comprenden, entre otros:
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a. el derecho a que se respete su vida;
b. el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral;
c. el derecho a la libertad y a la seguridad personales;
d. el derecho a no ser sometida a torturas;
e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y 

que se proteja a su familia;
f. el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;
g. el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales compe-

tentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos;
h. el derecho a libertad de asociación;
i. el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias 

dentro de la ley, y
j. el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de 

su país y a participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de 
decisiones.

Artículo 5. Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales y contará con la total protección 
de esos derechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales 
sobre derechos humanos. Los Estados Partes reconocen que la violencia contra 
la mujer impide y anula el ejercicio de esos derechos.

Artículo 6. El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, 
entre otros:

a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y
b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones 

estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y culturales 
basadas en conceptos de inferioridad o subordinación.

CAPÍTULO III DEBERES DE LOS ESTADOS
Artículo 7. Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra 
la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dila-
ciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia 
y en llevar a cabo lo siguiente:

a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer 
y velar porque las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes 
e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación;

b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar 
la violencia contra la mujer;

c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles y adminis-
trativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para 

prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar 
las medidas administrativas apropiadas que sean del caso;

d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse 
de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida 
de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o 
perjudique su propiedad;

e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo 
legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o 
para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden 
la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer;

f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer 
que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, me-
didas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales 
procedimientos;

g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para 
asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a 
resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación 
justos y eficaces, y

h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean ne-
cesarias para hacer efectiva esta Convención.

Artículo 8. Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, 
medidas específicas, inclusive programas para:

a. fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer 
a una vida libre de violencia, y el derecho de la mujer a que se 
respeten y protejan sus derechos humanos;

b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y 
mujeres, incluyendo el diseño de programas de educación formales 
y no formales apropiados a todo nivel del proceso educativo, para 
contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas 
que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de 
cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para el 
hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la violencia contra 
la mujer;

c. fomentar la educación y capacitación del personal en la adminis-
tración de justicia, policial y demás funcionarios encargados de la 
aplicación de la ley, así como del personal a cuyo cargo esté la 
aplicación de las políticas de prevención, sanción y eliminación de 
la violencia contra la mujer;

d. suministrar los servicios especializados apropiados para la atención 
necesaria a la mujer objeto de violencia, por medio de entidades 
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de los sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de 
orientación para toda la familia, cuando sea del caso, y cuidado y 
custodia de los menores afectados;

e. fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y 
del sector privado destinados a concientizar al público sobre los 
problemas relacionados con la violencia contra la mujer, los recursos 
legales y la reparación que corresponda;

f. ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas eficaces 
de rehabilitación y capacitación que le permitan participar plena-
mente en la vida pública, privada y social;

g. alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices ade-
cuadas de difusión que contribuyan a erradicar la violencia contra 
la mujer en todas sus formas y a realzar el respeto a la dignidad de 
la mujer;

h. garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás 
información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia 
de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar la eficacia de 
las medidas para prevenir, sancionar y eliminar la violencia contra 
la mujer y de formular y aplicar los cambios que sean necesarios, y

i. promover la cooperación internacional para el intercambio de ideas 
y experiencias y la ejecución de programas encaminados a proteger 
a la mujer objeto de violencia.

Artículo 9. Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, 
los Estados Partes tendrán especialmente en cuenta la situación de vulne-
rabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de 
su raza o de su condición étnica, de migrante, refugiada o desplazada. En 
igual sentido se considerará a la mujer que es objeto de violencia cuando 
está embarazada, es discapacitada, menor de edad, anciana, o está en 
situación socioeconómica desfavorable o afectada por situaciones de 
conflictos armados o de privación de su libertad.

CAPÍTULO IV MECANISMOS INTERAMERICANOS DE PROTECCIÓN
Artículo 10. Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida 
libre de violencia, en los informes nacionales a la Comisión Interamericana 
de Mujeres, los Estados Partes deberán incluir información sobre las medidas 
adoptadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer, para asistir 
a la mujer afectada por la violencia, así como sobre las dificultades que 
observen en la aplicación de las mismas y los factores que contribuyan a 
la violencia contra la mujer.

Artículo 11. Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interamericana 
de Mujeres, podrán requerir a la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
opinión consultiva sobre la interpretación de esta Convención.

Artículo 12. Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no guber-
namental legalmente reconocida en uno o más Estados miembros de la 
Organización, pueden presentar a la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos peticiones que contengan denuncias o quejas de violación del 
artículo 7 de la presente Convención por un Estado Parte, y la Comisión las 
considerará de acuerdo con las normas y los requisitos de procedimientos para 
la presentación y consideración de peticiones estipulados en la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y en el Estatuto y el Reglamento de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

CAPÍTULO V DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 13. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser interpretado 
como restricción o limitación a la legislación interna de los Estados Partes que 
prevea iguales o mayores protecciones y garantías de los derechos de la mujer y 
salvaguardias adecuadas para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer.

Artículo 14. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser in-
terpretado como restricción o limitación a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos o a otras convenciones internacionales sobre la materia 
que prevean iguales o mayores protecciones relacionadas con este tema.

Artículo 15. La presente Convención está abierta a la firma de todos los Estados 
miembros de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 16. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos 
de ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos.

Artículo 17. La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier 
otro Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría 
General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 18. Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención 
al momento de aprobarla, firmarla, ratificarla o adherir a ella, siempre que:

a. no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Convención;
b. no sean de carácter general y versen sobre una o más disposiciones 

específicas.
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Artículo 19. Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea General, 
por conducto de la Comisión Interamericana de Mujeres, una propuesta de 
enmienda a esta Convención.

Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mis-
mas en la fecha en que dos tercios de los Estados Partes hayan depositado el 
respectivo instrumento de ratificación. En cuanto al resto de los Estados Partes, 
entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos 
de ratificación.

Artículo 20. Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en 
las que rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas 
en la presente Convención podrán declarar, en el momento de la firma, 
ratificación o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades 
territoriales o solamente a una o más de ellas.

Tales declaraciones podrán ser modificadas en cualquier momento 
mediante declaraciones ulteriores, que especificarán expresamente la o las 
unidades territoriales a las que se aplicará la presente Convención.

Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán a la Secretaría General 
de la Organización de los Estados Americanos y surtirán efecto treinta días 
después de recibidas.

Artículo 21. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir 
de la fecha en que se haya depositado el segundo instrumento de ratifica-
ción. Para cada Estado que ratifique o adhiera a la Convención después de 
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, entrará en 
vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado 
su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 22. El Secretario General informará a todos los Estados miembros 
de la Organización de los Estados Americanos de la entrada en vigor de la 
Convención.

Artículo 23. El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos 
presentará un informe anual a los Estados miembros de la Organización sobre 
el estado de esta Convención, inclusive sobre las firmas, depósitos de instru-
mentos de ratificación, adhesión o declaraciones, así como las reservas que 
hubieren presentado los Estados Partes y, en su caso, el informe sobre las mismas.

Artículo 24. La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera 
de los Estados Partes podrá denunciarla mediante el depósito de un instru-
mento con ese fin en la Secretaría General de la Organización de los Estados  

Americanos. Un año después a partir de la fecha del depósito del instrumento 
de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante, 
quedando subsistente para los demás Estados Partes.

ARTÍCULO 25
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, 
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en 
la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos, la que 
enviará copia certificada de su texto para su registro y publicación a la 
Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la 
Carta de las Naciones Unidas.

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente autorizados 
por sus respectivos gobiernos, firman el presente Convenio, que se llamará 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y erradicar la Violencia 
contra la Mujer “Convención de Belém do Pará”.
HECHA EN LA CIUDAD DE BELÉM DO PARÁ, BRASIL, el nueve de junio de mil 
novecientos noventa y cuatro.

La presente es copia fiel y completa en español de la Convención Intera-
mericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
“Convención de Belém do Pará”, adoptada en la ciudad de Belém do Pará, 
Brasil, el nueve de junio de mil novecientos noventa y cuatro.

Extiendo la presente, en once páginas útiles, en la Ciudad de México, Distrito 
Federal, el veintitrés de noviembre de mil novecientos noventa y ocho, a fin 
de incorporarla al Decreto de Promulgación respectivo.- Conste.- Rúbrica.

DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL NIÑO*

Preámbulo,

Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la 
Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre y en la dignidad y el 
valor de la persona humana, y su determinación de promover el progreso social 
y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad,

* Asamblea General de la ONU. Resolución 1386 (XIV), 20 de noviembre de 1959.
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Considerando que las Naciones Unidas han proclamado en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos que toda persona tiene todos los derechos y 
libertades enunciados en ella, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, 
opinión política o de cualquiera otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición,

Considerando que el niño, por su falta de madurez física y mental, necesita 
protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, tanto 
antes como después del nacimiento,

Considerando que la necesidad de esa protección especial ha sido 
enunciada en la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño 
y reconocida en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en los con-
venios constitutivos de los organismos especializados y de las organizaciones 
internacionales que se interesan en el bienestar del niño,

Considerando que la humanidad debe al niño lo mejor que puede darle,

La Asamblea General,

Proclama la presente Declaración de los Derechos del Niño a fin de que 
éste pueda tener una infancia feliz y gozar, en su propio bien y en bien de la 
sociedad, de los derechos y libertades que en ella se enuncian e insta a los 
padres, a los hombres y mujeres individualmente y a las organizaciones parti-
culares, autoridades locales y gobiernos nacionales a que reconozcan esos 
derechos y luchen por su observancia con medidas legislativas y de otra índole 
adoptadas progresivamente en conformidad con los siguientes principios:

PRINCIPIO 1
El niño disfrutará de todos los derechos enunciados en esta Declaración. 
Estos derechos serán reconocidos a todos los niños sin excepción alguna ni 
distinción o discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, posición eco-
nómica, nacimiento u otra condición, ya sea del propio niño o de su familia.

PRINCIPIO 2
El niño gozará de una protección especial y dispondrá de oportunidades y servicios, 
dispensado todo ello por la ley y por otros medios, para que pueda desarrollarse 
física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y normal, así 
como en condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes con este fin, la 
consideración fundamental a que se atenderá será el interés superior del niño.

PRINCIPIO 3
El niño tiene derecho desde su nacimiento a un nombre y a una nacionalidad.

PRINCIPIO 4
El niño debe gozar de los beneficios de la seguridad social. Tendrá derecho a 
crecer y desarrollarse en buena salud; con este fin deberán proporcionarse, 
tanto a él como a su madre, cuidados especiales, incluso atención prenatal y 
postnatal. El niño tendrá derecho a disfrutar de alimentación, vivienda, recreo 
y servicios médicos adecuados.

PRINCIPIO 5
El niño física o mentalmente impedido o que sufra algún impedimento social 
debe recibir el tratamiento, la educación y el cuidado especiales que requiere 
su caso particular.

PRINCIPIO 6
El niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, necesita 
amor y comprensión. Siempre que sea posible, deberá crecer al amparo y 
bajo la responsabilidad de sus padres y, en todo caso, en un ambiente de 
afecto y de seguridad moral y material; salvo circunstancias excepcionales, 
no deberá separarse al niño de corta edad de su madre. La sociedad y las 
autoridades públicas tendrán la obligación de cuidar especialmente a los 
niños sin familia o que carezcan de medios adecuados de subsistencia. Para 
el mantenimiento de los hijos de familias numerosas conviene conceder sub-
sidios estatales o de otra índole.

PRINCIPIO 7
El niño tiene derecho a recibir educación, que será gratuita y obligatoria por 
lo menos en las etapas elementales. Se le dará una educación que favorezca 
su cultura general y le permita, en condiciones de igualdad de oportunidades, 
desarrollar sus aptitudes y su juicio individual, su sentido de responsabilidad 
moral y social, y llegar a ser un miembro útil de la sociedad.

El interés superior del niño debe ser el principio rector de quienes tienen 
la responsabilidad de su educación y orientación; dicha responsabilidad 
incumbe, en primer término, a sus padres.

El niño debe disfrutar plenamente de juegos y recreaciones, los cuales 
deben estar orientados hacia los fines perseguidos por la educación; la 
sociedad y las autoridades públicas se esforzarán por promover el goce de 
este derecho.

PRINCIPIO 8
El niño debe, en todas las circunstancias, figurar entre los primeros que reciban 
protección y socorro.
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PRINCIPIO 9
El niño debe ser protegido contra toda forma de abandono, crueldad y 
explotación. No será objeto de ningún tipo de trata.

No deberá permitirse al niño trabajar antes de una edad mínima adecuada; 
en ningún caso se le dedicará ni se le permitirá que se dedique a ocupación 
o empleo alguno que pueda perjudicar su salud o su educación o impedir su 
desarrollo físico, mental o moral.

PRINCIPIO 10
El niño debe ser protegido contra las prácticas que puedan fomentar la 
discriminación racial, religiosa o de cualquier otra índole. Debe ser educado 
en un espíritu de comprensión, tolerancia, amistad entre los pueblos, paz y 
fraternidad universal, y con plena conciencia de que debe consagrar sus 
energías y aptitudes al servicio de sus semejantes.

CONVENCIÓN SOBRE LOS
DERECHOS DEL NIÑO*

CARLOS SALINAS DE GORTARI, PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICA-
NOS, a sus habitantes, sabed:

El día veintiséis del mes de enero del año de mil novecientos noventa, el 
Plenipotenciario de los Estados Unidos Mexicanos, debidamente autorizado 
al efecto firmó, ad referéndum, la Convención sobre los Derechos del Niño, 
adoptada en la ciudad de Nueva York, N. Y., el día veinte del mes de noviem-
bre del año de mil novecientos ochenta y nueve.

La citada Convención fue aprobada por la Cámara de Senadores del 
H. Congreso de la Unión, el día diecinueve del mes de junio del año de mil 
novecientos noventa, según Decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el día treinta y uno del mes de julio del propio año.

El instrumento de ratificación, firmado por mí, el día diez del mes de agosto 
del año de mil novecientos noventa, fue depositado, ante el Secretario Ge-
neral de la Organización de las Naciones Unidas, el día veintiuno del mes de 
septiembre del propio año.

Por lo tanto, para su debida observancia, en cumplimiento de lo dispuesto 
en la Fracción Primera del Artículo Ochenta y Nueve de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, promulgo el presente Decreto, en la residen-
cia del Poder Ejecutivo Federal, a los veintiocho días del mes de noviembre 
del año de mil novecientos noventa.- Carlos Salinas de Gortari.-Rúbrica.- El 
Secretario de Relaciones Exteriores, Fernando Solana.- Rúbrica.

El C. EMBAJADOR ANDRÉS ROZENTAL, SUBSECRETARIO DE RELACIONES EXTE-
RIORES, CERTIFICA:

Que en los archivos de esta Secretaría obra copia certificada de la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño, adoptada en la ciudad de Nueva York, N. 
Y., el día veinte del mes de noviembre del año de mil novecientos ochenta  
y nueve, cuyo texto y forma en español son los siguientes:

CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO
Convención sobre los Derechos del Niño

PREÁMBULO
Los Estados Partes en la presente Convención.
Considerando que, de conformidad con los principios proclamados en la Carta 
de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo se basan 
en el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e 
inalienables de todos los miembros de la familia humana,

Teniendo presente que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado 
en la Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre y en la dignidad 
y el valor de la persona humana, y que han decidido promover el progreso 
social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad.

Reconociendo que las Naciones Unidas han proclamado y acordado en 
la Declaración Universal de Derechos Humanos y en los pactos internacionales 
de derechos humanos, que toda persona tiene todos los derechos y libertades 
enunciados en ellos, sin distinción alguna, por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición.

Recordando que en la Declaración Universal de Derechos Humanos 
las Naciones Unidas proclamaron que la infancia tiene derecho a cuidados  
y asistencia especiales.

Convencidos de que la familia, como grupo fundamental de la sociedad 
y medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, y 
en particular de los niños, debe recibir la protección y asistencia necesarias 
para poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la comunidad.

* Adopción: Nueva York, EUA, 20 de noviembre de 1989. Ratificación por México: 21 

de septiembre de 1990. Decreto Promulgatorio publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 25 de enero de 1991.
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Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su 
personalidad, debe crecer en el seno de la familia, en un ambiente de feli-
cidad, amor y comprensión,

Considerando que le niño debe estar plenamente preparado para una 
vida independiente en sociedad y ser educado en el espíritu de los ideales 
proclamados en la Carta de las Naciones Unidas y, en particular, en un espíritu 
de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad,

Teniendo presente que la necesidad de proporcionar al niño una protección 
especial ha sido enunciada en la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los 
Derechos del Niño y en la Declaración de los Derechos del Niño adoptada por la 
Asamblea General el 20 de noviembre de 1959, y reconocida en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos (en particular, en los artículos 23 y 24), en el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en particular, en el artículo 10) y en 
los estatutos e instrumentos pertinentes de los organismos especializados y de  
las organizaciones internacionales que se interesan en el bienestar del niño,

Teniendo presente que, como se indica en la Declaración de los Derechos 
del Niño, “el niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección 
y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, tanto antes como 
después del nacimiento”,

Recordando lo dispuesto en la Declaración sobre los principios sociales 
y jurídicos relativos a la protección y el bienestar de los niños, con particular 
referencia a la adopción y la colocación en hogares de guarda, en los planos 
nacional e internacional; las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la 
administración de la justicia de menores (Reglas de Beijing); y la Declaración 
sobre la protección de la mujer y el niño en estados de emergencia o de 
conflicto armado,

Reconociendo que en todos los países del mundo hay niños que viven en 
condiciones excepcionalmente difíciles y que esos niños necesitan especial 
consideración,

Teniendo debidamente en cuenta la importancia de las tradiciones 
y los valores culturales de cada pueblo para la protección y el desarrollo 
armonioso del niño,

Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para el 
mejoramiento de las condiciones de vida de los niños en todos los países, en 
particular en los países en desarrollo,

Han convenido en lo siguiente:

PARTE I
Artículo 1
Para los efectos de la presenta Convención, se entiende por niño todo ser 
humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que 
le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad.

Artículo 2
1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente 

Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su 
jurisdicción, sin distinción alguna, independientemente de la raza, 
el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra 
índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, los 
impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del 
niño, de sus padres o de sus representantes legales.

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para 
garantizar que el niño se vea protegido contra toda forma de discri-
minación o castigo por causa de la condición, las actividades, las 
opiniones expresadas o las creencias de sus padres, o sus tutores o 
de sus familiares.

Artículo 3
1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las 

instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribuna-
les, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una 
consideración primordial a que se atenderá será el interés superior 
del niño.

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección 
y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en 
cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras perso-
nas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las 
medidas legislativas y administrativas adecuadas.

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones, servicios 
y establecimientos encargados del cuidado o la protección de los 
niños cumplan las normas establecidas por las autoridades compe-
tentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, número y 
competencia de su personal, así como en relación con la existencia 
de una supervisión adecuada.

Artículo 4
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas 
y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la pre-
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sente Convención. En lo que respecta a los derechos económicos, sociales 
y culturales, los Estadas Partes adoptarán esas medidas hasta el máximo de 
los recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de 
la cooperación internacional.

Artículo 5
Los Estados Partes respetarán las responsabilidades, los derechas y los deberes 
de los padres o, en su caso, de los miembros de la familia ampliada o de 
la comunidad, según establezca la costumbre local, de los tutores u otras 
personas encargadas legalmente del niño de impartirle, en consonancia 
con la evolución de sus facultades, dirección y orientación apropiadas para 
que el niño ejerza los derechos reconocidos en la presente Convención.

Artículo 6
1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el derecho intrínseco 

a la vida.
2. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la 

supervivencia y el desarrollo del niño.

Artículo 7
1. El niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y tendrá 

derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad 
y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado 
por ellos.

2. Los Estados Partes velarán por la aplicación de estos derechos de 
conformidad con su legislación nacional y las obligaciones que hayan 
contraído en virtud de los instrumentos internacionales pertinentes en 
esta esfera, sobre todo cuando el niño resultara de otro modo apátrida.

Artículo 8
1. Los Estados Partes se comprometen a respetar el derecho del niño 

a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las 
relaciones familiares de conformidad con la ley sin injerencias ilícitas.

2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los elementos 
de su identidad o de todos ellos, los Estados Partes deberán prestar 
la asistencia y protección apropiadas con miras a restablecer rápi-
damente su identidad.

Artículo 9
1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus 

padres contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de 

revisión judicial, las autoridades competentes determinen, de confor-
midad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal separación 
es necesaria en el interés superior del niño. Tal determinación puede 
ser necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los casos en que 
el niño sea objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres 
o cuando éstos viven separados y debe adoptarse una decisión 
acerca del lugar de residencia del niño.

2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 
1 del presente artículo, se ofrecerá a todas las partes interesadas la 
oportunidad de participar en él y de dar a conocer sus opiniones.

3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separa-
do de uno o de ambos padres a mantener relaciones personales y 
contacto directo con ambos padres de modo regular, salvo si ello 
es contrario al interés superior del niño.

4. Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada 
por un Estado Parte, como la detención, el encarcelamiento, el 
exilio, la deportación o la muerte (incluido el fallecimiento debido 
a cualquier causa mientras la persona esté bajo la custodia del 
Estado) de uno de los padres del niño, o de ambos, o del niño, 
el Estado Parte proporcionará, cuando se le pida, a los padres, 
al niño o, si procede, a otro familiar, información básica acerca 
del paradero del familiar o familiares ausentes, a no ser que ello 
resultase perjudicial para el bienestar del niño. Los Estados Partes 
se cerciorarán, además, de que la presentación de tal petición no 
entrañe por sí misma consecuencias desfavorables para la persona 
o personas interesadas.

Artículo 10
1. De conformidad con la obligación que incumbe a los Estados Partes 

a tenor de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 9, toda solicitud 
hecha por un niño o por sus padres para entrar en un Estado Parte o 
para salir de él a los efectos de la reunión de la familia será atendida 
por los Estados Partes de manera positiva, humanitaria y expeditiva. 
Los Estados Partes garantizarán, además, que la presentación de tal 
petición no traerá consecuencias desfavorables para los peticionarios 
ni para sus familiares.

2. El niño cuyos padres residan en Estados diferentes tendrá derecho a 
mantener periódicamente, salvo en circunstancias excepcionales, 
relaciones personales y contactos directos con ambos padres. Con tal 
fin, y de conformidad con la obligación asumida por los Estados Partes 
en virtud del párrafo 2 del artículo 9, los Estados Partes respetarán el 
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derecho del niño y de sus padres a salir de cualquier país, incluido el 
propio, y de entrar en su propio país. El derecho de salir de cualquier 
país estará sujeto solamente a las restricciones estipuladas por ley y 
que sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden 
público, la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de 
otras personas y que estén en consonancia con los demás derechos 
reconocidos por lo presente Convención.

Artículo 11
1. Los Estados Partes adoptarán medidas para luchar contra los trasla-

dos ilícitos de niños al extranjero y la retención ilícita de niños en el 
extranjero.

2. Para este fin, los Estados Partes promoverán la concertación de acuer-
dos bilaterales o multilaterales o la adhesión a acuerdos existentes.

Artículo 12
1. Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de 

formarse un juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente 
en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en 
cuenta las opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño.

2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado 
en todo procedimiento judicial o administrativo que afecte al niño, ya 
sea directamente o por medio de un representante o de un órgano 
apropiado, en consonancia con las normas de procedimiento de la 
ley nacional.

Artículo 13
1. El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese derecho incluirá 

la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de todo 
tipo, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o 
impresas, en forma artística o por cualquier otro medio elegido por 
el niño.

2. El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a ciertas restricciones, 
que serán únicamente las que la ley prevea y sean necesarias:

a) Para el respeto de los derechos o la reputación de los demás; o
b) Para la protección de la seguridad nacional o el orden público o 

para proteger la salud o la moral públicas.

Artículo 14
1. Los Estados Partes respetarán del derecho del niño a la libertad de 

pensamiento, de conciencia y religión.

2. Los Estados Partes respetarán los derechos y deberes de los padres 
y, en su caso, de los representantes legales, de guiar al niño en el 
ejercicio de su derecho de modo conforme a la evolución de sus 
facultades.

3. La libertad de profesar la propia religión o las propias creencias estará 
sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean 
necesarias para proteger la seguridad, el orden, la moral o la salud 
públicos o los derechos y libertades fundamentales de los demás.

Artículo 15
1. Los Estados Partes reconocen los derechos del niño a la libertad de 

asociación y a la libertad de celebrar reuniones pacíficas.
2. No se impondrán restricciones al ejercicio de estos derechos distintas 

de las establecidas de conformidad con la ley y que sean necesarias 
en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional o 
pública, el orden público, la protección de la salud y la moral públicas 
o la protección de los derechos y libertades de los demás.

Artículo 16
1. Ningún niño será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida 

privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques 
ilegales a su honra y a su reputación.

2. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias 
o ataques.

Artículo 17
Los Estados Partes reconocen la importante función que desempeñan los medios 
de comunicación y velarán porque el niño tenga acceso a información y material 
procedentes de diversas fuentes nacionales e internacionales, en especial la 
información y el material que tengan por finalidad promover su bienestar social, 
espiritual y moral y su salud física y mental. Con tal objeto, los Estados Partes:

a) Alentarán a los medios de comunicación a difundir información y 
materiales de interés social y cultural para el niño, de conformidad 
con el espíritu del artículo 29;

b) Promoverán la cooperación internacional en la producción, el inter-
cambio y la difusión de esa información y esos materiales procedentes 
de diversas fuentes culturales, nacionales e internacionales;

c) Alentarán la producción y difusión de libros para niños;
d) Alentarán a los medios de comunicación a que tengan particular-

mente en cuenta las necesidades lingüísticas del niño perteneciente 
a un grupo minoritario o que sea indígena;

e) Promoverán la elaboración de directrices apropiadas para proteger al 
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niño contra toda información y material perjudicial para su bienestar, 
teniendo en cuenta las disposiciones de los artículos 13 y 18.

Artículo 18
1. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reco-

nocimiento del principio de que ambos padres tienen obligaciones 
comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño. 
Incumbirá a los padres o, en su caso, a los representantes legales la 
responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su 
preocupación fundamental será el interés superior del niño.

2. A los efectos de garantizar y promover los derechos enunciados en 
la presente Convención, los Estados Partes prestarán la asistencia 
apropiada a los padres y a los representantes legales para el des-
empeño de sus funciones en lo que respecta a la crianza del niño y 
velarán por la creación de instituciones, instalaciones y servicios para 
el cuidado de los niños.

3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para que 
los niños cuyos padres trabajan tengan derecho a beneficiarse de 
los servicios e instalaciones de guarda de niños para los que reúnan 
las condiciones requeridas.

Artículo 19
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrati-

vas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda 
forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, 
malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se 
encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o 
de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo.

2. Esas medidas de protección deberían comprender, según corres-
ponda, procedimientos eficaces para el establecimiento de pro-
gramas sociales con objeto de proporcionar la asistencia necesaria 
al niño y a quienes cuidan de él, así como para otras formas de 
prevención y para la identificación, notificación, remisión a una 
institución, investigación, tratamiento y observación ulterior de los 
casos antes descritos de malos tratos al niño y, según corresponda, 
la intervención judicial.

Artículo 20
1. Los niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar, 

o cuyo superior interés exija que no permanezcan en ese medio, 
tendrán derecho a la protección y asistencia especiales del Estado.

2. Los Estados Partes garantizarán, de conformidad con sus leyes na-
cionales, otros tipos de cuidado para esos niños.

3. Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la colocación en 
hogares de guarda, la kafala del derecho islámico, la adopción, o de 
ser necesario la colocación en instituciones adecuadas de protección 
de menores. Al considerar las soluciones, se prestará particular atención 
a la conveniencia de que haya continuidad en la educación del niño 
y a su origen étnico, religioso, cultural y lingüístico.

Artículo 21
Los Estados Partes que reconocen o permiten el sistema de adopción cuidarán 
de que el interés superior del niño sea la consideración primordial y:

a) Velarán porque la adopción del niño sólo sea autorizada por las 
autoridades competentes, las que determinarán, con arreglo a las 
leyes y a los procedimientos aplicables y sobre la base de toda la 
información pertinente y fidedigna, que la adopción es admisible 
en vista de la situación jurídica del niño en relación con sus padres, 
parientes y representantes legales y que, cuando así se requiera, las 
personas interesadas hayan dado con conocimiento de causa su 
consentimiento a la adopción sobre la base del asesoramiento que 
pueda ser necesario;

b) Reconocerán que la adopción en otro país puede ser considerada 
como otro medio de cuidar del niño, en el caso de que éste no 
pueda ser colocado en un hogar de guarda o entregado a una 
familia adoptiva o no pueda ser atendido de manera adecuada 
en el país de origen;

c) Velarán porque el niño que haya de ser adoptado en otro país goce 
de salvaguardias y normas equivalentes a las existentes respecto de 
la adopción en el país de origen;

d) Adoptarán todas las medidas apropiadas para garantizar que, en el 
caso de adopción en otro país la colocación no dé lugar a beneficios 
financieros indebidos para quienes participan en ella;

e) Promoverán, cuando corresponda, los objetivos del presente artí-
culo mediante la concertación de arreglos o acuerdos bilaterales o 
multilaterales y se esforzarán, dentro de este marco, para garantizar 
que la colocación del niño en otro país se efectúe por medio de las 
autoridades u organismos competentes.

Artículo 22
1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para lograr que el 

niño que trate de obtener el estatuto de refugiado o que sea conside-
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rado refugiado de conformidad con el derecho y los procedimientos 
internacionales o internos aplicables reciba, tanto si está solo como 
si está acompañado de sus padres o de cualquier otra persona, la 
protección y la asistencia humanitaria adecuadas para el disfrute 
de los derechos pertinentes enunciados en la presente Convención 
y en otros instrumentos internacionales de derechos humanos o de 
carácter humanitario en que dichos Estados sean partes.

2. A tal efecto los Estados Partes cooperarán, en la forma que estimen 
apropiada, en todos los esfuerzos de las Naciones Unidas y demás 
organizaciones intergubernamentales competentes u organizaciones 
no gubernamentales que cooperen con las Naciones Unidas por 
proteger y ayudar a todo niño refugiado y localizar a sus padres 
o a otros miembros de su familia, a fin de obtener la información 
necesaria para que se reúna con su familia. En los casos en que no 
se pueda localizar a ninguno de los padres o miembros de la familia, 
se concederá al niño la misma protección que a cualquier otro niño 
privado permanente o temporalmente de su medio familiar, por 
cualquier motivo, como se dispone en la presente Convención.

Artículo 23
1. Los Estados Partes reconocen que el niño mental o físicamente impe-

dido deberá disfrutar de una vida plena y decente en condiciones 
que aseguren su dignidad, le permitan llegar a bastarse a sí mismo 
y faciliten la participación activa del niño en la comunidad.

2. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño impedido que recibir 
cuidados especiales y alentarán y asegurarán, con sujeción a los 
recursos disponibles, la prestación al niño que reúna las condiciones 
requeridas y a los responsables de su cuidado de la asistencia que se 
solicite y que sea adecuada al estado del niño y a las circunstancias 
de sus padres o de otras personas que cuiden de él.

3. En atención a las necesidades especiales del niño impedido, la 
asistencia que se preste conforme al párrafo 2 del presente artículo 
será gratuita siempre que sea posible, habida cuenta de la situación 
económica de los padres o de las otras personas que cuiden del 
niño, y estará destinada a asegurar que el niño impedido tenga un 
acceso efectivo a la educación, la capacitación, los servicios sani-
tarios, los servicios de rehabilitación, la preparación para el empleo 
y las oportunidades de esparcimiento y reciba tales servicios con 
el objeto de que el niño logre la integración social y el desarrollo 
individual, incluido su desarrollo cultural y espiritual, en la máxima 
medida posible.

4. Los Estados Partes promoverán, con espíritu de cooperación interna-
cional, el intercambio de información adecuada en la esfera de la 
atención sanitaria preventiva y del tratamiento médico, psicológico 
y funcional de los niños impedidos, incluida la difusión de información 
sobre los métodos de rehabilitación y los servicios de enseñanza y 
formación profesional, así como el acceso a esa información a fin 
de que los Estados Partes puedan mejorar su capacidad y conoci-
mientos y ampliar su experiencia en estas esferas. A este respecto, 
se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de los países 
en desarrollo.

Artículo 24
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más 

alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las 
enfermedades y la rehabilitación de la salud. Los Estados Partes se 
esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de su derecho 
al disfrute de esos servicios sanitarios.

2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho 
y, en particular, adoptarán las medidas apropiadas para:

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez;
b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanita-

ria que sean necesarias a todos los niños, haciendo hincapié en el 
desarrollo de la atención primaria de salud;

c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la aten-
ción primaria de la salud mediante, entre otras cosas, la aplicación 
de la tecnología disponible y el suministro de alimentos nutritivos 
adecuados y agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros 
y riesgos de contaminación del medio ambiente;

d) Asegurar atención sanitaria prenatal y post-natal apropiada a las madres;
e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los 

padres y los niños, conozcan los principios básicos de la salud y la 
nutrición de los niños, las ventajas de la lactancia materna, la higiene 
y el saneamiento ambiental y las medidas de prevención de acci-
dentes, tengan acceso a la educación pertinente y reciban apoyo 
en la aplicación de esos conocimientos;

f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a los padres 
y la educación y servicios en materia de planificación de la familia.

3) Los Estados Partes adoptarán todas las medidas eficaces y apropiadas 
posibles para abolir las prácticas tradicionales que sean perjudiciales 
para la salud de los niños.

4. Los Estados Partes se comprometen a promover y alentar la coope-
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ración internacional con miras a lograr progresivamente la plena 
realización del derecho reconocido en el presente artículo. A este 
respecto, se tendrán plenamente en cuenta las necesidades de los 
países en desarrollo.

Artículo 25
Los Estados Partes reconocen el derecho del niño que ha sido internado en un 
establecimiento por las autoridades competentes para los fines de atención, 
protección o tratamiento de su salud física o mental a un examen periódico 
del tratamiento a que esté sometido y de todas las demás circunstancias 
propias de su internación.

Artículo 26
1. Los Estados Partes reconocerán a todos los niños el derecho a bene-

ficiarse de la seguridad social, incluso del seguro social, y adoptarán 
las medias necesarias para lograr la plena realización de este derecho 
de conformidad con su legislación nacional.

2. Las prestaciones deberían concederse, cuando corresponda, teniendo 
en cuenta los recursos y la situación del niño y de las personas que 
sean responsables del mantenimiento del niño, así como cualquier 
otra consideración pertinente a una solicitud de prestaciones hecha 
por el niño o en su nombre.

Artículo 27
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel de vida 

adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social.
2. A los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la 

responsabilidad primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades 
y medios económicos, las condiciones de vida que sean necesarias 
para el desarrollo del niño.

3. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con 
arreglo a sus medios, adoptarán medidas apropiadas para ayudar a 
los padres y a otras personas responsables por el niño a dar efectivi-
dad a este derecho y, en caso necesario, proporcionarán asistencia 
material y programas de apoyo, particularmente con respecto a la 
nutrición, el vestuario y la vivienda.

4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para 
asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres u 
otras personas que tengan la responsabilidad financiera por el niño, 
tanto si viven en el Estado Parte como si viven en el extranjero. En 
particular, cuando la persona que tenga la responsabilidad financiera 

por el niño resida en un Estado diferente de aquel en que resida el 
niño, los Estados Partes promoverán la adhesión a los convenios 
internacionales o la concertación de dichos convenios, así como la 
concertación de cualesquiera otros arreglos apropiados.

Artículo 28
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la educación y, 

a fin de que se pueda ejercer progresivamente y en condiciones de 
igualdad de oportunidades ese derecho, deberán en particular:

a) Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos;
b) Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la enseñanza 

secundaria, incluida la enseñanza general y profesional, hacer que 
todos los niños dispongan de ella y tengan acceso a ella y adoptar 
medidas apropiadas tales como la implantación de la enseñanza 
gratuita y la concesión de asistencia financiera en caso de necesidad;

c) Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la base de la 
capacidad, por cuantos medios sean apropiados;

d) Hacer que todos los niños dispongan de información y orientación 
en cuestiones educacionales profesionales y tengan acceso a ellas;

e) Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las escuelas 
y reducir las tasas de deserción escolar.

2. Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean adecuadas para 
velar porque la disciplina escolar se administre de modo compatible 
con la dignidad humana del niño y de conformidad con la presente 
Convención.

3. Los Estados Partes fomentarán y alentarán la cooperación internacional 
en cuestiones de educación, en particular a fin de contribuir a eliminar 
la ignorancia y el analfabetismo en todo el mundo y de facilitar el 
acceso a los conocimientos técnicos y a los métodos modernos de 
enseñanza. A este respecto, se tendrán especialmente en cuenta 
las necesidades de los países en desarrollo.

Artículo 29
1. Los Estados Partes convienen en que la educación del niño deberá 

estar encaminada a:
a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y 

física del niño hasta el máximo de sus posibilidades;
b) Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales y de los principios consagrados en la Carta de las 
Naciones Unidas;

c) Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia identidad cul-



84 Normativa del derecho de las víctimas

tural, de su idioma y sus valores, de los valores nacionales del país en 
que vive, del país de que sea originario y de las civilizaciones distintas 
de la suya;

d) Preparar al niño para asumir una vida responsable en una sociedad 
libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de los 
sexos y amistad entre todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales 
y religiosos y personas de origen indígena;

e) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural.
2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo o en el artículo 28 se 

interpretará como una restricción de la libertad de los particulares y 
de las entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a 
condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 
1 del presente artículo y de que la educación impartida en tales 
instituciones se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado.

Artículo 30
En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas o personas 
de origen indígena, no se negará a un niño que pertenezca a tales minorías o 
que sea indígena el derecho que le corresponde, en común con los demás 
miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar 
su propia religión, o a emplear su propio idioma.

Artículo 31
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al descanso y el 

esparcimiento, al juego y a las actividades recreativas propias de su 
edad y a participar libremente en la vida cultural y en las artes.

2. Los Estados Partes respetarán y promoverán el derecho del niño a 
participar plenamente en la vida cultural y artística y propiciarán 
oportunidades apropiadas, en condiciones de igualdad, de participar 
en la vida cultural, artística, recreativa y de esparcimiento.

Artículo 32
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a estar protegido 

contra la explotación económica y contra el desempeño de cualquier 
trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer su educación, o que 
sea nocivo para su salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, 
moral o social.

2. Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas administrativas, sociales 
y educacionales para garantizar la aplicación del presente artículo. 
Con ese propósito y teniendo en cuenta las disposiciones pertinentes 
de otros instrumentos internacionales, los Estados Partes, en particular:

a) Fijarán una edad o edades mínimas para trabajar;
b) Dispondrán la reglamentación apropiada de los horarios y condiciones 

de trabajo;
c) Estipularán las penalidades u otras sanciones apropiadas para ase-

gurar la aplicación efectiva del presente artículo.
Artículo 33
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas, incluidas medidas 
legislativas, administrativas, sociales y educacionales, para proteger a los niños 
contra el uso ilícito de los estupefacientes y sustancias sicotrópicas enumeradas 
en los tratados internacionales pertinentes, y para impedir que se utilice a niños 
en la producción y el tráfico ilícitos de esas sustancias.

Artículo 34
Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño contra todas las formas 
de explotación y abuso sexuales. Con este fin, los Estados Partes tomarán en 
particular, todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que 
sean necesarias para impedir:

a)  La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cualquier 
actividad sexual ilegal;

b) La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas sexuales 
ilegales;

c) La explotación del niño en espectáculos o materiales pornográficos.

Artículo 35
Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter nacional, bilateral y 
multilateral que sean necesarias para impedir el secuestro, la venta o la trata 
de niños para cualquier fin o en cualquier forma.

Artículo 36
Los Estados Partes protegerán al niño contra todas las demás formas de 
explotación que sean perjudiciales para cualquier aspecto de su bienestar.

Artículo 37
Los Estados Partes velarán por que:

a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes. No se impondrá la pena capital ni la de 
prisión perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos 
por menores de 18 años de edad;

b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La 
detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a 
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cabo de conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida 
de último recurso y durante el periodo más breve que proceda;

c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el 
respeto que merece la dignidad inherente a la persona humana, y 
de manera que se tengan en cuenta las necesidades de las perso-
nas de su edad. En particular, todo niño privado de libertad estará 
separado de los adultos, a menos que ello se considere contrario 
al interés superior del niño, y tendrá derecho a mantener contacto 
con su familia por medio de correspondencia y de visitas, salvo en 
circunstancias excepcionales;

d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso 
a la asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, así como dere-
cho a impugnar la legalidad de la privación de su libertad ante un 
tribunal u otra autoridad competente, independiente e imparcial y 
a una pronta decisión sobre dicha acción.

Artículo 38
1. Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar porque se respeten 

las normas del derecho internacional humanitario que les sean aplicables 
en los conflictos armados y que sean pertinentes para el niño.

2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para asegurar 
que las personas que aún no hayan cumplido los 15 años de edad 
no participen directamente en las hostilidades.

3. Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas armadas a 
las personas que no hayan cumplido los 15 años de edad. Si reclutan 
personas que hayan cumplido 15 años, pero que sean menores de 
18, los Estados Partes procurarán dar prioridad a los de más edad.

4. De conformidad con las obligaciones dimanadas del derecho in-
ternacional humanitario de proteger a la población civil durante los 
conflictos armados, los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
posibles para asegurar la protección y el cuidado de los niños afec-
tados por un conflicto armado.

Artículo 39
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para promover la 
recuperación física y psicológica y la reintegración social de todo niño víctima 
de: cualquier forma de abandono, explotación o abuso; tortura u otra forma 
de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; o conflictos armados. 
Esa recuperación y reintegración se llevarán a cabo en un ambiente qua 
fomente la salud, el respeto de si mismo y la dignidad del niño.

Artículo 40
1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se 

alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acuse o de-
clare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de manera 
acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que 
fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta 
la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del 
niño y de que éste asuma una función constructiva en la sociedad.

2. Con ese fin, y habida cuenta de la disposiciones pertinentes de los 
instrumentos internacionales, de los Estados Partes garantizarán, en 
particular:

a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni 
se acuse o declare culpable a ningún niño de haber infringido esas 
leyes, por actos u omisiones que no estaban prohibidos por las leyes 
nacionales o internacionales en el momento en que se cometieron;

b) Que todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales 
o a quien se acuse de haber infringido esas leyes se le garantice, por 
lo menos, lo siguiente:

i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su culpabilidad 
conforme o la ley;

ii) Que será informado sin demora y directamente o, cuando sea proce-
dente, por intermedio de sus padres o sus representantes legales, de 
los cargos que pesan contra él y que dispondrá de asistencia jurídica 
u otra asistencia apropiada en la preparación y presentación de su 
defensa;

iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano 
judicial competente, independiente e imparcial en una audiencia 
equitativa conforme a la ley, en presencia de un asesor jurídico u otro 
tipo de asesor adecuado y, a menos que se considerare que ello fuere 
contrario a interés superior del niño, teniendo en cuenta en particular 
su edad o situación y o sus padres o representantes legales;

iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, 
que podrá interrogar o hacer que se interrogue a testigos de cargo 
y obtener la participación y el interrogatorio de testigos de descargo 
en condiciones de igualdad;

v) Si se considerare que ha infringido, en efecto, las leyes penales, que 
esta decisión y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán 
sometidas a una autoridad u órgano judicial superior competente, 
independiente e imparcial, conforme a la ley;

vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete si no 
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comprende o no habla el idioma utilizado;
vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del 

procedimiento.
3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para 

promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades  
e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han 
infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables 
de haber infringido esas leyes, y en particular:

a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá 
que los niños no tienen capacidad para infringir las leyes penales;

b) Siempre que sea apropiado y deseable la adopción de medidas 
para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en 
el entendimiento de que se respetarán plenamente los derechos 
humanos y las garantías legales.

4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes 
de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la 
colocación en hogares de guarda, los programas de enseñanza y 
formación profesional, así como otras posibilidades alternativas a la 
internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados 
de manera apropiada para su bienestar y que guarde proporción 
tanto con sus circunstancias como con la infracción.

Artículo 41
Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones 
que sean más conducentes a la realización de los derechos del niño y que 
puedan estar recogidas en:

a) El derecho de un Estado Parte; o
b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado.

PARTE II
Artículo 42
Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer ampliamente los principios 
y disposiciones de la Convención por medios eficaces y apropiados, tanto  
a los adultos como a los niños.

Artículo 43
1. Con la finalidad de examinar los progresos realizados en el cumpli-

miento de las obligaciones contraídas por los Estados Partes en la 
presente Convención, se establecerá un Comité de los Derechos del 
Niño que desempeñará las funciones que a continuación se estipulan.

2. El Comité estará integrado por diez expertos de gran integridad moral 
y reconocida competencia en las esferas reguladas por la presente 
Convención. Los miembros del Comité serán elegidos por los Estados 
Partes entre sus nacionales y ejercerán sus funciones a título personal, 
teniéndose debidamente en cuenta la distribución geográfica, así 
como los principales sistemas jurídicos.

3. Los miembros del Comité serán elegidos, en votación secreta, de 
una lista de personas designadas por los Estados Partes. Cada Esta-
do Parte podrá designar a una persona escogida entre sus propios 
nacionales.

4. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de 
la entrada en vigor de la presente Convención y ulteriormente cada 
dos años. Con cuatro meses, como mínimo, de antelación respecto 
de la fecha de cada elección, el Secretario General de las Nacio-
nes Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitándolos a que 
presenten sus candidaturas en un plazo de dos meses. El Secretario 
General preparará después una lista en la que figurarán por orden 
alfabético todos los candidatos propuestos, con indicación de los 
Estados Partes que los hayan designado, y la comunicará a los Estados 
Partes en la presente Convención.

5. Las elecciones se celebrarán en una reunión de los Estados Partes 
convocada por el Secretario General en la Sede de las Naciones 
Unidas. En esa reunión, en la que la presencia de dos tercios de los 
Estados Partes constituirá quórum, las personas seleccionadas para 
formar parte del Comité serán aquellos candidatos que obtengan 
el mayor número de votos y una mayoría absoluta de los votos de 
los representantes de los Estados Partes presentes y votantes.

6. Los miembros del Comité serán elegidos por un periodo de cuatro 
años. Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura. 
El mandato de cinco de los miembros elegidos en la primera elección 
expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de efectuada 
la primera elección, el Presidente de la reunión en que ésta se celebre 
elegirá por sorteo los nombres de esos cinco miembros.

7. Si un miembro del Comité fallece o dimite o declara que por cual-
quier otra causa no puede seguir desempeñando sus funciones en el 
Comité, el Estado Parte que propuso a ese miembro designará entre 
sus propios nacionales a otro experto para ejercer el mandato hasta 
su término, a reserva de la aprobación del Comité.

8. El Comité adoptará su propio reglamento.
9. El Comité elegirá su Mesa por un periodo de dos años.
10. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede 
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de las Naciones Unidas o en cualquier otro lugar conveniente que 
determine el Comité. El Comité se reunirá normalmente todos los 
años. La duración de las reuniones del Comité será determinada y 
revisada, si procediera, por una reunión de los Estados Partes en la 
presente Convención, a reserva de la aprobación de la Asamblea 
General.

11. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal 
y los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones 
del Comité establecido en virtud de la presente Convención.

12. Previa aprobación de la Asamblea General, los miembros del Co-
mité establecido en virtud de la presente Convención recibirán 
emolumentos con cargo a fondos de las Naciones Unidas, según las 
condiciones que la Asamblea pueda establecer.

Artículo 44
1. Los Estados Partes se comprometen a presentar al Comité, por con-

ducto del Secretario General de las Naciones Unidas, informes sobre 
las medidas que hayan adoptado para dar efecto a los derechos 
reconocidos en la Convención y sobre el progreso que hayan reali-
zado en cuanto al goce de esos derechos:

a) En el plazo de dos años a partir de la fecha en la que para cada 
Estado Parte haya entrado en vigor la presente Convención;

b) En lo sucesivo, cada cinco años.
2. Los informes preparados en virtud del presente artículo deberán indicar 

las circunstancias y dificultades, si las hubiere, que afecten al grado de 
cumplimiento de las obligaciones derivadas de la presente Convención.

 Deberán asimismo, contener información suficiente para que el Comité 
tenga cabal comprensión de la aplicación de la Convención en el 
país de que se trate.

3. Los Estado Partes que hayan presentado un informe inicial como 
completo al Comité no necesitan repetir, en sucesivos informes 
presentados de conformidad con lo dispuesto en el inciso b) del 
párrafo 1 del presente artículo, la información básica presentada 
anteriormente.

4. El Comité podrá pedir a los Estados Partes más información relativa 
a la aplicación de la Convención.

5. El Comité presentará cada dos años a la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, por conducto del Consejo Económico y Social, 
informes sobre sus actividades.

6. Los Estados Partes darán a sus informes una amplia difusión entre el 
público de sus países respectivos.

Artículo 45
Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Convención y de esti-
mular la cooperación internacional en la esfera regulada por la Convención:

a) Los organismos especializados, el Fondo de las Naciones Unidas 
para la Infancia y demás órganos de las Naciones Unidas tendrán 
derecho a estar representados en el examen de la aplicación de 
aquellas disposiciones de la presente Convención comprendidas en 
el ámbito de su mandato. El Comité podrá invitar a los organismos 
especializados, al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia 
y a otros órganos competentes que considere apropiados a que 
proporcionen asesoramiento especializado sobre la aplicación de la 
Convención en los sectores que son de incumbencia de sus respectivos 
mandatos. El Comité podrá invitar a los organismos especializados, 
al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y demás órganos 
de las Naciones Unidas a que presenten informes sobre la aplicación 
de aquellas disposiciones de la presente Convención comprendidas 
en el ámbito de sus actividades;

b) El Comité transmitirá, según estime conveniente, a los organismos espe-
cializados, al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y a otros 
órganos competentes, los informes de los Estados Partes que contengan 
una solicitud de asesoramiento o de asistencia técnica, o en los que se 
indique esa necesidad, junto con las observaciones y sugerencias del 
Comité, si las hubiere, acerca de esas solicitudes o indicaciones;

c) El Comité podrá recomendar a la Asamblea General que pida al 
Secretario General que efectúe, en su nombre, estudios sobre cues-
tiones concretas relativas a los derechos del niño;

d) El Comité podrá formular sugerencias y recomendaciones generales 
basadas en la información recibida en virtud de los artículos 44 y 45 
de la presente Convención. Dichas sugerencias y recomendaciones 
generales deberán transmitirse a los Estados Partes interesados y 
notificarse a la Asamblea General, junto con los comentarios, si los 
hubiere, de los Estados Partes.

PARTE III
Artículo 46
La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados.

Artículo 47
La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratifica-
ción se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
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Artículo 48
La presente Convención permanecerá abierta a la adhesión de cualquier 
Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas.
Artículo 49

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la 
fecha en que haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación 
o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después 
de haber sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de 
adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día después del 
depósito por tal Estado de su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 50
1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y depositarla en 

poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario 
General comunicará la enmienda propuesta a los Estados Partes, 
pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque una con-
ferencia de Estados Partes con el fin de examinar la propuesta y 
someterla a votación. Si dentro de los cuatro meses siguientes a la 
fecha de esa notificación un tercio, al menos, de los Estados Partes 
se declara en favor de tal conferencia, el Secretario General convo-
cará una conferencia con el auspicio de las Naciones Unidas. Toda 
enmienda adoptada por la mayoría de Estados Partes, presentes y 
votantes en la conferencia, será sometida por el Secretario General 
a la Asamblea General para su aprobación.

2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del 
presente artículo entrará en vigor cuando haya sido aprobada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptada por una 
mayoría de dos tercios de los Estados Partes.

3. Cuando las enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los 
Estados Partes que las hayan aceptado en tanto que los demás Es-
tados Partes seguirán obligados por las disposiciones de la presente 
Convención y por las enmiendas anteriores que hayan aceptado.

Artículo 51
1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará 

a todos los Estados el texto de las reservas formuladas por los Estados 
en el momento de la ratificación o de la adhesión.

2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el 
propósito de la presente Convención.

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de 
una notificación hecha a ese efecto y dirigida al Secretario General de 
las Naciones Unidas, quien informará a todos los Estados. Esa notificación 
surtirá efecto en la fecha de su recepción por el Secretario General.

Artículo 52
Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención mediante noti-
ficación hecha por escrito al Secretario General de las Naciones Unidas. La 
denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que la notificación 
haya sido recibida por el Secretario General.

Artículo 53
Se designa depositario de la presente Convención al Secretario General de 
las Naciones Unidas.

Artículo 54
El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

En testimonio de lo cual, los infrascriptos plenipotenciarios, debidamente 
autorizados para ello por sus respectivos gobiernos, han firmado la presente 
Convención.

La presente es copia fiel y completa en español de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, adoptada en la ciudad de Nueva York, N. Y., el día veinte 
del mes de noviembre del año de mil novecientos ochenta y nueve.

Extiendo la presente, en veintisiete páginas útiles, en la Ciudad de México, 
Distrito Federal, a los cuatro días del mes de octubre del año de mil novecientos 
noventa, a fin de incorporarla al Decreto de Promulgación respectivo.- Rúbrica.
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